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RESUMEN 
 
 
 

La investigación tuvo como problema: ¿Cuál es la caracterización del proceso 

judicial sobre robo agravado en el expediente N° 06303-2016-1-2001-JR-PE-01 del   

juzgado  penal  colegiado  supra provincial  de  Piura,  distrito  judicial  de Piura,   

Perú.    2018?, el objetivo fue determinar las características del proceso judicial 

robo agravado  en  el  expediente  N°  06303-2016-1-2001-JR-PE-01  del juzgado 

penal colegiado  supra provincial de Piura, distrito judicial de Piura Perú. 

2018. Es de tipo, cuantitativo cualitativo, nivel exploratorio descriptivo, y diseño 

no   experimental,  retrospectivo   y transversal.  La  unidad  de  análisis  fue  un 

expediente judicial, seleccionado mediante   muestreo  por  conveniencia;  para 

recolectar los datos se utilizaron las técnicas de la  observación y el análisis de 

contenido; y como instrumento una lista de cotejo o guía   de  observación  de 

procesos judiciales. Los resultados revelaron que El proceso judicial sobre robo 

agravado en el expediente N° 06303-2016-1-2001-jr-pe-01 del   juzgado penal 

colegiado  supra provincial  de  Piura,  distrito  judicial  de  Piura,  Perú.   2018: 

evidenció las siguientes características: cumplimiento de plazo; claridad de las 

resoluciones; congruencia de los puntos controvertidos con la posición de las partes;  

congruencia de los medios probatorios  admitidos con la(s) pretensión(es) planteada 

y los puntos controvertidos. 

. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Palabras   clave:  Caracterización,   proceso,   delito,   robo 

agravado.
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ABSTRACT 
 

 
The problem of the investigation was: What is the characterization of the judicial 

process on aggravated robbery in file N ° 06303-2016-1-2001-JR-PE-01 of the supra 

provincial criminal court of Piura, judicial district of Piura, Peru. 2018? The objective 

was to determine the characteristics of the aggravated robbery judicial process in file 

No. 06303-2016-1-2001-JR-PE-01 of the supra provincial criminal court of Piura, 

judicial district of Piura Peru. 2018. It is of type, qualitative quantitative, descriptive 

exploratory level, and non-experimental, retrospective and transversal design. The unit 

of analysis was a judicial file, selected by convenience sampling; to collect the data, 

the techniques of observation and content analysis were used; and as a tool a checklist 

or observation guide for judicial processes. The results revealed that the judicial 

proceeding on aggravated robbery in file No. 06303-2016-1-2001-jr-pe-01 of the supra 

provincial criminal court of Piura, judicial district of Piura, Peru. 2018: evidenced the 

following characteristics: term compliance; clarity of resolutions; congruence of the 

controversial points with the position of the parties; congruence of the evidential means 

admitted with the pretension (s) raised and the points in dispute. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Keywords: Characterization, process, crime, aggravated robbery
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I.            INTRODUCCIÓN 
 
 

La   presente   investigación   titulado  Caracterización  del   Proceso   Sobre   Robo 

Agravado N° 06303-2016-1-2001-JR-PE-0 ; Juzgado penal colegiado supra provincial 

de Piura, perteneciente al Distrito Judicial de Piura, 2018, se llevará a cabo dentro 

del contexto jurídico, centrándose en el delito de robo, analizando y comprendiendo 

las penas de acuerdo a la ley vigente, al momento de apoderarse de una cosa ajena 

mueble, sin derecho y sin consentimiento de la persona que puede disponer de ella con 

arreglo a la ley. 

 

La presente investigación estuvo referida a la caracterización del proceso judicial sobre 

robo agravado en el expediente N° 06303-2016-1-2001-JR -PE-01 del juzgado penal 

colegiado supra provincial de Piura, distrito judicial de Piura-Perú. 

 

La caracterización es un tipo de descripción cualitativa que puede recurrir a datos o a 

lo cuantitativo con el fin de profundizar el conocimiento sobre algo. Para cualificar ese 

algo previamente se deben identificar y organizar los datos; y a partir de ellos, describir 

(caracterizar) de una forma estructurada; y posteriormente, establecer su significado 

(sistematizar de forma crítica) (Bonilla, Hurtado & Jaramillo, 2009). 

 

Respecto al proceso: un proceso es un conjunto de actividades planificadas que 

implican la participación de un número de personas y de recursos materiales 

coordinados para conseguir un objetivo previamente identificado. Se estudia la forma 

en que el Servicio diseña, gestiona y mejora sus procesos (acciones) para apoyar su 

política y estrategia y para satisfacer plenamente a sus clientes y otros grupos de 

interés. (ROIG, Albert, 1998, Nº 12 pp. 219-229) 

 

“Según la IX Encuesta Nacional sobre la Corrupción en el Perú 2015, Ipsos Perú a 

solicitud de Proética en una entrevista a la opinión pública encontró entre los 

principales hallazgos: 1) Que el 46% de ciudadanos encuestados considera a   la 

corrupción y a las coimas como uno de los principales problemas del país después 

de  la  delincuencia  y falta  de  seguridad.  2)  Dos  tercios  de  los  entrevistados 

destacaron  la  corrupción en el Poder  Judicial y  el Ministerio Público y un poco 

más de la mitad, la corrupción en el Poder Ejecutivo. 3) A nivel de desempeño 

institucional el Poder Judicial, el Congreso de la República y la Policía Nacional son 

consideradas como las tres instituciones más corruptas del país. (Proética, 2015, s/n)” 
 

Para el desarrollo de la investigación se empezará describiendo las variables del
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fenómeno de la realidad de cómo se están ejecutando las penas por el delito agravado 

en el distrito de Piura, correspondiente a ello se irá detectando las posibles causas que 

me conllevará a detectar la problemática que se está dando al ejercer esta ley en base 

a ello se planteará los objetivos que se pretende alcanzar, justificándose esta 

investigación objeto de estudio en este distrito. 
 

 

En Francia la administración de justicia fue opacada por las insensatas convicciones 

de los jueces, por el imparcial ejercicio de sus funciones y las múltiples influencias 

que  estrecharon  y escindieron  el  honor  de  su  imagen,   teniendo en cuenta   su 

condición  de  funcionario estatal,  embestido de  poder decisorio sobre los asuntos 

judicializados; de ahí que, el sistema judicial se trastocó por las cuestiones 

mencionadas, constituyendo un grave dilema que alentó la participación de 

especialistas  y  técnicos,   en  la  reforma  judicial  con  el  propósito   de   lograr 

consistencia y garantía judicial, fortaleciendo el vínculo entre el Estado Central y el 

Poder Judicial o salvo que se persista en convivir vitaliciamente en el caos y en las 

patologías emanadas de la actividad judicial. 

 

El Estado Peruano no fue un territorio ajeno a la complejidad de problemas en el 

entorno social, económico, político y cultural. Lo más cierto es que el sector judicial, 

durante la época republicana, transitó una estén su senda para penetrar las barreras 

que el mismo sistema judicial fecundó contra su fortalecimiento, a modo de desafío. 

 

“En efecto, el Poder Judicial no es un ente aislado, sino, mancomunado con otros 

órganos del ámbito público y privado, en la búsqueda de mecanismos idóneos para la 

restauración del aparato judicial. No obstante, con el tiempo los fenómenos 

circundados   en   el   funcionalismo   de   la   administración   de   justicia   no   se 

simplificaron, sino fructificado para mal” (García, 2003). 

 

Así pues, la administración de justicia se trata de aquella función imprescindible, 

vigente e inherente a todo Estado democrático, independiente, social y soberano; más 

aún, para el ser humano constituye un derecho primordial de cariz constitucional, con 

destino a la solidificación garantista de sus derechos constitucionales e intercesión de 

los  conflictos con relevancia jurídica que pudiese emerger con otros sujetos o el 

Estado. 

 

“El equilibrio de ética profesional que identifica a los jueces sigue siendo ambiguo y 

preocupante para la ciudadanía y la propia institución judicial, toda vez que, el génesis
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del empobrecimiento ético estribó en la corrupción, esa simbólica acción que emanó 

a causa de la ligera perturbación y tentación permisible en los funcionarios judiciales 

que construyeron temor y agravio en la unidad de la función jurisdiccional y que, 

por supuesto, simplificaron abruptamente la validez de vida democrática y confiable” 

(Zúñiga, 2004). 

 

Como puede advertirse fuentes externas e internas, al ámbito judicial del Perú refieren 

problemas que involucran a la realidad judicial nacional; donde coexisten variables 

diversas. 

En lo que comprende a la Universidad Católica Los Ángeles de Chimbote las 

investigaciones  individuales  forman  parte  de  una  línea de  investigación. En  este 

sentido, éste proyecto se deriva de la línea antes citada y tiene como objeto de estudio 

un proceso judicial. 

Con ésta finalidad el expediente seleccionado para elaborar el presente trabajo registra 

un  proceso judicial de tipo penal, la pretensión judicializada es Robo agravado, el 

número asignado es N° 06303-2016-1-2001-JR-PE-0; y corresponde al archivo del 

Juzgado penal colegiado supra provincial de Piura, perteneciente al Distrito Judicial 

de Piura, 2018. 

 
Enunciado del problema 

 

¿Cuál es la caracterización del proceso sobre robo agravado N° 01066-2016-0-31- 
 

01; Juzgado penal colegiado supra provincial de Piura, perteneciente al Distrito 
 

Judicial de Piura, 2018? 
 

 

Para resolver la problemática de investigación se mencionaran los siguientes 

objetivos: 

 

Objetivo general 
 

Determinar la caracterización del proceso sobre robo agravado N° 01066-2016-0-31- 
 

01; Juzgado  penal colegiado supra provincial  de Piura, perteneciente al Distrito 
 

Judicial de Piura, 2018 
 
 

Objetivos específicos: 
 

Para alcanzar el objetivo general los objetivos específicos serán:
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1. Identificar el cumplimiento de plazos, en el proceso judicial en estudio 
 

2. Identificar la claridad de las resoluciones, en el proceso judicial en estudio 
 

3. Identificar la congruencia de los medios probatorios admitidos con las pretensiones 

planteadas y los puntos controvertidos establecidos, en el proceso judicial en estudio 

4. Identificar   la   congruencia   de   los   medios   probatorios   admitidos   con   la(s) 

pretensión(es) planteadas y los puntos controvertidos establecidos, en las sentencias de 

primera y segunda instancia en estudio 

 

El  estudio  se  justifica,  porque  aborda una  variable  perteneciente  a  la  Línea  de 

Investigación la problemática de la calidad de las decisiones judiciales contenidas en 

las sentencias de procesos judiciales culminados en los distritos judiciales del Perú” 

orientada a contribuir en la mitigación y solución de situaciones problemáticas  que 

involucran  al  sistema  justicia;  dado  que,  a  las  instituciones  que  conforman  el 

sistema justicia se les vincula con prácticas de corrupción y que en el Perú, existe 

debilidad gubernamental (Herrera, 2014); Y así las sentencias expresan un modo de 

comportamiento de la gente, que coadyuvan en la política general  del Estado. La 

influencia no debe ser a la inversa, es decir, de la política hacia el Poder Judicial, 

ya que eso supondría un grado de subordinación de los miembros del Poder Judicial 

hacia los gobernantes de turno, la misma que debería evitarse y erradicarse, pues 

eso hace que no progresemos como nación y como país civilizado. 

 

Mi trabajo se justifica por lo siguiente: es una actividad sistemática en cuanto analizar 

el  judicial  ello  facilitara  el  derecho  procesal  y sustantivo  aplicado  al  presente 

proceso permitiendo además constatar los actos procesales llevados a cabo en el objeto 

de estudio para  identificar  recolectar  e  interpretar  los  datos y compáralos  con  el 

ordenamiento jurídico de nuestro país. 

 

También; porque es una actividad sistemática que coloca al investigador se justifica, 

porque los resultados servirán para incentivar el ejercicio de la función jurisdiccional 

responsable, en tanto que los representantes de los órganos jurisdiccionales tendrán 

mayor cuidado al momento de aplicar los criterios teóricos y normativos para cada 

concepto, lo cual contribuirá a mejorar la calidad de la administración de justicia y por 

ende a mejorar la imagen del Poder Judicial. La propuesta de investigación se muestra 

necesaria para los  responsables de la función jurisdiccional del ámbito nacional,
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regional y local, y los usuarios de la administración de justicia. 
 

 

La difusión de los resultados servirán para motivar a quienes tengan vínculos con 

los asuntos de justicia: autoridades, profesionales, estudiantes de la carrera de derecho, 

y la sociedad en general. 

 

Por su finalidad inmediata, se orientará a construir el conocimiento jurídico articulando 

la teoría y la práctica; mientras que por su finalidad mediata, se orienta a contribuir a 

la transformación de la administración de Justicia en el Perú, a partir del análisis 

de una sentencia que ha puesto fin a un conflicto cierto. 

 

Su aporte metodológico se funda en  su estructura  y   en el  orden  lógico  de los 

procedimientos que se utilizarán para responder a la pregunta de investigación. 

Además, puede ser adaptado para analizar otras sentencias de carácter civil, penal, 

constitucional y contencioso administrativo. 

 

En resumen, lo actuado se hizo en uso del derecho constitucional que determina 

que “…toda persona puede formular análisis y críticas de las resoluciones y sentencias 

judiciales…” (Constitución Política del Perú, año 1993, Art. 139 Inc. 20).
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ii. REVISIÓN DE LA LITERATURA 

 
3.1       Antecedentes 

 

Arenas & Ramírez (2009) en Cuba investigaron: 
 

“La  argumentación   jurídica  en  la  sentencia”,  y arribó  a  las  siguientes 

conclusiones  a)  Existe  la normativa  jurídica  que regula la exigencia de la 

motivación de la sentencia judicial, que quizás no sea la más cómoda o directa 

pues se estipula a través de Acuerdos y otras Disposiciones del Consejo de 

Gobierno del Tribunal Supremo Popular, pero de forma general no se encuentra 

desprotegido jurídicamente. b) Todos los jueces conocen en qué consiste   la   

motivación  de la sentencia  y conocen  también la  normativa jurídica  que 

lo  regula.  c)  No  existe  el mecanismo directo de control para impugnar  una  

sentencia  inmotivada  a  través  del recurso  de  Casación, haciéndose necesaria 

una vía más directa para ello, puesto que nos encontramos ante una de las 

principales deficiencias en que incurren nuestros Tribunales hoyen día, al 

transcribir literalmente en el cuerpo de la sentencia lo acontecido en el Juicio 

Oral a  través  del acta,  repetir  lo  planteado  por  los testigos sin hacer uso de 

algún razonamiento lógico o haciéndolo de forma parca,  no cumpliendo con  

lo  estipulado  en  el  Acuerdo 172  y  todos los documentos que circularon 

junto a este, lo que es muestra de que aún hay mucho por hacer en relación a ello, 

pues el llamado estímulo al que se refiere en dicho acuerdo al reconocer la 

inexistencia de una causal de casación que permita reaccionar contra estas faltas 

para lograr la perfección del proceso penal, se ha traducido en el descuido de 

nuestros jueces a la hora de la redacción de la sentencia, lo que demuestra 

en cierto grado que tal requisito o exigencia no se debe dejar al arbitrio o  

conciencia  del  propio  juez  que  redacta  la sentencia, por lo que, contrario a 

lo establecido el artículo 79 sobre la casación de   oficio,   debe  existir  un   

mecanismo   directo  que   los  conmine a  su cumplimiento y que pueda 

ejercitarse por todos los juristas. d) La motivación de la sentencia no solo 

consiste en la correcta valoración de la prueba, sino que esta debe hacerse en 

toda la sentencia siempre que el caso lo amerite. e) El
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problema fundamental y radica  en  los  propios  jueces  a  la  hora  de 

materializarlos conocimientos acerca de la motivación en la propia sentencia, 

puesto que en ocasiones es por falta de disposición, por falta de preparación, 

desorganización, y por ser resistentes a los cambios que se impone no exigen 

a la hora de motivar una sentencia judicial. f) Aun falta preparación a los 

jueces en relación al tema. g) La motivación es un nuevo reto que se impone 

por necesidad histórica y de perfección del sistema de justicia, que solo se logra 

con dedicación y es fuerzo propio. h) Si la finalidad de la sentencia no es 

más que el registro de la decisión judicial y los argumentos que la determinan, la 

cual debe ser accesible al público cualquiera que sea su clase, a través de un 

lenguaje claro ya se quibla a cualquier nivel cultural,  y esto  se expresa solo  a 

través de la correcta motivación de la resolución judicial, debemos tener presente 

que si no se hace de la manera adecuada, sencillamente la sentencia no cumple su 

finalidad, que es precisamente para lo que se crea. 

 

Mazariegos (2008), investigó: 
 

Vicios en la Sentencia y Motivos Absolutorios de Anulación Formal Como 

Procedencia del Recurso de Apelación Especial en el Proceso Penal 

Guatemalteco,   cuyas   conclusiones   fueron:   “a)   El   contenido   de   las 

resoluciones definitivas…debe cumplirse con las reglas de la lógica o logicidad 

de la motivación de la sentencia, la misma debe ser congruente para evitar 

resolver arbitrariamente, lo que da  lugar  a   las  impugnaciones…; b)  Son 

motivos  de  procedencia  del  Recurso  de  Apelación Especial:  i)  El  error 

indicando, motivo de fondo o inobservancia de la ley que significa omitir 

aplicar la norma adecuada al caso concreto por parte del Juez y la 

interpretación indebida o errónea de la ley que significa que el Juez al resolver 

el caso concreto utilizó una norma incorrecta o le asignó un sentido distinto 

lo que es igual a violación de ley sustantiva cuyo resultado es la anulación de 

la   sentencia;  ii)   El  error  procediendo,  motivos  de forma o defecto de 

procedimiento…;  y finalmente;  iii).  El  error  in  cogitando  que  significa 

defectos incurridos en la motivación de la sentencia; esto se da cuando se busca 

el control de logicial sobre la sentencia absurda o arbitraria, prescindir de prueba 

decisiva, invocar prueba inexistente, contradecir otras constancias procesales
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o invocar pruebas contradictorias entre otras…” 
 
 

Parafraseando a Abanto M. (ABANTO M.: Abogado Traductor de “La imputación 

objetiva”)  sostenemos  que  el  penalista  nacional, tradicionalmente  legalista  en  el 

sentido de aplicar la ley al pie de la letra, muchas veces le resulta difícil comprender 

que esta no dice, no puede decirlo todo. Erróneamente considera que la doctrina es 

de poca o nula utilidad en el trabajo práctico de buscar y dar solución problemas 

penales. Nada es más alejado de la realidad. 

 

Toda sentencia tiene una consecuencia jurídica que trasciende no solo en el plano 

judicial, sino también en lo social, de ahí la complejidad de acercarlas lo más fielmente 

posible a la realidad. Las sentencias son exponentes del razonamiento deductivo: 

unos  hechos determinados que se declaran probados, se subsumen en el supuesto 

fáctico de una norma jurídica para extraer así la consecuencia prevista en ésta, siendo 

la lógica el elemento fundamental que estructura su contenido; que para determinarlo 

juegan un papel trascendente el enfrentamiento o debate de las partes, en la que cada 

una defenderá sus puntos de vista apoyándose en las    teorías que estimen 

convincentes, exponiendo los hechos ocurridos y las pruebas que los apoyan, a fin de 

persuadir al Tribunal y convencer  a los jueces mediante la argumentación. (Mixán 

M.1987). 

 

Segura (2007) en Guatemala investigó: 
 

“El   control  judicial   de  la   motivación   de  la  sentencia  penal”,  y   sus 

conclusiones fueron: a) La motivación de la sentencia, al obligar  al Juez a 

hacer explícito el curso argumental seguido para adoptar determinado 

temperamento,   es   una   condición   necesaria   para   la   interdicción   de   la 

arbitrariedad, posibilitando, por lo ya dicho, la realización plena del principio de 

inocencia  del  imputado. b) la sentencia judicial ha sido representada como un 

silogismo perfecto, en el  que la premisa mayor corresponde a la ley general, la 

menor a un hecho  considerado verdadero,  y la conclusión a la absolución o la 

condena. c) El control  de  la  motivación de  la  sentencia  penal funciona  como 

un reaseguro de la observancia del principio de inocencia. Motivación y control 

vienen a convertirse,  por ende, en un binomio inseparable por lo que el Juez o 

tribunal de sentencia,  sabedor de que su fallo muy probablemente será controlado, 

necesariamente  habrá de situarse frente a él en la posición de quien habrá de
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examinarlo y juzgarlo, es  decir,  en la posición de un observado razonable, con 

independencia de que sea  su   propia convicción, de  manera razonable y bien 

motivada el factor determinante de  su decisión. d) Se representa filosóficamente 

a la sentencia como el producto de un   puro juego teórico, fríamente realizado, 

sobre   conceptos   abstractos,   ligados   por    una  inexorable  concatenación  de 

premisas y consecuencias, pero en realidad sobre   el tablero del Juez, los peones 

son hombres vivos que irradian una invisible fuerza   magnética que encuentra 

resonancias o repulsiones ilógicas, pero   humanas,  en  los    sentimientos   del 

juzgador. e)  La motivación es la exteriorización por parte  del  Juez o tribunal 

de la justificación racional de determinada conclusión jurídica. Se identifica, pues, 

con la exposición del razonamiento. No existiría motivación si  no ha sido 

expresado  en  la  sentencia  el  porqué  de  determinado temperamento   judicial, 

aunque el razonamiento no exteriorizado del juzgador -suponiendo que  hubiera 

forma de elucidarlo- hubiera sido impecable. f) En realidad se puede  observar 

que el principio de fundamentación,  a  través  de  la  motivación  en  los  puntos 

expuestos, que regula el Artículo 386 del Código  Procesal Penal, si bien  es 

aplicado por los tribunales de sentencia que fueron investigados,  también  se 

pudo observar que no es aplicado de la forma que la doctrina al respecto 

establece. Calle García Esmit Mardely. (2010); (1) investigó “Cuáles son los factores 

que influyen en las personas que cometen el delito de robo agravado, en la ciudad de 

Jaén durante el año 2006 a setiembre del 2007”. Cuyas conclusiones son: (a) Todos 

los sectores sociales sufren transversalmente los efectos de la violencia criminal, con 

especial énfasis en sectores económicos menos favorecidos. (b) En el Perú el  delito 

de robo está motivado  más  por  la  necesidad  material  que  por  alguna  patología 

criminal. Por tanto, prima la  delincuencia por necesidad en una sociedad donde el 

desempleo  constituye  la  principal   causa   de   insatisfacción   ciudadana.   (c)   El 

incremento  de  la  criminalidad  y  de  la  delincuencia afecta el desarrollo   socio- 

económico del país y la imagen ante el consenso nacional e internacional. (d) La 

delincuencia afecta a todos los niveles socioeconómicos, pero la incidencia de cierto 

tipo de delitos, como los robos a viviendas, por ejemplo, es  mayor en los sectores 

medios o bajos. (e) En la mayor parte de casos, los atacantes son varones jóvenes. (f) 

Los robos y asaltos tienen como principal objetivo la apropiación de los bienes de las 

víctimas más que dañar su integridad física (poco uso de armas y bajo registro de 

agresiones graves). (g) Los integrantes de pandillas derivan en actos antisociales son 

el producto de la falta de alternativas recreativas y laborales. (h) Los efectos de la
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inseguridad ciudadana repercuten directamente en el ámbito socio económico de un 

país. (i) La violencia delictiva ha pasado a ser un tema que compromete al conjunto de 

la sociedad, superando aquellos abordajes que lo destinan a ser controlado únicamente 

por la justicia y la Policía. (j) El incremento de la inseguridad, en este contexto, 

deteriora seriamente el nivel de bienestar de la población, perjudica las convivencias 

internas y puede transformarse en un freno a las posibilidades de desarrollo de un país. 

Página (s/n) 

 

3.2.    Bases teóricas de la investigación 
 

3.2.1.          Bases teóricas de tipo procesal 
 

3.2.1.1.    La jurisdicción y la competencia 
 

3.2.1.1.1.          La jurisdicción 
 

A)       C 

once 

pto 
 

Etimológicamente, la palabra jurisdicción proviene del latín iurisditio, que se forma de 

la unión de los vocales ius (derecho) y dicere (acción), según el cual literalmente 

significa―decir o indicar el derecho‖ (Rosas, 2015, p.333). 

 

La jurisdicción es la facultad del Estado de resolver un conflicto entre el 

derecho punitivo que el mismo se irroga y el derecho de libertad de la persona. 

Es la potestad  del Estado de garantizar la observancia de las normas penales 

sustantivas, mediante la decisión en casos concretos aceptando o rechazando 

una pretensión punitiva y  de resarcimiento (Cubas, 2015). 

Al mismo tiempo para Devis (citado por Cubas, 2015) la jurisdicción en un sentido 

amplio mira a la función de fuente formal del derecho y entonces se tiene que la ley, 

la costumbre y la jurisprudencia son manifestaciones de ella. Por lo tanto no deben ni 

puede  confundirse  la  jurisdicción  en  su sentido  general y el  proceso; porque no 

solamente declara el derecho el juez al decidir en un proceso, sino que también lo hace 

el legislador al dictar ley y el gobierno cuando promulga un derecho con fuerza de 

ley. 

La Constitución del Estado califica a la jurisdicción como Poder. El poder Judicial tiene 

el monopolio de la justicia ordinaria en su conjunto. Corresponde, igualmente, al 

Poder Judicial, a través de órganos jurisdiccionales propios integrantes de la 

jurisdicción ordinaria, la revisión de actos del Poder Ejecutivo a través de la acción
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contenciosa administrativa. (San Martín, 2003). 
 

 

Según el Art. 16 del código Procesal Penal Peruano la potestad jurisdiccional del 
 

Estado en materia penal se ejerce por: 
 

1.  La Sala Penal de la Corte Suprema. 

2.  Las Salas Penales de las Cortes Superiores. 

3.   Los   Juzgados   Penales,   constituidos   en   órganos   colegiados   o 

unipersonales, según la competencia que le asigna la Ley. 

4.  Los Juzgados de la Investigación Preparatoria. 

5. Los Juzgados de Paz Letrados, con las excepciones previstas por la Ley 

para  los Juzgados de Paz. 

 
Según Aragón (2003), menciona: 

 

La jurisdicción es una función soberana del Estado, realizada a través de una 

serie  de datos que  están proyectados o encaminados a  la  solución de  un 

litigio o controversia, mediante la aplicación de una ley general a ese caso 

concreto  controvertido   para   solucionarlo   o   dirimirlo,   según   afirma   el 

maestro mexicano Cipriano Gómez Lara. (…). Ahora bien, más que un poder 

simple, la jurisdicción es un haz de poderes cuyo análisis entra en aquel estudio 

de las relaciones jurídicas procesales; son poderes que se desarrollan en una 

directiva centrífuga, o sea, del centro a la periferia, si es que esta imagen 

geométrica puede ayudar a aclarar la posición respectiva del juez y las partes 

(p. 15). 

Para Ticona (1998) la jurisdicción: 
 

(…) es la atribución y deber conferido al órgano jurisdiccional por el pueblo 

a través del Estado, para administrar justicia resolviendo los conflictos de 

intereses y las incertidumbres jurídicas. La jurisdicción es el poder genérico de 

administrar justicia, porque, el acto jurisdiccional o el acto de resolver los 

conflictos con la  justicia  es  común  a  los  órganos  jurisdiccionales  que 

administran justicia; vale decir, que todos los jueces están facultados y tienen 

el poder para administrar justicia, pero ese hecho de administrar justicia está 

limitado a cada juez por razones de competencia. (p. 92) 

Se  puede  agregar  que  la   función  genérica  de  la  jurisdicción   estriba  en  la 

resolución de los conflictos, intersubjetivos y sociales, mediante la aplicación   del 

Derecho  objetivo,  si  bien  dicha  función,  se  concreta  en  la  protección  de los 

derechos subjetivos,  en el control de  la  legalidad  y en  la  complementación del 

ordenamiento. (p. 44) 

B)        Elementos: 
 

Para Rosas (2015) los elementos de la jurisdicción son: 
 

-La notio, que es el derecho de la autoridad jurisdiccional a conocer de un asunto 

concreto. 

 

-La vocatio, como la facultad de que está investida la autoridad para obligar 

a  las partes (sujetos procesales) a comparecer al proceso.
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-La coertio, connota la potestad del Juez de recurrir a que se utilice la fuerza 

pública para que se cumplan con las medidas adoptadas por su Despacho en 

el curso  del  proceso;  se  compele coactivamente   al cumplimiento de   las 

decisiones jurisdiccionales. 
-La iudicium, es la facultad de proferir sentencia, previa recepción y valoración 
de los medios probatorios, concluyendo con el proceso de carácter definitivo. 
-La executio, atribución para hacer cumplir los fallos judiciales recurriendo de 
ser el caso a la fuerza pública, de manera que las resoluciones emitidas no 
queden  a  libre  Albedrio   de  los  otros  sujetos  procesales  y la  función 
jurisdiccional se torne inocua (p.334). 

 

De lo expuesto, se puede acotar que la Jurisdicción es la potestad que tiene el Estado 

para aplicar las normas establecidas según el caso en concreto, que pueden ser 

incertidumbres  jurídicas  o  conflictos  de  intereses,  de  esta  manera  dar  solución 

o   resolver   de modo definitivo, mediante una sentencia emitida por los jueces o 

tribunales  de justicia  después  de  haber  realizado  un  proceso  respetando  las 

garantías  constitucionales de un debido proceso. 

 

3.2.1.2 La competencia A). Concepto 
 

Etimológicamente, el término competencia viene de competere, que significa 

corresponder,  incumbir a  uno  cierta  cosa. Dentro  de  esta  connotación la 

competencia   es   entendida  como  la  medida  en  que  la  jurisdicción  se 

distribuye entre las diversas autoridades judiciales; así también la facultad 

que  tiene  un  funcionario  público  de  aplicar justicia a cada caso concreto 

(Rosas, 2015, pp. 342-343). 

La competencia surge como consecuencia de la necesidad de aliviar la carga 

procesal,  con el objetivo de  tener una justicia especializada  y rápida. Es 

por  esto la    circunscripción   de la jurisdicción con diversos criterios 

determinados por y de acuerdo a ley (Cubas, 2015). 

Si bien es cierto la competencia es el límite o medida de la jurisdicción, y se 

le puede definir como la capacidad o aptitud legal del funcionario judicial 

para ejercer jurisdicción en un caso determinado y concreto. De manera que 

la jurisdicción y la competencia son términos que no  se contraponen. Por 

el contrario  se complementan. Así un juez de Arequipa tiene jurisdicción 

en todo el país pero en cuanto a competencia, solo podrá conocer los casos 

de y en dicha ciudad (Rosas,  2015).
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A la vez Bautista (2007) manifiesta que la competencia: 
 

(…)  es  la  suma  de  facultades  que la  ley da al  juzgador  para  ejercer  su 

jurisdicción en determinado tipo de litigios o conflictos. El juzgador por el sólo 

hecho de serlo, es titular de la función jurisdiccional, pero no la puede ejercer 

en cualquier tipo de litigios, sino sólo en aquellos para los que está facultado 

por la ley; es decir, en aquellos en los que es competente. La competencia 

constituye la facultad que tienen los jueces para el ejercicio  de la jurisdicción 

en determinados casos. Se trata de un presupuesto procesal relativo al órgano 

jurisdiccional  pues  exige de  éste la competencia  para  conocer de un caso 

y dictar sentencia. (p.279) 

 
García Rada (citado por Bautista, 2007) afirmaba que: "es el ámbito dentro del cual 

el Juez tiene y puede ejercer válidamente la jurisdicción" (p.279). 

 
Para Montero (Citado por Gimeno, 1997) La competencia constituye la facultad que 

tiene los jueces para el ejercicio de la  jurisdicción en determinados casos. Se trata 

de un  presupuesto procesal relativo al  órgano jurisdiccional pues exige de éste la 

competencia para conocer de un caso y  dictar sentencia. 

Se   puede   agregar   que   la   competencia   en   referencia   a   la   jurisdicción, 

sosteniéndose que la jurisdicción es la función de administrar justicia que corresponde 

al poder judicial, y la competencia es el modo o la manera como se ejerce esa función, 

es la limitación de esa facultad por circunstancias, que pueden  ser de acuerdo a  

nuestro  Código  Procesal  Penal, objetiva,  funcional,  territorial  y por conexión 

(artículo 19° inciso 1). Se dice que la competencia es la medida o limite que la ley 

establece para el ejercicio de la jurisdicción. Todos los jueces tienen jurisdicción, pero 

solo algunos tienen capacidad reconocida legalmente para conocer determinados 

casos. La jurisdicción es el género, la competencia la especie. 

B) La   regulación   de   la   competencia   en 

materia penal 

Está regulada en   el artículo 19 del Código Procesal Penal que   establece que la 

competencia es objetiva, funcional, territorial y por conexión. Por la competencia 

se precisa e identifica a los órganos jurisdiccionales que deben conocer un proceso 

(Frisancho, 2013, p. 323). 

Se encuentra regulada en el Libro I, Disposiciones Generales, sección III, Título 
 

II Artículos del 19 al 32 del código Procesal Penal Peruano. 
 

Art. 19º Determinación de la competencia: 1. La competencia es objetiva, funcional, 

territorial y por conexión. 2. Por la competencia se precisa e identifica a los órganos
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jurisdiccionales que deben conocer un proceso (Código Procesal Peruano, 2004, P. 16) 
 

C) Competencia por el territorio: 
 

Art. 21º. La competencia por razón del territorio se establece en el siguiente 
orden: 

 

1.   Por el lugar donde se cometió el hecho delictuoso o se realizó el último acto 

en caso de tentativa, o cesó la continuidad o la permanencia del delito. 

2.          Por el lugar donde se produjeron los efectos del delito. 
 

3.          Por el lugar donde se descubrieron las pruebas materiales del delito. 
 

4.          Por el lugar donde fue detenido el imputado. 
 

5.          Por el lugar donde domicilia el imputado. (Código Procesal Peruano, 
 

2004, P. 17) 
 
 

D) Competencia objetiva y funcional: 
 

Art. 26º. Competencia de la Sala Penal de la Corte Suprema: Compete a 

la Sala Penal de la Corte Suprema: 

1.   Conocer del recurso de casación interpuesto contra las sentencias y autos 

expedidos en segunda instancia por las Salas Penales de las Cortes 

Superiores, en  los casos previstos por la Ley. 

2.          Conocer del recurso de queja por denegatoria de apelación. 
 

3.          Transferir la competencia en los casos previstos por la Ley. 
 

4.          Conocer de la acción de revisión. 
 

5.   Resolver las cuestiones de competencia previstas en la Ley, y 

entre la jurisdicción ordinaria y la militar. 

6.   Pedir al Poder Ejecutivo que  acceda a la extradición activa y emitir 

resolución consultiva respecto a la procedencia o improcedencia de la 

extradición  pasiva. 

7.          Resolver la recusación planteada contra sus Magistrados. 
 

8.          Juzgar en los casos de delitos de función que señala la Constitución. 
 

9.   Entender de los demás casos que este Código y las Leyes determinan. (Código 
 

Procesal Peruano, 2004, P. 17-18). 
 

Art. 27º Competencia de las Salas Penales de las Cortes Superiores: Compete a 

las Salas Penales de las Cortes Superiores: 

1.   Conocer del recurso de apelación contra los autos y las sentencias en los
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casos   previstos  por la Ley, expedidos por los Jueces de la Investigación 
 

Preparatoria y los Jueces Penales –colegiados o unipersonales. 
 

2.  Dirimir las contiendas de competencia de los Jueces de la Investigación 

Preparatoria y los Jueces Penales –colegiados o unipersonales- del mismo o 

distinto Distrito Judicial, correspondiendo conocer y decidir, en este último 

caso,  a la Sala Penal del Distrito Judicial al que pertenezca el Juez que previno. 

3.          Resolver los incidentes que se promuevan en 

su instancia. 

4.   Dictar, a pedido del Fiscal Superior, las medidas limitativas de derechos a que 

hubiere lugar. 

5.          Conocer del recurso de queja en los casos previstos 

por la Ley. 

6.   Designar al Vocal menos antiguo de la Sala para que actúe como Juez de 

la   Investigación Preparatoria en los casos previstos por la  Ley,  y realizar el 

juzgamiento  en dichos casos. 

7.          Resolver la recusación planteada contra sus 
 

Magistrados. 
 

8.   Conocer los demás casos que este Código y las Leyes determinen.  (Código 
 

Procesal Peruano, 2004, P. 18). 
 

Art. 28º Competencia material y funcional de los Juzgados Penales: 
 

Los Juzgados Penales Colegiados, integrados por tres jueces, conocerán materialmente 

de los delitos que tengan señalados en la Ley, en su extremo mínimo, una pena 

privativa de libertad mayor de seis años. 

2.   Los Juzgados Penales Unipersonales conocerán materialmente de aquellos 

cuyo conocimiento no se atribuya a los Juzgados Penales Colegiados. 

3.    Compete   funcionalmente   a   los   Juzgados   Penales,   Unipersonales   o 

Colegiados, lo siguiente: a) Dirigir la etapa de juzgamiento en los procesos que 

conforme  Ley  deban conocer;  b)  Resolver los  incidentes  que  se  promuevan 

durante el curso del juzgamiento; 

b)    Conocer de los demás casos que este Código y las Leyes determinen. 
 

4.    Los Juzgados Penales Colegiados, funcionalmente, también conocerán de 

las solicitudes sobre refundición o acumulación de penas;



24  

 

5.   Los Juzgados Penales Unipersonales, funcionalmente, también conocerán: a) 

De  los incidentes sobre beneficios penitenciarios, conforme a lo dispuesto en 

el  Código de Ejecución Penal; b) Del recurso de apelación interpuesto contra las 

sentencias expedidas por el Juez de Paz Letrado; c) Del recurso de queja en los 

casos previstos por la Ley; d) De la dirigencia de las cuestiones de competencia 

entre los Jueces de Paz Letrados. (Código Procesal Peruano, 2004, P. 18). 

 

Art. 29° Competencia de los Juzgados de la Investigación Preparatoria.- 

Compete a los Juzgados de la Investigación Preparatoria: 

1.   Conocer las cuestiones derivadas de la constitución de las partes 

durante la  Investigación Preparatoria. 

2.   Imponer, modificar o hacer cesar las medidas limitativas de 

derechos durante la Investigación Preparatoria. 

3.          Realizar el procedimiento para la actuación de prueba 

anticipada. 

4.          Conducir la Etapa Intermedia y la ejecución de 

la sentencia. 

5.          Ejercer los actos de control que estipula 

este Código. 

6.   Ordenar,  en  caso  de  delito  con  resultado  de  muerte,  si  no  se  hubiera 

inscrito la defunción, y siempre que se hubiera identificado el cadáver, la 

correspondiente   inscripción en el Registro Nacional de Identificación y Estado 

Civil. 

7.  Conocer de los demás casos que este Código y las Leyes determinen. 

(Código Procesal Peruano, 2004, P. 18-19). 

Art. 30º Competencia de los Juzgados de Paz Letrados: Compete a los Juzgados 

de Paz Letrados conocer de los procesos por faltas. 

E) Competencia      por 

conexión: 

 
Art. 31º Conexión procesal: Existe conexión de procesos en los siguientes casos: 

 

 

1.  Cuando se imputa a una persona la comisión de varios 

delitos.
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2.  Cuando varias personas aparezcan como autores o partícipes del mismo 

hecho  punible. 

3.  Cuando varias personas vinculadas por una misma voluntad criminal 

hayan cometido diversos hechos punibles en tiempo y lugar diferentes. 

4.  Cuando el hecho delictuoso ha sido cometido para facilitar otro delito o 

para asegurar la impunidad. 

5.  Cuando se trate de imputaciones recíprocas. (Código Procesal Peruano, 
 

2004, P. 19). 
 

Art. 32º Competencia por conexión: En los supuestos de conexión previstos en 

el  artículo 31º, la competencia se determinará: 

1.   En el numeral 1), le corresponde al Juez que conoce del delito con pena más 

grave. A igual gravedad, corresponde al Juez que primero recibió la 

comunicación prevista en el artículo 3°. 

2.   En el numeral 2), la competencia se determinará subsidiariamente por la 

fecha de comisión del delito, por el turno en el momento de la comunicación 

prevista en el numeral 

3) o por quien tuviera el proceso más avanzado. En caso de procesos incoados en 

distintos distritos judiciales, la competencia se establece por razón del territorio. 

3.    En los numerales 3) y 5), corresponde al que conoce el delito con pena más 

grave.  A  igual gravedad compete  al Juez  Penal que primero hubiera recibido la 

comunicación prevista en el numeral 3). 

4.   En el  numeral  4) corresponderá al  que conoce  del delito  con pena  más 

grave. (Código Procesal Peruano, 2004, P. 19). 

F)        Determinación de la competencia en el caso 

en estudio 

En el caso en estudio se ha comprendido la competencia en razón de la materia ya 

que este  proceso ha  sido  considerado  en  primera  instancia  por  el  Juzgado penal 

colegiado supra provincial de Piura y en segunda instancia por la Corte Superior 

De  Justicia de Piura Sala Penal de Apelaciones. De igual manera se consideró la 

competencia territorial,  porque el juzgado y la Sala Penal que tramitó el proceso, 

corresponden al distrito judicial donde  ocurrieron  los  hechos  que  ocasionaron  la 

comisión  del  delito  contra  el  patrimonio  en  la  modalidad  de  robo  agravado
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(Expediente N° 06303-2016-1-2001-JR-PE-0; pertenece Juzgado   penal   colegiado 

supra provincial de Piura”). 

3.2.1.3. El proceso 

A). Concepto 

Etimológicamente, proceso proviene de la voz latina ―processus‖ que a su vez 

deriva   de  pro, ―para adelante‖, y cederé, ―caer‖, ―caminar‖. Entonces, 

proceso significa,  pues, en el  lenguaje jurídico, un desenvolvimiento, una 

sucesión de actos que se  dirigen a la  declaración o a la ejecución de algún 

derecho (Rosas, 2015, p.103). 

El proceso penal persigue interés públicos dimanantes de la imposición de Sanciones 

penales. Está sujeto a una titularidad estatal: solo el juez puede imponer sanciones, 

pero a su vez el Ministerio Publico es titular de la potestad de persecución. Así el 

principio acusatorio se impone porque coexisten dos derechos de relevancia 

constitucional en el proceso penal: el derecho de penar a cargo del juez y el derecho 

de perseguir a cargo del  fiscal (San Martin, 2015). 

 

A  la  vez,  Devis  (2001)  define  al 

proceso como: 

(..) conjunto de actos coordinados que se ejecutan por o ante los funcionarios 

competentes del órgano judicial del Estado, para obtener, mediante la actuación   

de la   ley  en un caso concreto,   la declaración, la defensa o   la realización 

coactiva los derechos que pretendan tener las personas privadas o pública. (p. 

25) 

 
Según San Martin (citado por Rosas, 2015) define: 

El proceso penal desde un punto de vista descriptivo, como el conjunto de actos 

realizados por  determinados sujetos (jueces, fiscales, defensores,  imputados, etc.) 

con el fin de comprobar la existencia de los presupuestos que  habilitan la imposición 

de  una  sanción  y,  en  el  caso  de  que  tal  existencia  se compruebe, establecer la 

cantidad, calidad y modalidades de esta última (…). 
En términos más precisos, el proceso penal es  un instrumento  previsto por  el estado 
para la realización del derecho punitivo y, como tal, tiene un carácter necesario, es 
de interés público y tiene una finalidad práctica (P.104). 

 

Y  para la jurisprudencia, el proceso penal tiene por finalidad,  el de  alcanzar 

la   verdad  concreta  y enervar  la  presunción  de  inocencia  que  ampara  al 

justiciable a  tenor  del artículo 2° numeral 24, literal e) de la Constitución 

Política del Perú, evaluándose  los  medios probatorios acopiados que, afín 

de probar la comisión o no del delito instruido y la responsabilidad penal del 

procesado. (Caro, 2007, Página s/n) 
 

En efecto, el proceso penal es el conjunto de actos, materia de estudio del Derecho
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Procesal Penal, mediante los cuales el órgano Jurisdiccional del Estado resuelve un 

caso concreto, correspondiendo o no aplicar a una persona (el imputado) la sanción 

respectiva de acuerdo a las normas preestablecidas por la ley penal. Sánchez (2004), 

afirma: ― (…)  conjunto de actos mediante los cuales se provee por órganos fijados 

y  preestablecidos  en  la  Ley,  y previa observancia de determinadas formas, a la 

aplicación de la ley penal en los casos singulares concretos‖ (p. 165). 

 

 

En otro extremo Vélez (1986), señala: 

El proceso penal, desde un punto de vista constitucional, constituye un 

instrumento jurídico  indispensable,  una  construcción  esencial  predispuesta 

para administrar justicia; una estructura instrumental creada por el legislador 

para descubrir la verdad d un supuesto delito y para actuar en concreto la ley 

penal; es una ―entidad o institución jurídica  abstracta  y estática,  con  el 

destino fatal de hacerse concreta y dinámica‖. Pero observado en su integridad 

aparece como; ―una garantía de justicia, tanto para la sociedad como para 

el individuo (…) (p. 113). 

De   lo   referido,   el   proceso   penal   se   conceptualiza   como   el   conjunto   de 

procedimientos  que  están  reglamentado  por  preceptos  previamente establecidos 

por la ley, que tienen  como objeto que hechos pueden ser calificados como delitos 

para en su caso aplicar la sanción correspondiente. 
 

B)          Clases de proceso penal 

De acuerdo a las normas contempladas en el Código de Procedimientos Penales y 

el Decreto Legislativo N° 124 promulgada el 15 de junio de 1981, se identifican dos 

tipos de proceso penal. Proceso Penal Sumario y Proceso Ordinario. 

 
b). Principios aplicables al proceso penal b.1). Principio de legalidad 

Peña (2013) afirma que: 
 

El principio de legalidad significo poner un muro de contención  ante una 

pretendida expansión punitiva del Estado, de poner marcos normativos 

delimitativos de  los poderes  criminalizadores detentados por  las  agencias 

estatales, como un valladar inoponible a los derechos y libertades ciudadanas 

(p. 45). 

Según García (2005) el principio de legalidad es el principal límite impuesto 

por las exigencias del Estado de Derecho al ejercicio de la potestad punitiva e 

incluye una serie de garantías para los ciudadanos. De esta forma, el contenido 

esencial del  principio de legalidad en materia penal radica en que no puede 

sancionarse ninguna conducta ni imponerse pena alguna que no se encuentre
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establecida en la ley. Asimismo, Bramont Arias (1994), señala las consecuencias del 

principio de legalidad: 

1)    La exclusividad de la ley penal, esto es, solo la ley penal es fuente 

creadora   de delitos y penas,  por lo que se excluyen  la costumbre, la 

jurisprudencia, la doctrina y la analogía; 
2) La prohibición de delegar la facultad legislativa penal: sin embargo el 
poder legislativo puede delegar en el poder ejecutivo la facultad de legislar, 
mediante   decretos  legislativos  sobre materia específica y  por el plazo 
determinado establecidos en la ley autoritativa (artículo 104, constitución 
de 1993); 3) Las  leyes en blanco en las que se está determinada la sanción 
pero el precepto será definido por un reglamento o ley presente o futura (p. 
33 y 34). 

 

El principio de legalidad reside en que el castigo criminal no depende de la arbitrariedad 

de los órganos de persecución penal ni tampoco de los Tribunales, sino que debe 

estar fijado por el legislador legitimado democráticamente. (Jescheck, 1981) 

La legalidad  es el factor esencial  del Estado  de Derecho, en el  que los  órganos 

administrativos y jurisdiccionales  deben  respetar  las  reglas  generales  establecidas 

mediante las leyes, para garantizar el respeto de las libertades individuales y el normal 

desarrollo de la vida de la comunidad. (Hurtado, 2005) 

Por otro  lado, se encuentra regulado  en  el artículo  II como  Principio de 

Legalidad en  el  título  preliminar  del  Código  Penal,  señalando:  ―Nadie 

será sancionado por un acto previsto como delito o falta por la ley vigente 

al momento de su comisión, ni sometida a pena o medida de seguridad que 

no se  encuentra  establecidas en ella‖.  Concerniente a ello, afirma  Martin 

Castro  que  ―…  considera  como  un  derecho subjetivo constitucional de 

todos los ciudadanos‖. (p. 81) 

El Principio de  Legalidad, señala es el que establece que la intervención 

punitiva  estatal, tanto al configurar el delito como al determinar, aplicar y 

ejecutar sus  consecuencias ,  debe  estar  regida  por  el  imperio  de  la  ley, 

entendida esta como expresión de la voluntad general, que tiene la función de 

limitar el ejercicio arbitrario e  ilimitado del poder punitivo  estatal. (Muñoz, 

2004, p. 171) 
 

En otras palabras, el principio de legalidad es un principio fundamental conforme al 

cual todo ejercicio del poder público debe estar sometido a la voluntad de la ley de 

jurisdicción y no a la voluntad de las personas. Paralelamente se podría expresar
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que este principio es la regla de oro del derecho público y que su fundamento y límite 

se basa en las normas jurídicas. 

 

b.2). Principio de lesividad 
 

González (2008) afirma: 
 

Este principio de lesividad o de ofensividad, como se le llama también en doctrina, 

se revela como uno de los fundamentos sobre los cuales, se sustenta el ejercicio del 

derecho   penal,   pero   sobre   todo,  la  efectividad  de   su   carácter   punitivo   o 

sancionatorio. La naturaleza de este principio está directamente  relacionada con la 

finalidad de protección de bienes jurídicos fundamentales,  que se persigue a través 

del derecho penal y que puede resumirse en pocas palabras, pues para identificarlo 

basta con señalar que no existe delito sin daño  y que su intervención solo será legítima, 

cuando  se  constate la afectación  o  lesión   de  un   bien   jurídico   de  naturaleza 

fundamental, ya que cuando no se produzca tal afectación jurídica, el derecho  penal 

no debe intervenir y, si lo hace,   su    actuación devendría en irracional y 

desproporcional. (p. 41) 
 

Este principio consiste en que el delito requiere para ser considerado como tal, requiere 

de la vulneración de un bien jurídico protegido, es decir, que el comportamiento 

constituya un verdadero y real presupuesto de antijuricidad penal (Polaino 2004). 

 

Para el autor Villa (2014) expone: 

El bien jurídico como objeto de protección del derecho penal debe ser lesionado 

o puesto en peligro para que, conforme el principio de lesividad, el derecho 

penal intervenga. No es suficiente entonces con que exista oposición entre la 

conducta y la norma penal, es necesario la lesión o puesta en peligro del bien 

jurídico  concreto  cuya  protección  le  ha  sido encargada al catálogo de la 

parte especial del código pues nullum crimen sine iniurian (p.140). 

Según la postura de Trejo (1995): “ el principio de lesividad es quien se encarga 

de  limitar  la  persecución  penal  a  hechos  que  en  verdad  lesionen  o  pongan  en 

peligro significativamente un bien jurídico” (p. 91) 

Nuestro Código inicia su contenido normativo con la regulación de un título 

preliminar incorporando una serie de pautas rectoras, principios 

constitucionales y penales que  desde una  perspectiva  histórica,  cultural  e 

ideológica deben  orientar  la  actividad  legislativa y la praxis judicial en el 

campo del derecho penal. Se recoge en nuestra legislación penal el llamado 

“principio de lesividad”. Según la doctrina nacional, tal   principio cumple 

una función relevante dentro de un Estado social y Democrático de  Derecho 

ya que: ― (…) comprende las siguientes consecuencias: Primera, todos los 

preceptos penales deberán  por principio, proteger bienes jurídicos. Pero tal
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protección se debe entender que actúa ante la puesta en peligro o lesión del bien 

jurídico. Segunda,   un Estado no puede pretender  imponer una moral, una 

política o una religión,  ya que   esto  depende  de  una  función  libre  del 

ciudadano  (…). Tercera, debido a que  la  potestad punitiva del Estado debe 

estar al servicio de la mayoría de los ciudadanos, se debe tutelar intereses 

que pretendan toda la sociedad y no un grupo determinado.  (Villavicencio, 

2006, p. 96) 
 

Se puede agregar que en los delitos de peligro, el legislador, de acuerdo con la 

experiencia y el nivel de los conocimientos científicos, considera que determinados 

comportamientos son idóneos para perjudicar viene jurídicos. 

 
 

b.3). Principio de culpabilidad penal 
 

Este principio indica que sí es cierto que se necesita una vinculación del hecho con 

el autor, también es cierto que esa vinculación tiene un límite que es el principio 

de proporcionalidad regulado en el artículo VII del Título Preliminar en el sentido que 

debe sancionarse en función de la gravedad del injusto cometido. (Reátegui, 2014) 

 

Por su parte para Villa (2014) refiere que la garantía del derecho penal que se repriman 

solo  conductas infractoras de la  norma  y   no  personalidades,  creencias,  valores, 

intereses, actitudes, modos de vida, o resultados producidos, con independencia de 

comportamiento responsable alguno. No cabe conforme el principio que nos ocupa, 

imponer una pena que no se corresponde con la verdadera responsabilidad del agente 

(p.143). 

 

El derecho penal de culpabilidad por el acto significa que un concreto quebrantamiento 

o infracción de una norma, que produce un resultado lesivo (muerte de una persona, 

el perjuicio de la Hacienda Pública), es imputable al autor culpable, y demás en la 

medida de su culpabilidad. En otras palabras, exige un derecho penal de acto en 

contraposición de sancionar la manera de ser o la personalidad. (Reátegui, 2014) 

 

Karl (Citado por Fernández, 1993) sería el primer expositor en utilizar el concepto 

de culpabilidad dentro de un sistema penal cerrado; suyas son las siguientes palabras: 

"la culpabilidad del sujeto que actúa es necesaria en todo crimen: dolo e imprudencia 

(…)". Como se ha dicho, el principio de culpabilidad penal no sólo se basa en poner
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en peligro los bienes jurídicos sino se basa en la responsabilidad penal, donde se 

exige que haiga culpa o dolo del autor, para que exista ilícito penal. 

b.4). Principio de proporcionalidad de la pena 
 

Castillo (2003) sostiene que la proporcionalidad de la pena: 
 

 

Es un principio que compara dos magnitudes: medio y  fin. El principio  de 

proporcionalidad,   entendido en sentido amplio, exige   que las medidas 

restrictivas de derechos "se encuentren previstas en la ley y que sean necesarias 

para alcanzar los fines legítimos previstos en una sociedad democrática. Este 

principio tiene dos  clases de exigencias: unas extrínsecas y otras intrínsecas. 

Son externas al contenido de las medidas, el que sólo los órganos judiciales 

(requisito subjetivo de judicialidad), son los constitucionalmente llamados a 

garantizar, de forma inmediata, la eficacia de los derechos, y a su juicio queda 

la decisión en torno a la proporcionalidad de las medidas limitativas de los 

mismos;  y el  de  la  motivación,  requisito  formal  en  virtud  del  cual  las 

resoluciones deben estar debidamente razonadas y fundamentadas, lo que es 

una consecuencia obvia de la asunción constitucional del modelo de Estado 

social y democrático de Derecho. (p. 102) 

Para Villa (2014) sostiene que este principio del equilibrio y prudencia que debe existir 

entre la magnitud del hecho  y la pena  que le  debe correspondiente el autor. La 

proporcionalidad debe fijar el punto en que la pena sea necesaria y suficiente a 

la culpabilidad del autor aunque con sujeción a La importancia de la norma protectora, 

o mismo que a la magnitud del daño, no teniendo cabida criterios de retribución 

talional o de venganza (p.144). 

Por su parte Villavicencio (2013) afirma que el principio de proporcionalidad de la 

pena consiste en la búsqueda de un equilibrio entre el poder penal del Estado, la 

sociedad y el imputado. Constituye un principio básico respecto de toda intervención 

gravosa de este poder, directamente a partir del principio del Estado de derecho. La 

pena no sobrepasa la responsabilidad por el hecho. 

Para Maurach (citado por Villavicencio, 2006) también llamado prohibición en 

exceso, consiste en la búsqueda de un equilibrio entre el poder penal del estado, la 

sociedad y el imputado. Contribuye un principio respecto a toda intervención gravosa 

de este poder directamente a partir del Estado de Derecho.
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Sumarriva (2004) sostiene que: 
 

Es denominado también principio de prohibición del exceso. Este principio 

implica  que la pena debe ser adecuada al fin del derecho penal que es la 

protección de bienes jurídicos  y el respeto a la dignidad. La pena no debe 

sobrepasar   las exigencias de necesidad;  debemos  tener  presente  que  la 

reacción punitiva es la última ratio: a ella se recurre cuando por los medios no 

penales no se puede garantizar la eficacia del orden jurídico. Entre los criterios 

de proporcionalidad que utilizan los jueces se encuentran: la importancia del bien 

jurídico, la gravedad de la lesión, el impacto social, los medios de comisión 

ilícita, el grado de ejecución del hecho punible, las condiciones personales, el 

comportamiento  de   la  víctima,   entre  otros.   El  juez,  al  momento   de 

determinar la pena, debe realizar un proceso de compensación racional entre 

factores atenuantes y agravantes. (p. 89) 

En breve, el principio de proporcionalidad de la pena responde a la idea de impedir 

una utilización desmedida de las sanciones, siendo este principio la pieza clave 

para que exista un equilibrio entre la necesidad de mantener y respetar el orden 

social. 

 

b.5). Principio acusatorio 
 

Castañeda (2014) sostiene, ―el principio acusatorio establece la repartición de tareas 

en el proceso penal: el juzgamiento recae en el Juez Penal  y la acusación en el 

Ministerio Público; es por ello que no puede haber juicio sin acusación.‖ 

Asimismo Abad Liceras (citado por Espinoza, s.f.) define: 
 

Este  principio como  aquél consistente en que  para que se abra un proceso y se 

dicte sentencia, es preciso que exista una acusación formulada por el Ministerio 

Público (El Fiscal)….que sean distintas las funciones de acusar u de juzgar. Ambas 

son funciones públicas, pero en virtud del principio acusatorio, el Estado no puede 

acusar y juzgar al mismo tiempo a través de sus órganos y funcionarios....debe existir 

una dicotomía entre el ente acusador (Ministerio Público) y el Jurisdiccional, con el 

fin de que se brinden las garantías necesarias al desarrollarse el proceso penal; siendo 

estas garantías la oralidad del proceso, publicidad del procedimiento y la igualad de 

las partes. 

Así pues, Frisancho (2007) señala lo siguiente: 
 

Conforme al principio acusatorio, la distribución de los poderes de persecución 

penal y, por ello, de las funciones asociadas a su ejercicio, implica una triple 

separación entre las  funciones de investigación, acusación y enjuiciamiento. 

En su núcleo básico, el principio acusatorio impone una distribución de los 

poderes que se despliegan en la etapa del juicio, impidiendo que quien acusa
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y juzga sea una misma persona. Para este cometido, el principio acusatorio 

exige la presencia de un acusador (Fiscal), que sostiene la acusación, y de un 

Juez (unipersonal o colegiado), que decide sobre   ella   (nemo   iudex   sine 

acusatore) (p.537) 

Es necesario tener presente que el principio acusatorio no supone – como bien resalta 

Pérez Morales – una manifestación penal del principio del proceso civil, ―el que la 

parte 

–  insiste  la  mencionada autora  –  tenga  derecho  a acusar no  implica  ni  que 

pueda  disponer  del contenido de la acusación ni que pueda delimitar la misma ni 

tampoco que  su voluntad particular deba primar sobre la realidad de los hechos‖ 

(Pérez, 2002) 

Para Bovino (2005), el principio acusatorio es: 
 

“el desdoblamiento, de las funciones de perseguir y de juzgar en dos órganos 

estatales diferentes. El principio acusatorio no sería suficiente para separar los 

roles persecutorios y decisorios, sino se asegura una efectiva separación entre 

el  Ministerio  Público  y Poder  Judicial,  así  se  mantiene  el  principio de 

oficialidad, pero juez y acusador no son la misma persona”. (p. 37) 

El proceso acusatorio, consiste en unir las ventajas de la persecución penal estatal 

con las del proceso acusatorio que consisten, precisamente en que juez y acusador no 

son la misma persona. 

b.6). Principio de correlación entre acusación y sentencia 
 

Existe incongruencia cuando existe un desajuste entre el fallo judicial y los términos 

en que el Ministerio Público ha planteado el debate procesal o cuando no se deciden 

todos los  puntos  objeto  del  debate,  ni  se  da  respuesta  a  las  alegaciones  de  las 

partes.(Exp. Nº 07022 -2006 -AA/TC) 

El principio de congruencia forma parte del contenido constitucionalmente protegido 

del derecho a la motivación de las decisiones judiciales y garantiza que el juzgador 

resuelva  cada caso concreto sin omitir, alterar o exceder las pretensiones formuladas 

por las partes. Sin embargo, no se trata de un principio absoluto puesto que deberá ser 

razonablemente ponderado de acuerdo con el principio iura nóvit curia (Exp. Nº 

07022 -2006 -AA/TC) Según el Acuerdo Plenario N° 4-2007/CJ-116 (2007), afirma: 

El principio de correlación entre acusación y sentencia, que exige que el Tribunal 

se  pronuncie cumplidamente acerca de la acción u omisión punible descrita en la 

acusación     fiscal –artículos 273° y   263° del Código Ritual-, es de observancia 

obligatoria;  el  término  de  comparación,  a  efectos  de  congruencia  procesal,  se
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establece, entonces, entre la acusación oral, que es el verdadero instrumento procesal 

de la acusación, y la sentencia que contendrá los hechos que se declaren probados 

y  la  calificación jurídica e impondrá la sanción penal correspondiente. En caso de 

incumplimiento  la  sentencia  incurre  en causal de nulidad insanable con arreglo al 

artículo 298°, literal   3), del   Código de Procedimientos Penales. Ratifica esa 

prescripción el apartado uno del artículo 285°- A del citado Código, introducido por 

el Decreto Legislativo número 959, que estatuye que el Tribunal en la sentencia que 

profiera no podrá sobrepasar -aunque sí, degradar el hecho y las circunstancias  – 

jurídicamente relevantes- fijadas en la acusación y materia del auto de enjuiciamiento 

o, en su caso, de la acusación complementaria (Sección de Fundamentos Jurídicos, 

párr. 8). [Regulado en el Artículo 397° del Nuevo Código Procesal Penal]. 

En definitiva, el principio de correlación entre acusación y sentencias, surge ya que es   

imprescindible distinguir   entre   las   exigencias   que   derivan   del principio 

acusatorio y aquellas que lo hacen del de contradicción, siendo que emerge de los 

mandatos constitucionales, para que exista una contradicción sobre el acto acusatorio, 

y se cumpla con el debido proceso. 

 

b.7). Finalidad del proceso penal 
 

Armenta (citado por Rosas, 2015) refiere que la finalidad en el proceso penal tiene 

una serie de fines del proceso penal, sostiene que el fin fundamental del proceso penal 

es la  actuación del ius puniendi estatal, que obedece o proviene esencialmente de la 

atribución exclusiva al Estado la facultad de imponer penas: el Estado tiene la facultad 

pero también  el deber, de castigar las conductas delictivas de las que tenga 

conocimiento; y la facultad- deber solo pueden ejercitarlo los jueces y tribunales a 

través del proceso penal. 

Hay  que tener en cuenta, en todo caso, que el ejercicio de esa facultad-deber,  por 

definición, ha de quedar sujeto al principio de legalidad o necesidad; en tanto por 

otro  lado,  su  carácter  público  lo  convierte  en  indisponible  para  su titular,  el 

Estado. Agrega esa autora, que además de esa finalidad de actuación del ius puniendi, 

se reconoce, sobre  todo desde tiempos relativamente recientes, otros dos fines del 

proceso  penal;  la  protección a la víctima del delito y la rehabilitación reinserción 

social del delincuente. Por su parte Cafferata (citado por Rosas ,2015) expone: 

El proceso penal no se lleva a cabo porque cometió un delito, sino para permitir que
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los órganos de la acusación de muestren ante los tribunales de justicia, y en las 

condiciones de garantías constitucionales preestablecidas, que un delito en realidad y 

probablemente se cometió y en caso afirmativo, se disponga la aplicación por su parte 

de los tribunales, de la sanción prevista por la ley penal el responsable. El imputado 

no deberá probar su inocencia o circunstancia existentes o atenuantes de culpabilidad, 

pero podrá hacerlo, por lo que esta posibilidad también debe ser considerada como uno 

de los fines del proceso. Finalmente Ore (citado por Rosas, 2015) expresa que el 

proceso penal procura alcanzar diversos fines que pueden clasificarse en dos 

categorías: 

1.    El  fin  general  del  proceso  penal se identifica con  aquel  objetivo  remoto 

que persigue todo proceso; la resolución de conflictos. 

2.    El fin específico del proceso penal, de otro lado se identifica con la aplicación 

de la ley penal al caso concreto. En efecto todo proceso penal sirve esencialmente 

para la  actuación, en un caso particular de la ley penal sustantiva, la cual no 

contiene más que previsiones abstractas. 

 

Al respecto la jurisprudencia menciona: 
 

— (...) el proceso penal tiene por finalidad, alcanzar la verdad concreta y enervar 

la presunción de inocencia que ampara al justiciable a tenor del artículo 2° numeral 

24, literal e) de la Constitución Política del Perú, evaluándose los medios probatorios 

acopiados que, a fin de probar la comisión o no del delito instruido y la responsabilidad 

penal del procesado‖ (Caro, 2007, p. 533). 

Al respecto Guillén (2001), menciona que: 
 

Es descubrir la verdad sobre la comisión del delito, determinar la responsabilidad de 

su  autor, aplicar la pena prevista en el Código Penal y restablecer el orden  social; 

se considera que el fin principal del Derecho Procesal Penal es la represión del  hecho 

punible  mediante  la  imposición  de  la  pena  prevista en  el  Código Penal;  y así, 

restablecer en su integridad el orden social y como un fin secundario alcanzar la 

reparación del daño y la indemnización del perjuicio (P. 38). 

 

 
Clases de proceso penal 

 

Antes de la vigencia del Nuevo Código Procesal Penal El proceso penal sumario 
 

A.        Concepto
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Al proceso penal sumario lo podemos conceptualizarlo como aquel donde el Juez 

Penal investido de la potestad jurisdiccional plena desdobla sus funciones en investigar 

y la de fallar en un caso concreto puesto a su conocimiento en el plazo investigatorio 

establecido por ley, recurriendo supletoriamente a las reglas del proceso penal ordinario 

(Rosas, 2005, p. 543). 

Para Peña (2013) sostiene que el proceso penal cuenta con una única de instrucción. 

El plazo de instrucción es de sesenta días el cual podrá prorrogarse por no más de 

treinta días si el juez penal lo considera necesario o a solicitud del fiscal provincial 

(art. 3 del Dec. Leg. N 124), cuando se estime que no se ha logrado alcanzar los fines 

propuestos en el mismo (p. 205). 

B.         Regulación 
 

Se encuentra regulado en el Decreto Legislativo N° 124. 
 
 

Artículo 1.- Los Jueces de Primera Instancia en lo Penal conocerán en juicio sumario 

y sentenciarán  con  arreglo  al  presente  Decreto Legislativo  los  delitos  tipificados 

por el Código Penal y leyes especiales que se precisan en el artículo siguiente. En los 

casos de concurso de delitos, donde alguno de los cuales sea más grave que los 

comprendidos en la presente Ley, el procedimiento será de acuerdo a los trámites 

del proceso ordinario previstos en el Código de Procedimientos Penales. 

El proceso penal ordinario 
 

A.  Conc 

epto 

 
El proceso penal ordinario peruano vigente, es compatible con los principios 

constitucionales que rigen el proceso penal. El estudio del proceso penal ordinario esta 

estructura en 5 fases procesales claramente identificadas, entre el proceso  penal y  la 

norma    constitucional.    Estas    fases    son:    la    investigación    preliminar,    la 

instrucción judicial, la fase intermedia, el juicio oral, y la fase impugnativa (Burgos, 

2002). 
 

B.         Regulación 
 

Este proceso penal ordinario o esquema básico del proceso penal es el que 

regula el C.  de P.P. y se desarrolla en dos etapas: la instrucción o periodo 

investigatorio y el juicio,  que se realiza en instancia única (art. 1° del C. De
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P.P.) (Rosas, 2005, p. 458)  Características del proceso penal sumario y 

ordinario 

Calderón y Águila (2011) expresan: la base legal del proceso penal sumario es el D. 

L. N° 124; solo presenta una etapa de instrucción; el plazo de la instrucción es de 60 

días prorrogables a 30 días, los actos del fiscal (en este caso provincial) son formalizar 

la denuncia y realizar la acusación; los actos del órgano jurisdiccional, el juez penal, 

son el auto de apertura de instrucción y la sentencia; los autos se ponen a disposición 

de las partes después de la acusación (10 días); sólo se da lectura a la sentencia 

condenatoria, como recurso se tiene a la apelación; las instancias son el juez penal 

y la sala penal superior. 

Calderón y Águila (2011) expresan: la base legal del proceso penal ordinario es C.de 

PP. 1940; sus etapas son la instrucción, actos preparatorios y el juicio oral; el plazo 

de la instrucción es de 4 meses prorrogables a 60 días (en casos complejos hasta 

8 meses adicionales); los actos del fiscal provincial son formalizar la denuncia y dar 

el dictamen final, y del fiscal superior es realizar la acusación; los actos del órgano 

jurisdiccional son, en caso del juez penal son el auto de apertura de instrucción y el 

informe final, y de la sala penal es la sentencia; los autos se ponen a disposición 

de las partes después del    informe final   (3 días); se da   lectura   a la sentencia 

condenatoria como a la absolutoria, se tiene el recurso de nulidad; las instancias son 

la sala penal superior y la sala penal suprema. 

Los procesos penales en el Nuevo Código Procesal Penal 
 

A.        El proceso penal común 
 

El proceso común se encuentra regulado en el libro tercero del Código procesal Penal 

del 2004 dividiéndose en tres etapas: la investigación preparatoria, la etapa intermedia 

y   la   etapa del juzgamiento. En este proceso penal  cuya estructura tiene etapas 

diferencias Y cuya finalidad también se distinguen notablemente, este nuevo proceso 

penal y de decisión están claramente definidas, también se lleva a cabo por órganos 

diferentes, cumpliendo cada uno el rol que le corresponde (Rosas, 2015). 

B.         El proceso penal especial 
 

El proceso inmediato es un proceso especial que se lleva a cabo cuando concurre 

una circunstancia extraordinaria que permite abreviar el proceso penal, en este  caso 

no desarrollando las fases de investigación preparatoria e intermedia. Y a  sea  por
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una situación de flagrancia delictiva, por la confesión del imputado o porque, producto 

de las  diligencias  de  investigación  iníciales  o  preliminares  se  han  obtenido los 

elementos   de   convicción  necesarias,  el  fiscal  podrá  requerir  al  juez  de  la 

investigación preparatoria el inicio del proceso inmediato, el que, si es concedido, 

permitirá la formulación de la acusación (Bramont, 1998). 

Identificación del proceso penal en del caso en estudio. 
 

Las sentencias emitidas en el expediente en estudio fueron dadas en un proceso que 

se regía al Nuevo Código Procesal Penal, por lo que el delito de robo agravado tramitó 

en la vía de proceso común. 

 

Los sujetos procesales 
 

El Ministerio Público 

Concepto 
 

El Ministerio Publico es la institución encargada de la defensa de la legalidad y de 

los intereses tutelados por el derecho. Asimismo El Ministerio Publico es el titular 

del ejercicio de la acción penal pública y como tal actúa de oficio, a instancia del 

interesado, por acción popular o por noticia policial (Rosas, 2015). 

Asimismo el fiscal  conduce desde su inicio la investigación del delito. Con   tal 

propósito la policía está obligada a cumplir los mandatos del Ministerio Publico en el 

ámbito de su función (Art. 60, del C. P. P). 

 

El Ministerio Público es el organismo autónomo del Estado que tiene como funciones 

principales la defensa de la legalidad, los derechos ciudadanos y los intereses públicos; 

la representación de la sociedad en juicio, para los efectos de defender a la familia 

a los  menores e incapaces  y el interés social, así como para velar por la moral 

pública;   la   persecución del delito y   la reparación civil. También velará por la 

prevención del delito dentro de las limitaciones que resultan de la presente ley y por 

la independencia de los órganos judiciales y la recta administración de justicia y las 

demás que le señalan la Constitución Política del Perú y el ordenamiento jurídico de 

la Nación (Art. 1°, LOMP., 1981). 

Atribuciones del Ministerio Público 
 

Del mismo modo, el Código Procesal Penal, en su artículo 61° ha establecido   las 

atribuciones y obligaciones del Ministerio Público, siendo dichas atribuciones las 

siguientes:
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1.   El Fiscal actúa en el proceso penal con independencia de criterio. Adecua sus 

actos a un criterio objetivo, rigiéndose únicamente por la Constitución y la Ley, sin 

perjuicio de las directivas o instrucciones de carácter general que emita la Fiscalía 

de la Nación. 

2.   Conduce  la  Investigación  Preparatoria. Practicara  u  ordenará practicar los 

actos de investigación que correspondan, indagando no sólo las circunstancias que 

permitan  comprobar la imputación, sino también las que sirvan para eximir o 

atenuar   la responsabilidad  del  imputado.  Solicitará al  Juez  las  medidas  que 

considere necesarias, cuando corresponda hacerlo. 

3. Interviene permanentemente en todo el desarrollo del proceso. Tiene 

legitimación   para  interponer los recursos y medios de impugnación que la Ley 

establece. 

4.   Está obligado a apartarse del conocimiento de una investigación o proceso 

cuando  esté incurso en las causales de inhibición establecidas en el artículo 53 

(Sánchez, 2013). 

 

El Juez penal Concepto 
 

El juez penal es la persona que ejerce la jurisdicción penal la constitución le confiere 

la facultad decisoria, la facultad de fallo, la exclusiva del órgano jurisdiccional, dirigir 

las etapa procesal del juzgamiento (Cubas, 2015). 

 

Finalmente el  juez  es un funcionario del Estado que ejerce un determinado  poder 

denominado poder jurisdiccional. A ello hacen referencia tanto las teorías objetivas de 

lo jurisdiccional que hacen radicar la esencia de la función en la facultad de solucionar 

un conflicto como las teorías subjetivas de lo jurisdiccional que explican el 

funcionamiento por la potestad de aplicar el derecho al caso concreto (Rosas,2015). 

 

―En el nuevo proceso penal, la figura del juez penal adquiere especial preeminencia 

pues, a diferencia del sistema inquisitivo, garantiza la regularidad del procedimiento 

investigatorio y toma decisiones trascendentes en orden a la protección o limitación 

de los derechos fundamentales de la persona. Carnelutti refiriéndose al juez afirmaba 

que  "no existe un oficio más alto que el suyo ni una dignidad más imponente. Está 

colocado, en el aula, sobre la cátedra;  y merece esta superioridad" (Carnelutti) ‖. 

(Citado por Sánchez, 2009, p. 67).
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También se puede decir que el juez penal es el sujeto procesal investido de 

potestad, de imperio para administrar justicia en materia penal. 

Órganos Jurisdiccionales en materia penal 
 

Para Cubas (2006) los órganos jurisdiccionales en materia penal son: 
 

1.          Las Salas Penales de la Corte Suprema de Justicia de 

la Republica. 
 

2.          Las   Salas   Penales   Superiores   en   los 

Distritos Judiciales. 
 

3.          Los Juzgados Penales 

Provinciales 
 

4.          Los  Juzgados  de 

Paz Letrados. 
 

Juez penal es el órgano jurisdiccional unipersonal, en tanto que la Sala Penal es el 

órgano jurisdiccional colegiado, su función por mandato constitucional es dirigir la 

etapa procesal del juzgamiento. 

A   los   Juzgados   Penales   les   corresponde 

conocer: 
 

1.  Los procesos penales de su competencia, con las facultades y los trámites 

señalados en la ley. 

2.          En grado de apelación los asuntos que resuelven los Juzgados de 

Paz Letrados. 
 

3.   Los demás asuntos que les corresponde conforme a ley. A la Sala Penal 
 

Superior le corresponde: 
 

1.  Los   recursos   de    apelación    de    su 

competencia. 

2.          El    juzgamiento    oral    de    los    procesos 

establecidos por la ley. 
 

3.   Las quejas de derecho y contiendas de competencia promovidas en materia 

penal que les corresponde. 

4.   En primera instancia, los procesos por delitos cometidos en el ejercicio de 

sus funciones, por Jueces y Fiscales Especializados o Mixtos, Jueces de Paz 

Letrados, Jueces de Paz y otros funcionarios señalados por la ley aunque hayan 

cesado  en el cargo. 

5.          Los demás asuntos que correspondan conforme a ley. (pp. 

188 - 189).



41  

 

El imputado Concepto 
 

El imputado es la persona física contra quien se dirige la imputación sindicándolo 

como participe en la comisión del delito. Con ese nombre se designa a la persona 

desde el  momento  que  se  abre  la  investigación  hasta  su  finalización.   El  ser 

imputado  es  una situación  procesal de  una  persona,  situación que  le  otorga  una 

serie de facultades y derechos, y que en modo alguno puede ser de todo imputado 

un culpable porque para decidir esto existen el proceso y el juicio (Cubas, 2015). 

Si bien es cierto el que el imputado puede ser cualquier persona física i 

individual, provista de capacidad de ejercicio, considerando como una participante 

más, pero no objeto del proceso penal. Es el principal protagonista del proceso penal 

(Rosas, 2015). Según, Sánchez (2004), sostiene que: 

Es la persona a quien se le incrimina la comisión de un hecho punible. Es el sujeto 

pasivo  del proceso penal, sometido a investigación  y juicio  y sancionado 

con una pena si  es declarado culpable. Sobre él y sobre los hechos gira el 

proceso penal; es necesaria   su  presencia  para  los  fines  de  la  sentencia 

condenatoria,  pero  no  es  imprescindible  para los  fines del proceso. En tal 

sentido, aun cuando se encontrare presente y se negare  a declarar, el proceso 

penal sigue su curso. (P. 140). 

El imputado es la persona sobre la cual recae la incriminación de un hecho punible 

y la  investigación. También se le puede llamar procesado  y acusado durante la 

etapa  del juzgamiento. Sobre este sujeto procesal gira la relación jurídica aunque su 

presencia no  es indispensable para el inicio y continuación del proceso. Debe ser 

debidamente identificado desde el primer momento de la investigación preliminar. 

También se deben conocer sus datos personales, señas particulares, sus impresiones 

digitales (cuando sea necesario); en caso de negarse a proporcionar dicha información 

o lo hace falsamente, se faculta el empleo de testigos u otros medios útiles para conocer 

de su identidad (Art. 72) (Sánchez, 2004, p. 76). 

 

 

Derechos del imputado 
 

Los derechos del imputado están establecidos en el artículo 71 del Código Procesal 
 

Penal: 
 

1.   El  imputado  puede  hacer  valer  por  sí  mismo,  o  través  de  su  abogado
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defensor,  los derechos  que  la  constitución y las  leyes le  conceden,  desde  el 

inicio   de   las  primeras diligencias de investigación hasta la culminación del 

proceso. 

2.  Los Jueces, los Fiscales o la Policía Nacional deben hacer saber al imputado 

de manera inmediata comprensible, que tiene derechos a: 

a) Conocer los cargos formulados en su contra, y en caso de detención, a que se le 

expresa la causa o motivo de dicha medida, entregándole la orden de detención girada en 

su contra cuando corresponda; b) Designar a la persona o institución a la que debe 

comunicarse su detención y que dicha comunicación se haga en forma inmediata; 

c)  Ser asistido desde los actos iniciales de investigación por un abogado defensor. 

d)   Abstenerse de declarar; y si acepta hacerlo, a que su abogado defensor esté 

presente   en  su  declaración  y en  todas las diligencias en que  se requiere su 

presencia: 

e)  Que no emplee en su contra medios coactivos, intimidatorios o contrarios 

a su dignidad, ni a ser sometido a técnicas o métodos que induzcan o alteren 

su libre voluntad o a sufrir una restricción no autorizada ni permitida por ley; y 

f)  Ser examinado por un médico legista o en su defecto por otro profesional 

de la salud, cuando su estado de salud así lo requiera. 

3.   El cumplimiento de lo prescrito en los numerales anteriores debe constar en 

acta,  ser  firmado por el imputado y la autoridad correspondiente. Si el imputado 

se rehúsa a firmar el acta se hará constar la abstención y se consignara el motivo 

si lo expresare.  Cuando la  negativa se produce en las primeras diligencias de 

investigación, previa  intervención del  fiscal se dejara constancia, de tal hecho en 

el acta. 

4.   Cuando el imputado considera que durante las diligencias preliminares o en 

la  investigación preparatoria no se ha dado cumplimiento a estas disposiciones, 

o que sus derechos no son respetados, o que es objeto de medidas limitativas de 

derechos indebidas  o de requerimientos ilegales, puede acudir en vía de tutela 

al juez de la  investigación preparatoria para que subsane la omisión o dicte las 

medidas  de   corrección o de   protección  que  correspondan.  La  solicitud  del 

imputado se resolverá inmediatamente,  previa constatación de los hechos y 

realización de una audiencia con intervención de las partes (Sánchez, 2013).
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El abogado defensor Concepto 
 

Por su parte Rosas (2015) refiere que: 
 

―El abogado es el que ejerce permanentemente la abogacía, es decir el que emplea 

sus conocimientos del Derecho en pedir justicia ante quienes haya de otorgarla o 

discernirla. Como se ve es una profesión y no un título académico‖ (p.481). 

Dentro del principio constitucional del derecho a la defensa, nos encontramos con 

un  elemento importante cual es el abogado defensor. Este constituye el  asistente 

técnico del imputado, que puede ser de confianza o formal, según sea un abogado de 

libre elección o uno de oficio. Este aspecto está regulado por el artículo 80 de CPP 

al establecer ―El Servicio Nacional de la Defensa de Oficio, a cargo del Ministerio 

de Justicia, proveerá la defensa gratuita a todos aquellos que dentro del proceso penal, 

por sus escasos recursos  no puedan designar abogado defensor de sus elección, o 

cuando resulte indispensable el nombramiento de un abogado defensor de oficio  para 

garantizar la legalidad de una diligencia y el debido proceso (Cubas, 2015). 

Si bien es cierto el abogado es el que ejerce permanentemente la abogacía, es decir el 

que emplea sus conocimientos del Derecho en pedir justicia ante quienes haya de 

otorgarla o discernirla. Como se ve es una profesión y no un título académico (Rosas, 

2015). 
 

Requisitos, impedimentos, deberes y derechos 
 

Según Cubas (2015) expone que: 
 

Los requisitos para patrocinar son los siguientes: 
 

1.   Tener título de abogado. 
 

2.          Hallarse en ejercicio de sus derechos civiles. 
 

3.   Tener  inscrito  el  Título  Profesional  en  un  colegio  de  abogados.   Los 

impedimentos son: 
 

1.   Ha sido suspendido en el ejercicio de la abogacía por resolución judicial 

firme. 
 

2.    Ha sido suspendido en el ejercicio por medida disciplinaria del Colegio de 

Abogados en  donde  se  encuentra  inscrito,  o  no  se  halle  hábil  conforme  al 

estatuto del respectivo colegio. 

3.          Ha sido inhabilitado para ejercer la abogacía por sentencia 

judicial firme; 
 

4.   Ha sufrido destitución de cargo judicial o público, en los cinco años
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siguientes  a la aplicación de la sanción. 
 

5.   Se encuentre sufriendo pena privativa de la libertad impuesta por sentencia 

judicial condenatoria firme. 

Los deberes del abogado son: 

1.   Actuar  como  servidor  de  la  Justicia  y como  colaborador  de  los 

Magistrados. 
 

2.   Patrocinar con sujeción a los principios de lealtad, probidad, veracidad, 

honradez y buena fe. 

3.   Defender con sujeción a las leyes, la verdad de los hechos y las normas del 
 

Código de Ética Profesional. 
 

4.          Guardar el secreto 

profesional. 
 

5.   Actuar con moderación y guardar el debido respeto en sus intervenciones 

y en  los escritos que autorice. 

6.    Desempeñar diligentemente el cargo de defensor de oficio, herencia y ausentes, 

para el que se le ha designado. 

7.     Instruir y exhortar a sus clientes para que acaten las indicaciones de los 

Magistrados  y guarden el debido respeto a los mismos y a todas las personas 

que intervengan en el proceso. 

8.          Cumplir fielmente las obligaciones asumidas con su cliente. 
 

9.    Abstenerse de promover la difusión pública de aspectos reservados del proceso 

aún no resuelto, en que intervenga. 

10.  Consignar en todos los escritos que presenten en un proceso su nombre 

en  caracteres  legibles y el número de su registro en el Colegio de Abogados, y su 

firma en  los originales, sin cuyos requisitos no se acepta el escrito. 

11.      Denunciar a las personas que incurran en el ejercicio ilegal de 

la abogacía. 
 

12.  Ejercer obligatoriamente, cuando menos una defensa gratuita al año, según 

el  reporte  que  realizase  el  respectivo Colegio  de  Abogados,  de  conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 289º de esta ley. 

Los derechos del defensor: 
 

1.   Defender con independencia a quienes se lo soliciten en cualquier etapa del 

proceso; 
 

2.          Concertar libremente  sus honorarios
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profesionales. 
 

3.          Renunciar o negarse a prestar defensa por criterio de 

conciencia. 
 

4.          Exigir  el  cumplimiento  de  la 

defensa cautiva. 
 

5.   Informar verbalmente o por escrito en todo proceso judicial, antes que se 

ponga fin a la instancia. 

6.   Exigir el cumplimiento del horario del Despacho Judicial y de las 

diligencias o actos procesales. 

7.   Ser atendido personalmente por los Magistrados, cuando así lo 

requiera el  ejercicio de su patrocinio. 

8.          Recibir de toda autoridad el trato que corresponde a su función 

(pp. 251-256). 
 
 

El defensor de oficio 
 

La defensa de oficio en los países de la región de Latinoamérica se ha desarrollado de 

un modo muy pasivo, más al servicio de la formalidad de la justicia que a la defensa 

del procesado, lo que se ha traducido en que no haya una verdadera igualdad de armas 

entre el defensor y el fiscal acusador (Cubas, 2015). 

El agraviado Concepto 
 

Es la persona que ha sufrido el daño o ha sido lesionada. Esta lesión afecta lógicamente 

al bien jurídico protegido en la víctima, la víctima es la que ha soportado el actuar 

del agente en la comisión de un determinado delito (Rosas, 2015). 

La víctima es una persona física que haya sufrido un perjuicio en especial lesiones 

físicas o  mentales,  daños  emocionales  o  en  perjuicio  económico  directamente 

causado  por  el   acto  u  omisión  que  infrinja la legislación penal  de  un  Estado 

(Cubas,2015). 

Intervención del agraviado en el proceso 
 

El agraviado puede limitarse a esperar que la sentencia fije el monto de la reparación 

para cobrarlo si lo considera conveniente ya que no puede ser obligado a ello o puede 

participar activamente en el desarrollo del proceso para esto es necesario que se 

constituya en actor civil (Cubas, 2015, p.277). 

2.2.1.7.5.3. Constitución en parte civil 
 

La intervención del agraviado cuando se constituye en actor civil en el proceso penal
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solo estará  limitada a  la acción  preparatorias está previsto  por  el  articulo  98  al 

establecer que: la acción preparatoria en el proceso penal solo podrá ser ejercitada 

por quien resulte perjudicado por el delito, es decir, por quien según la ley civil 

este  legitimado  para reclamar la reparación  y en su caso los  daños  y perjuicios 

producidos por el delito (Cubas, 2015, p.279). 

 

Las medidas coercitivas Concepto 
 

Gimeno (citado por Cubas, 2015) nos expresa que las medidas coercitivas se debe 

entender las resoluciones motivadas del órgano jurisdiccional que puede adoptarse 

contra el presunto responsable de la acción delictuosa como consecuencia de un 

lado  del surgimiento de su calidad de imputado  y  por  el  otro de  su ocultación 

personal  o patrimonial en el curso de un procedimiento penal por las que se limita 

provisionalmente la libertad o la libre disposición de sus bienes con el fin de garantizar 

los efectos penales y civiles de la sentencia. 

Principios para su aplicación 
 

La aplicación de las medidas coercitivas debe guiarse por preceptos generales, esto está   

referido  a los  principios rectores  o  informadores de  la normativa  y   a las 

finalidades que han de perseguirse con la adopción de estas medidas, ya que con 

ellas se limita los derechos el individuo (Neyra, 2010). 

Principio de necesidad 
 

Las  medidas  coercitivas  se impondrán  cuando absolutamente indispensables  para 

asegurar la averiguación de la verdad, el desarrollo de procedimiento y la aplicación 

de la ley. La comprobación ,en cada caso, de la necesidad e imponerlas luego de 

u n cuidadoso examen, al margen de un mero trámite formal o burocrático: debiendo 

tener siempre presente que toda persona goza de la presunción de inocencia, es decir, 

que es  considerada  inocente  mientras  no  se  haya  declarado  judicialmente  su 

responsabilidad (Cubas,2015, p.430). 

Principio de proporcionalidad 
 

La aplicación de las medidas coercitivas tiene que ceñirse a determinadas reglas, 

sus efectos no deben exceder la finalidad perseguida por la ley. La medida de precaución 

debe ser  proporcional al  peligro que  se  trata de prevenir,  Es  decir,  una medida 

coercitiva tiene que ser proporcional con la necesidad o intereses principal de la 

finalidad del proceso, que es su razón de ser (Cubas, 2015, p. 429).
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Principio de legalidad 
 

Según este principio solo serán aplicables las medidas coercitivas establecidas 

expresamente en la ley en forma y por tiempo señalado en ella. Tratándose de un 

derecho fundamental de la persona, como la libertad que se vería afectado por la 

coerción durante la prosecución de un proceso, es imprescindible tener en cuenta el 

mandato constitucional contenido en el párrafo b) del inciso 24 del artículo 2° (Cubas, 

2015, p.429). 
 

Principio de prueba suficiente 
 

Para  imponer  cualquier  medida  coercitiva  se  exige  determinar  base  probatoria 

respecto de la vinculación del imputado con el hecho punible y la necesidad cautelar. 

Opera  también en concordancia con el principio de proporcionalidad, luego  cuando 

más grave sea la medida coercitiva será mayor la exigencia del elemento probatorio 

que  acredite  la necesidad  de  su  aplicación.  Este  principio  lo  recoge  el  vigente 

artículo 253° del CPP ° (Cubas, 2015, p.429). 

 

Principio de provisionalidad 
 

Las medidas coercitivas por su naturaleza son provisionales, ninguna tiene carácter 

definitivo  o   duración  indeterminada.  El   carácter  instrumental   de  las  medidas 

coercitivas las hace provisorias en tanto están sometidas al ´proceso, a su progreso y a 

cualquiera de sus formas de culminación, puede extinguirse o modificarse por otra, 

según el avance del proceso. Es decir una determinada medida de coerción tiene su 

justificación en tanto subsistan las razones que le dieron lugar. En este principio está 

basada la duración de los plazos de cada una de las medidas fe coerción personal y 

especialmente los plazos de la prisión preventiva (Cubas, 2015, p.430). 

Clasificación de las medidas coercitivas Las medidas de naturaleza personal 

a) Detención 

De acuerdo con la norma constitucional ―Nadie puede ser detenido sino por mandato 
 

escrito y motivado del juez o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito 

(art.2, ap.24º f). La disposición que comentamos desarrolla la detención por delito 

flagrante (…) (Sánchez, 2013). 

El Código penal en su artículo 259 establece: 
 

La Policía Nacional del Perú detiene, sin mandato judicial, a quien sorprenda en 

flagrante delito. Existe flagrancia cuando:
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1.   el agente es descubierto en la realización del hecho 

punible 
 

2.          el agente acaba de cometer el hecho punible y es descubierto 
 

3.   el agente ha huido y ha sido identificado durante o inmediatamente después 

de  la perpetración del hecho punible, sea por el agraviado o por otra persona que 

haya presenciado el hecho (…) y es encontrado dentro de las veinticuatro horas 

de  producido el hecho punible. 

4. el agente es encontrado dentro de las veinticuatro horas después de la perpetración 

del delito (…) (Sánchez, 2013). 

b)         La prisión preventiva 
 

La prisión preventiva es la medida de coerción personal de mayor gravedad que importa 

la privación del imputado mientras dure el proceso penal o hasta que se cumpla el plazo 

o se varié por otra medida (…) (Sánchez, 2013). 

Asimismo la prisión preventiva no es indeterminada, dura hasta nueve meses. En 

casos  complejos el plazo límite no podrá ser mayor a dieciocho meses; el proceso es El 

Art. 293 del Código Procesal Penal menciona los presupuestos para que el juez de 

investigación preparatoria pueda ordenar la internación preventiva del imputado en un 

establecimiento psiquiátrico (Sánchez, 2013). 

d)         La comparecencia 
 

La comparecencia es la medida de coerción personal de menor intensidad que la prisión 

preventiva y que, igualmente, tiene por finalidad asegurar la presencia del imputado 

a  las diligencias  judiciales  pero  en  donde  los  delitos  no  son  estimados graves o 

siéndolos no satisfacen los requisitos para imponer mandato de prisión. En tal sentido, 

el imputado se encuentra  en libertad, pero  obligación  a  cumplir con determinadas 

reglas impuestas por el  Juez.  Este  título  regula  las  distintas manifestaciones de la 

comparecencia simple o con  restricciones (…) (Sánchez, 2013). El código procesal 

penal establece: Artículo 286: la comparecencia 

1.    El juez de investigación preparatoria dictará mandato de comparecencia simple 

si  el fiscal no solicita prisión preventiva al término del plazo previsto en el artículo 

266. 
 

2.     También lo hará cuando, de mediar requerimiento Fiscal, no concurran los 

presupuestos materiales previstos en el artículo 268. 

En los supuestos anteriores, el fiscal y el juez de la investigación preparatoria deben
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motivar los fundamentos de hecho y de derecho que sustenten su decisión (Sánchez, 
 

2013, p.280). 
 

Artículo 288. Las restricciones 
 

1.    La  obligación  de  someterse  al  cuidado  y  vigilancia  de  una  persona  o 

institución determinada, quien informara periódicamente en los plazos designados. 

 

2.     La obligación de no ausentarse del lugar donde reside, de no concurrir a 

determinados lugares, o de presentarse a la autoridad en los días que se fijen. 

3.     La prohibición de comunicarse con personas determinadas, siempre que no 

afecte el derecho de defensa. 

4.    La prestación de una caución económica, si las posibilidades del imputado 

lo   permiten.  La caución podrá ser sustituida por una fianza personal idónea y 

suficiente  (Sánchez, 2013, p. 282). 

Artículo 291. Comparecencia simple 
 

1.    El juez prescindirá de las restricciones previstas en el artículo 288, cuando 

el  hecho  punible denunciado este penado con una sanción leve o los actos de 

investigación aportados no lo justifiquen. 

2.    La infracción de la comparecencia, en los casos en que el imputado sea citado 

para su declaración o ara otra diligencia, determinara la orden de ser conducido 

compulsivamente por la policía (Sánchez, 2013, p. 286). 

e)         El impedimento de salida 
 

El impedimento de salida del país o localidad que se fije al imputado constituye 

otra medida restrictiva de derecho al libre tránsito, que se determina cuando resulte 

indispensable para la investigación del delito y la pena tenga una previsión mayor a 

tres  años de privación. Se pretende asegurar la presencia del imputado en el proceso 

penal para efectos de las diligencias a realizar, así como para evitar la posibilidad de 

fuga; en cualquier caso, el impedimento de salida debe estar debidamente justificado y 

por tiempo que señala la ley (Sánchez, 2013, p. 289). 

El impedimento de salida se encuentra regula en el artículo 295 del Código Procesal 
 

Penal, que establece cuando el fiscal puede solicitar esta medida coercitiva (Sánchez, 
 

2013). 
 

f)          Suspensión preventiva de derechos 
 

La suspensión           preventiva   de   derechos   aparece   como   medida   de
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coerción complementaria a las ya existentes para los casos en donde se investigue 

o juzgue delitos previstos con pena de inhabilitación, sea como pena principal o 

accesoria, o  como dice el legislador, cuando resulte necesaria para evitar la 

reiteración delictiva.  Los delitos en referencia pueden ser de distinta índole, pero, 

principalmente, son  los delitos que incurran los funcionarios públicos (…) 

(Sánchez, 2013, p. 290). Está regulada en el artículo 297 del Código Procesal Penal 

que establece los requisitos y en el artículo 298 del mismo cuerpo legal que 

establecen las medidas de suspensión  de derechos que pueden imponerse. (Sánchez, 

2013). 
 

Las medidas de naturaleza real 
 

a)         El embargo 
 

(…) el embargo, es la medida de coerción patrimonial que se adopta contra el imputado 

(y tercero  Civil) a  fin de asegurar  la efectividad  del  pago de  la  reparación  civil 

que ocasiona la conducta delictiva (Sánchez, 2013, p. 293). 

El Código Procesal Penal en el artículo 302 establece: 
 

En el curso de las primeras diligencias y durante la investigación preparatoria el Fiscal, 

de oficio o a solicitud de parte, indagara sobre los bienes libres o derechos embargables 

al imputado y al tercero civil, a fin de asegurar la efectividad de las responsabilidades 

pecuniarias derivadas del delito o el pago de las costas (Sánchez, 2013, p. 293). 

b)         Incautación 
 

Es la da sobe bienes o derechos que se presume que constituyen instrumentos efectos 

o garantías  del  delito y por  tal razón  llegado  el  momento  podrán  ser  objeto  de 

decomiso. Ello  implica que la titularidad de quienes lo  detentan sobre los bienes 

o derechos afectados por la incautación no aparece amparada por el ordenamiento 

jurídico (Cubas, 2015, p.492). 

La prueba Concepto 
 

El derecho a la prueba es reconocido explícitamente como norma rectora por el nuevo 

Código Procesal Penal, cuando en su artículo IX del Título Preliminar señala que 

toda persona tiene derecho a intervenir en la actividad probatoria y a utilizar los 

medios de prueba pertinentes. Si bien el nuevo código solo hace alusión en su título 

preliminar al derecho de las partes a intervenir en la actividad probatoria y a utilizar 

los medios de           prueba pertinentes, ello en modo alguno puede ser interpretado
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de manera restrictiva, sino por el contrario ampliamente, en la medida en que el 

concepto de actividad probatoria comprende no solo la aportación de 7 8 límites 

extrínsecos  límites intrínsecos medios de prueba, sino también la admisión, recepción 

y valoración  de la prueba. Por lo demás, el Tribunal Constitucional se ha encargado 

de delimitar el contenido constitucionalmente protegido del derecho a la prueba 

(Reyna, 2015). El Objeto de la Prueba 

 

Se entiende por objeto de la prueba los hechos que constituyen el contenido mismo de 

la imputación. Es aquello susceptible de ser probado; aquello sobre lo que debe o 

puede recaer la prueba. (Cafferata, 1988) 

El objeto de la prueba puede analizarse en abstracto y en concreto: en abstracto, el 

objeto comprende la determinación de las cosas que pueden probarse, es decir, la 

determinación del requisito de la idoneidad de la comprobación procesal, de la 

aptitud procesal de prueba. En concreto, el objeto comprende la determinación de los 

requisitos del objeto de prueba en relación con un caso particular. (Cafferata, 1988) 

La Valoración de la prueba 

La valoración es la operación intelectual destinada a establecer la eficacia conviccional 

de los elementos de prueba recibidos. Tiende a establecer cuál es su real utilidad para 

los fines de la formación de la convicción en el juez sobre las afirmaciones sobre los 

hechos que dieron origen al proceso. Según FERRER BELTRÁN, el objetivo de la 

valoración es determinar el grado de corroboración que el material probatorio aporta a 

cada una de las posibles hipótesis fácticas en conflicto. (Ferrer, 2007) 

Para GASCÓN ABELLÁN, la valoración de las pruebas es el juicio de aceptabilidad 

de las informaciones aportadas al proceso mediante los medios de prueba. Más 

exactamente, valorar consiste  en evaluar si  esas afirmaciones (en rigor, hipótesis) 

pueden aceptarse como verdaderas. (Gascón, 2004) 

En el sistema de prueba legal o tasada, es la ley la que establece o prefija, de modo 

general, la eficacia conviccional de cada prueba. Esto es, explicita la regla de 

experiencia conforme a la cual se establecerá la credibilidad de una prueba. En este 

sistema la ley señala las condiciones conforme a las cuales el juez debe darse por 

convencido de la existencia de un hecho o circunstancia, y en qué casos no puede 

hacerlo. (Asencio, 2008) La prueba tasada consiste en el establecimiento por parte 

del legislador, y consiguiente imposición al juez, de un conjunto de reglas vinculantes
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mediante  las  cuales  se  limitan los elementos de prueba utilizables para formar la 

convicción; esto es, se establece un de medios probatorios, sancionándose, además, de 

forma previa —en lo que constituye una sustitución de la labor del juez por el propio 

legislador—, el valor que ha de atribuirse a cada instrumento de prueba, así como las 

condiciones y requisitos que han de sucederse  para alcanzar un determinado valor 

absoluto o parcial. (Asencio, 2008) 

 

En el sistema de libre convicción, el juez forma su convicción sobre la base de las 

pruebas, sin sujetarse a reglas jurídicas preestablecidas. Se reconocen dos formas de 

libre convicción: la íntima convicción y la libre convicción o sana crítica. (Gascón, 

2004) 
 

En la libre convicción, la ley no establece regla alguna para la apreciación de las pruebas. 

El juez es libre de convencerse, según su íntimo parecer, de la existencia o inexistencia 

de los hechos de la causa, valorando las pruebas según su leal saber y entender. A 

ésta  debe agregársele otra característica, cual es la inexistencia de la obligación de 

fundamentar las decisiones judiciales. (Gascón, 2004) 

El sistema de la sana crítica o de la apreciación razonada 
 

Por disposición del artículo 393°.2 del nuevo Código Procesal Penal, la valoración 

probatoria  debe, especialmente, respetar  las  reglas de  la  sana  crítica  conforme  a 

los  principios  de  la lógica, las  máximas  de la experiencia y  los  conocimientos 

científicos. En principio, la sana crítica significa libertad para apreciar las pruebas 

de acuerdo con la lógica y las reglas de la experiencia. Implica que en la valoración 

de la prueba el juez adquiere la convicción observando las leyes lógicas del 

pensamiento, en una secuencia razonada y normal de correspondencia entre éstas y 

los hechos motivo de análisis. 

El criterio valorativo está basado en un juicio lógico, en la experiencia y en los hechos 

sometidos a su juzgamiento, y no debe derivar solamente de elementos psicológicos 

desvinculados de la situación fáctica. Más que reglas específicas, los principios de 

la lógica, las máximas de la experiencia y los conocimientos científicos constituyen 

criterios racionales adecuados para que el juez forme su convicción sobre los hechos. 

(Ferrer, 2007) 

Principios de la valoración probatoria Principio de unidad de la prueba 
 

Es preciso distinguir dos grandes fases en la valoración de la prueba: una primera
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que  podemos  denominar  examen  individual de las  pruebas,  y   una  segunda  que 

llamaremos examen global de todos los resultados probatorios. No se trata de una 

mera  cuestión metodológica sino de un mandato del nuevo Código Procesal Penal, 

cuando señala que, para la apreciación de las pruebas, el juez penal procederá primero 

a examinarlas individualmente  y luego  conjuntamente  con las  demás (art. 393°.2). 

(Ferrer, 2007). 

Principio de la comunidad de la prueba 

 
Un en la valoración de las pruebas viene constituido por el examen global de todos 

los resultados probatorios obtenidos en la causa. El juez, tras el análisis de cada una 

de las pruebas  practicadas,  procede a realizar una comparación  entre los  diversos 

resultados  probatorios de los distintos medios de prueba con el objeto de establecer 

un, que se plasmará  en  el  relato  de  hechos  probados. La  necesidad  de  organizar 

de  un  modo coherente los hechos que resulten acreditados por las diversas pruebas, 

sin  contradicciones y de conformidad con la base fáctica empleada para alcanzar el 

efecto  jurídico pretendido por la parte son las finalidades que se persiguen con dicho 

examen  global. (Gascón, 2004) 

El examen global, es decir la confrontación entre todos los resultados probatorios, 

se encuentra sometido al principio de completitud de la valoración de la prueba. Este 

es  un principio  de  orden  racional,  incluso  antes  que  jurídico,  que  exige  que  la 

acreditación de  los hechos objeto del proceso se consiga sobre la base de todas las 

pruebas que hayan sido incorporadas a la causa, y que se hayan revelado esenciales y 

útiles para establecer los hechos de la causa. (Gascón, 2004) 

Principio de la autonomía de la prueba 
 

El  análisis de los medios probatorios requieren un  examen completo, imparcial  y 

correcto  de la prueba, es indispensable un continuo grado de voluntad, para no dejarse 

llevar por  las primeras impresiones, ni aplicar un criterio rigurosamente personal y 

aislado de la  realidad social; en fin, para tener la decisión de suponer las nuevas 

posibilidades de error y tomarse el trabajo de someterlas a una crítica severa (Talavera, 

2009) 
 

 
 

Principio de la carga de la prueba 
 

La carga de la prueba es analizada dentro de un aspecto subjetivo o formal y desde
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un aspecto objetivo o material. Consiste en el deber peculiar y exclusivo de cada una 

de las partes indicar el hecho que se ha de probar y suministrar la prueba de ese hecho, 

afirmando por cada una; vale decir que la prueba de un hecho es asunto de la parte que 

lo afirma. (Talavera, 2009) 

 
Etapas de la valoración de la prueba Valoración individual de la prueba 

 

El  maestro Talavera indica  que la  valoración  individual  de  la prueba se  dirige a 

descubrir y valorar  el  significado de  que  cada  una  de  las  pruebas  practicadas  en 

la causa, se encuentra integrado por un conjunto de actividades racionales; juicio 

de  fiabilidad,  interpretación,  juicio  de verosimilitud,  comparación  de   los  hechos 

alegados con los  resultados probatorios. 

Entre sus sub etapas se tiene: 
 

La apreciación de la prueba 
 

Devis Echandía señala que "por valoración o apreciación de la prueba judicial se 

entiende la operación mental que tiene por fin conocer el mérito o valor de convicción 

que pueda deducirse de su contenido"(Devis, 2002). 

A su vez Paul Paredes indica que: "La apreciación o valoración  es acto del juez 

consistente en medir la eficacia probatoria de cada medio de prueba, o de su conjunto, 

según el precio o valor que le asigna la ley o le otorgue el juez, en relación al grado 

de convicción que permita generar certeza en el juez de la ocurrencia del hecho a 

probar" (Paredes, 2000) 

Juicio de incorporación legal 
 

Según Talavera (2011), en esta etapa se verifica si los medios probatorios han   sido 

incorporados cumpliendo los principios de oralidad,    publicidad, inmediación      y 

contradicción, así como el análisis de la legitimidad del medio de prueba,  debiendo 

establecer su desarrollo y motivación acerca de exclusión probatoria, y la afectación 

de los derechos fundamentales de ser el caso. 

Juicio de fiabilidad probatoria (valoración intrínseca) 
 

La verificación de la concurrencia de los requisitos de cada uno de los medios de prueba 

introducidos en la causa constituye una de las premisas básicas del análisis probatorio 

que influirá posteriormente en el convencimiento del juez. Y por ello cuando exista 

cualquier circunstancia —por ejemplo, la falta de alguno de los requisitos formales o 

materiales de  la prueba— que provoque dudas sobre la credibilidad o fiabilidad de un
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concreto medio de prueba, la motivación deberá incluir una explicación o justificación 

expresa de la decisión del juez de no tomar en cuenta el eventual contenido de la 

prueba debido a la falta de fiabilidad del medio probatorio en que se articule. (Gascón, 

2004) 
 

El juicio de fiabilidad de la prueba atiende principalmente a las características que 

debe  reunir un medio de prueba para cumplir su función, y a la posibilidad de que el 

mismo medio suministre una representación del hecho que sea atendible sin errores y 

sin vicios. Así, por ejemplo, la fiabilidad de una prueba documental exigirá un control 

de su autenticidad, mientras la de una prueba testifical exigirá comprobar que la misma 

cumpla todos los requisitos previstos en la ley. (Gascón, 2004)  Interpretación de la 

prueba 

Como apunta CLIMENT DURÁN, se trata de determinar qué es lo que exactamente 

ha expresado y qué es lo que se ha querido decir mediante la persona o el documento 

que comunica algo al juzgador, como paso ineludiblemente previo a la valoración 

de tal manifestación. Se habla así de interpretación de las pruebas como operación 

previa a su valoración, todo lo cual queda englobado en la genérica apreciación de 

las pruebas. La determinación del significado de los hechos aportados por cada medio 

probatorio  se efectúa  mediante  los  correspondientes  razonamientos  deductivos o 

silogísticos, cuya premisa mayor está integrada por las denominadas, 

―máximas de la experiencia sobre el uso del lenguaje‖, bien se trate del lenguaje 

general, bien de lenguajes correspondientes a ambientes más específicos, bien de giros 

correspondientes a dialectos o idiomas. (Climent, 2005). 

Juicio de verosimilitud (valoración extrínseca) 
 

Una vez determinado el significado de los hechos aportados por cada uno de los medios 

probatorios hechos valer por las  partes, el juzgador ha de entrar ―máximas de la 

experiencia sobre el uso del lenguaje‖ c) El juicio de verosimilitud en el examen de esos 

mismos hechos. Con este fin, tras haber determinado el juzgador el significado de lo 

expuesto por el correspondiente medio probatorio, deberá hacer una valoración sobre 

la verosimilitud de los hechos relatados por el testigo o por el documento, para lo que 

deberá   efectuar    cuantos    razonamientos    deductivos    o    silogismos    precise, 

valiéndose para ello de  la máxima de experiencia que considere más acertada para 

cada caso concreto. (Gascón, 2004)
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Comprobación entre los hechos probados y los hechos alegados 
 

Es el criterio fundamental que preside la selección judicial de los hechos probados 

(Talavera, 2009). En esta etapa, el Juez tiene los hechos alegados inicialmente por 

las   partes  (teoría  del caso  o  alegatos preliminares),  y    los  hechos considerados 

verosímiles, ha de confrontar ambos hechos para determinar si los hechos alegados por 

las partes resultan o no confirmados por los contenidos de los resultados probatorios, 

por lo que los hechos no probados no firmaran parte del tema de la decisión (Talavera, 

2011). 
 

Valoración conjunta de las pruebas individuales 
 

Esta etapa se aplica en relación con el principio de la completitud de la valoración de 

la prueba, siendo que, el Juez, tras el análisis de cada una de las pruebas practicadas, 

procede a realizar una comparación entre los diversos resultados probados, con el objeto 

de establecer   una   base fáctica organizada de   modo coherente, sin contradicciones 

para sobre ello aplicar el juicio jurídico pretendido por las partes. (Gascón, 2004) 

Este principio de valoración completa o de completitud presenta una doble dimensión: 

1)  La que determina el valor probatorio con objeto al mismo hecho, para luego 
 

su  confrontación, composición o exclusión y pasar a considerar las diversas y 

posibles  versiones sobre esos mismo hechos, para terminar escogiendo aquellas 

que aparezcan conformada por un mayor grado de extensibilidad; 2) La dimensión 

global del principio de  completitud,  según  la  cual,  previamente  a  la  redacción 

del relato  de los hechos probados, se debe tener en cuenta todos los resultados 

probatorios  extraídos por el Juez (Talavera, 2009). 

Entre sus sub etapas se tiene: 
 

La reconstrucción del hecho probado 
 

Consiste en la construcción de una estructura base de hechos y circunstancias probadas 

como base para establecer el juicio o razonamiento, siendo que, el éxito de la valoración 

y la sentencia, depende en gran parte de la correcta y completa representación de 

los hechos, en  la cual no debe omitirse ninguno, por accesorio  que parezca, y deben 

coordinarse todos y colocarse en el sitio adecuado, para luego clasificarlos con arreglo 

a su naturaleza, al tiempo y a las circunstancias de la realidad histórica que se trata 

de reconstruir, no debiendo guiar su representación de la primera impresión, sino  del
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resultado objetivo de todo ello (Devis, 2002). 
 

Razonamiento conjunto 
 

El maestro Couture afirma que este razonamiento funciona a manera de silogismo, 

no presupone  una  actitud  mecánica exacta (similar a  una  operación matemática), 

debiendo partir de las reglas de la experiencia común, como una actividad preceptiva, 

falibles siempre,  deficientes  muchas  veces,  no  agotándose  en un  silogismo,  ni  en 

una mera operación inductiva- deductiva. (Devis, 2002). 

Los medios probatorios actuados en el proceso judicial La testimonial  Concepto 

El testimonio es la declaración de una persona física, recibida en el curso del proceso 

penal, acerca de lo que pudo conocer, por percepción de sus sentidos, sobre los hechos 

investigados, con el propósito de contribuir a la reconstrucción conceptual del hecho. 

En la  gran  mayoría de  veces para someternos al  pasado  y poder  descubrir como 

ocurrió un hechos de características delictuosas (De La Cruz, 1996, P. 367). 

En ese mismo sentido, Parra Quijano, nos dice que el testimonio es la declaración 

de  tercero ajeno a la contienda y al proceso, referente a hechos percibidos a través 

de los sentidos y principalmente con los hechos objeto del proceso. Queda claro de 

esta forma que el testimonio para tener tal valor, ha de sustentarse: a) en los que los 

testigos han  percibido  exactamente,  b)  que  su  memoria  conserve  fielmente  el 

recuerdo del hecho percibido, c) que manifiesten todo lo que saben. 

Nuestro Código Procesal Penal, bien como ya hemos dicho no define lo que es un 

testigo en el artículo 298 del Código Procesal Penal, sino que señala que tiene la 

"obligación  de concurrir" al llamamiento judicial practicado con el fin  de prestar 

declaración testimonial,  "de declarar la verdad sobre lo que se le preguntare" y de 

"no  ocultar  hechos,   circunstancias   o   elementos   acerca   del   contenido   de   su 

declaración". Este concepto en el  derecho  comparado  se  ha  extendido  a  aquellos 

terceros que depongan ante el órgano jurisdiccional sobre hechos conexos que puedan 

tener alguna vinculación con el procedimiento. 

La regulación de la prueba testimonial 
 

La Prueba Testimonial está regulada en el Código de Procedimientos Penales en el 

Libro Segundo de la Instrucción, Título V Testigos, Art. 138 Citación de Testigos. 

También, lo encontramos en el Nuevo Código Procesal Penal en el Libro Segundo 

La Actividad Procesal, Sección II, Titulo II Los Medios de Prueba, Capitulo II El
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Testimonio, Art. 162 Capacidad para rendir testimonio. 
 
 

Bases teóricas de tipo sustantivo 
 

Pretensión judicializada en el proceso en estudio 
 

Visto el petitorio de la denuncia y demás piezas procesales, entre ellos las sentencias 

se evidencia: que la pretensión planteada fue el de Robo Agravado (Expediente N° 

06303-2016-1-2001-JR-PE-0). 
 

El delito Concepto 
 

Antolisei citado por Villa, (2014) el delito es todo hecho al cual, el ordenamiento 

jurídico enlaza como consecuencia una pena. Para Mezger citado por Villa (2014) el 

delito es una acción típica antijurídica y culpable, con lo que se ingresa a un contexto 

lleno de definiciones modernas sobre, el delito. 

Al  respecto,  Villavicencio  (2006)  indica,  es  una  conducta  típica,  antijurídica  y 

culpable. Los niveles de análisis son tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad. Estos 

―distintos  elementos del delito están en una relación lógica necesaria. Solo una 

acción u omisión  puede ser típica, solo una acción u omisión típica puede ser 

antijurídica y solo una acción u omisión típica puede ser culpable. El artículo 11 del 

código penal indica que ―son  delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o 

culposas penadas por ley‖. Si bien esta sucinta descripción no expone taxativamente 

las características que se aceptan para la definición del delito, están implícitas. El 

Anteproyecto de la parte general del código penal 2004, en su artículo, 11 mantiene 

la misma fórmula. Ejemplo: el que con su arma de fuego dispara sobre otro y mata. 

Clases de delito 

De manera general podemos mencionar las siguientes clases de delito: 
 

a.  Delito doloso: acerca del delito doloso se puede mencionar que contiene 

básicamente  una acción dirigida por el autor   a la   producción del resultado. Se 

requiere, por lo tanto,  una coincidencia entre el aspecto objetivo y el subjetivo 

del hecho, es decir, lo ocurrido tiene que haber sido conocido y querido por el 

autor.  (Bacigalupo, 1996, p. 82). 

b.  Delito culposo: este tipo de delito contiene una acción que no se dirige por el 

autor  al resultado. Es decir, el hecho no ha sido conocido ni querido por el autor 

(Bacigalupo, 1996, P. 82). En concordancia con lo anterior encontramos que el delito 

es  culposo cuando el resultado, aunque haya sido previsto; no ha sido querido



59  

 

por el agente pero sobreviene por  imprudencia,  negligencia  o  inobservancia  de 

las leyes, reglamentos, órdenes, etc. (Machicado, 2009). 

c.  Delitos de resultado: puede mencionarse los siguientes: 
 

d.  De lesión. Están integrados  básicamente  por  la  acción,  la  imputación  objetiva  y  el 

resultado.  Este último consiste, ante todo, en la lesión de un determinado objeto (Bacigalupo, 

1999. p.  231).  ii.  De  peligro.  En estos tipos penales no se  requiere que la acción haya 

ocasionado un daño sobre un objeto, sino que es suficiente con que el objeto jurídicamente 

protegido haya sido puesto en peligro de sufrir la lesión que se quiere  evitar‖ (Bacigalupo, 

1999. p. 231). 
 

e.   Delitos  de  actividad:  En  esta  clase  de  delito  (…)  el  tipo  se  agota  en  la 

realización de una acción que, si bien debe ser (idealmente) lesiva de un bien 

jurídico, no necesita producir resultado material o peligro alguno. La cuestión de 

la imputación objetiva de un  resultado a la acción es, por consiguiente, totalmente 

ajena a estos tipos  penales, dado que  no  vincula  la  acción  con  un  resultado  o 

con el peligro de su producción (Bacigalupo, 1999, p. 232). 

f.   Delitos comunes: Bacigalupo (1999) señala, por lo general, sólo se requiere 

para  ser autor de un delito tener capacidad de acción (delitos comunes) (p.237). 

g. Delitos especiales: sobre esta clase de delitos, Bacigalupo (1999) afirma que 

son delitos que solamente pueden ser cometidos por un número limitado de personas:  

aquellas  que  tengan las características especiales requeridas por la ley para ser 

autor.  Se trata de delitos que importan la violación de una norma especial (p. 237). 

 
La teoría del delito Concepto 

 

La teoría del delito, por su carácter abstracto, como toda teoría, persique que se precie 

de tal una finalidad practica consistente en facilitar la determinación precisa del universo 

de conductas que son cierta e inconfundiblemente contrarias al orden jurídico social,   

cuantificar   la   intensidad   de   contrariedad  y   aplicar   con  prudencia   la contingencia 

sancionadora que el estado liberal y democrático de derecho, tribunales de justicia, 

considere político criminal (Villa, 2014). 

Esta  teoría se  encarga de  define  las características generales que  debe  tener una 

conducta para ser imputada como un hecho punible. Esta es producto de una larga 

evolución de  dogmática penal, esta teoría tiene su campo de estudio en la parte
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general del Derecho Penal (Villavicencio, 2013). 
 

Elementos del delito 
 

La teoría analítica del delito, caracterizada por estudiar separadamente los elementos 

que   componen   todo el delito, ubicándolos   en   niveles o fases cognoscitivas que 

obedecen y siguen un orden lógico-sistemático. Se estructura como un método de 

análisis de distintos niveles, en el que cada nivel presupone al anterior. De esta manera, 

no se puede analizar  si el agente es culpable o no si previamente no se ha establecido 

que su conducto es típico y antijurídico; no tiene sentido discutir si una persona es 

culpable  de haber lesionado  a otro  cuando  ha  quedado  establecido  que actuó  en 

legítima defensa. (Reátegui, 2014, p. 369) 

La teoría de la tipicidad. 
 

La tipicidad tiene dos aspectos: la imputación objetiva y subjetiva. Así determinar el 

tipo  objetivo (imputación objetiva), supone identificar los aspectos de la imputación 

a la conducta y al resultado, sin embargo esto no basta, pues necesario analizar si se 

dieron  las  características  exigidas  en  el  aspecto  subjetivo  del  tipo  (imputación 

subjetiva) (Villavicencio, 2013). 

La tipicidad es la característica que tiene una conducta por estar adecuada a un tipo. Es 

el resultado de la verificación de si la conducta y lo descrito en el tipo coinciden. El 

juicio de la tipicidad es el proceso de verificación de que la conducta se adecua o 

no al tipo; mientras que típica es la conducta que presenta la característica especifica 

de tipicidad (Reátegui, 2014, p. 423) 

Estructura de la tipicidad objetiva 
 

Según Reátegui (2014) esta comprende las características del obrar externo del  autor 

requeridas por el tipo. 

1.          Elementos referentes al autor 
 

Generalmente el tipo de lo injusto describe al autor de una manera indeterminada, 

empleando una formula neutra, el anónimo ―el que‖ (…) por ejemplo los denominados 

―delitos comunes‖ contenidos en el Código Penal, pues cualquiera los puede realizar. 

Frente a estos delitos están los denominados delitos especiales, que establecen que 

la conducta prohibida solo puede ser realizada por ciertas personas que posee 

presupuestos especiales. Estos delitos están limitados a portadores de determinados
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deberes especiales. Se distingue entre: 
 

a)   delitos  especiales  propios,  son  aquellos  en  los  cuales  la  lesión  del  deber 

especial  fundamenta la punibilidad (por ejemplo, el delito de prevaricato previsto 

en   el  artículo 418 del Código penal, omisión del ejercicio de la acción penal 

previsto en el artículo 424 del Código penal, entre otros) 

 

b)   delitos especiales impropios, se presentan cuando la lesión del deber especial 

agrava  la punibilidad (por ejemplo, aborto realizado por personal sanitario- art. 

117  del  CP-, lesiones  graves  a  menores-  art.  121  A  de  CP-  violación  de  la 

intimidad cometido por funcionario- art. 155 del CP) (Reátegui, 2014, p. 424) 

2.          Elementos referentes a la acción 
 

Reátegui (2014)   menciona que   la afectación a los bienes   jurídicos (principio de 

lesividad) se realizan mediante acciones u omisiones, consideradas como modalidades 

conductuales por excelencia, y el alcance y contenido de cada una dependerá de la 

posición que se adopte en relación con las principales teorías planteadas (…) 

Las formas básicas del hecho punible son las siguientes: 
 

a)  el delito de comisión se caracteriza porque describe la conducta prohibida. 
 

b)   el delito de omisión implica el no haber realizado la conducta debida que 

hubiera evitado el resultado producido. Se debe distinguir entre la omisión propia 

(ejemplo:  Omisión  de  auxilio  o  aviso  a  la  autoridad-  articulo  127  del  CP) y 

la  omisión impropia (ejemplo: los andinistas que abandonaron a un miembro del 

grupo  que se ha accidentado en un nevado, muriendo por el frio- homicidio por 

omisión,  artículos 13 y 106 del CP). 

c)     el delito doloso se presenta cuando el agente realiza la conducta delictiva 

intencionalmente. 

d) el delito culposo, se da cuando el agente violando un deber de ciudadano produce 

un  resultado (ejemplo   el sujeto que   maneja su vehículo en   sentido contrario 

al  señalado  en  la vía, tropellando a una persona a quien ocasiona lesiones art. 

124 del CP). 
 

Asimismo Reátegui (2014) menciona que en general la descripción de  la conducta 

suele ser concisa. En determinado casos la descripción de la conducta es más 

exhaustiva, precisando el objeto de la acción, formas de ejecución, medios, etc. La 

conducta  prohibida puede  ser  estructurada  de  distintas  maneras, por  un  lado  la
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distinción entre delito de pura actividad y delitos  de resultado y por  otro lado  la 

diferenciación entre delitos de lesión y peligro,  los  delitos  de  pura  actividad  son 

aquellos en los que la simple ejecución de la conducta específicamente determinada 

como tal es constitutiva de la realización del tipo, en los delitos de resultado la ley 

individualiza un determinado resultado. En cuanto a la  distinción entre delito de lesión 

y de peligro, está en relación con el efecto sobre el bien jurídico protegido 

a)  En el delito de lesión, se afecta el bien jurídico protegido. 
 

b)   En el delito de peligro,   es aquel en   que se pone en riesgo el bien   jurídico 

protegido, diferenciándose entre peligro concreto  y   abstracto, en el primero se 

requiere  la  comprobación  por  parte  del  juez  en  la  proximidad  del  peligro  al 

bien  jurídico y de la capacidad lesiva del riesgo, y en el segundo el legislador 

reprime  la   peligrosidad  de  la  conducta en sí misma; es el caso del delito de 

conducción en estado  de ebriedad. 

3.          Elementos descriptivos y elementos normativos 
 

En  principio,  hay que  señalar  que  no  hay  elementos  puramente  descriptivos  o 

normativos, sino que predominan algunos de estos componentes. 

a)  elementos descriptivos, son aquellos en lo que el sujeto puede conocer a través 

de  sus sentidos, por ejemplo el elemento mujer presente en el delito de aborto 

sin consentimiento (Art. 116 del CP). 

b)   elementos normativos son aquellos en los que se requiere una valoración y 

no son perceptibles solo mediante los sentidos (Reátegui, 2014). 

Como menciona Bacigalupo citado por Reátegui, (2014) los elementos normativos 

de valoración jurídica como es el caso del término ―apoderar‖ ilegítimamente está 

presente en los delitos contra el patrimonio, es de advertir que el conocimiento que se 

exija no es de una manera técnico- jurídica; sino, es suficiente una valoración paralela 

en la esfera del lego. También se tiene elementos normativos de valoración empírica 

cultural, en los  cuales el autor debe hacer una valoración al término medio de la 

sociedad. 

4.          Relación de causalidad e imputación objetiva 
 

Jescheck  (citado por  Reátegui,  2014)  menciona  que  en la  relación  de  causalidad 

importa  extraer  una  condición  muy concreta,  a  saber,  la  acción  humana,  para 

comprobar si entre ella y el resultado existe un engarce que justifique la imputación
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de éste al autor como producto de su acción. 
 

En este orden de ideas Zaffaroni (citado por Reátegui, 2014) establece que el planteo 

de la  causalidad  solo  puede tener aptitud  imputativa  si  se  ha  determinado en  la 

actuación de  la voluntad del autor,  dentro del  marco  de una descripción típica. 

 

Incluso, es necesario conocer la causalidad física en general dado que sobre su previsión 

se montara la finalidad de la conducta voluntaria. 

Siguiendo una secuencia estratificada de orden lógico Donna (citado por Reátegui, 
 

2014) afirma que si no existe voluntariedad del sujeto, tampoco habría de sostener 

que exista conducta y, por ende, por más resultado o efecto que se hubiese producido 

ya que el curso lesivo no tiene como origen un comportamiento humano, es decir 

que jamás fue dominado durante su trayectoria, si quiera mínimamente, por el 

sujeto, dicho en otros términos, solo al curso casual que se pueda imputar a título 

de dolo o de culpa será relevantes a los efectos penales. 

Por su parte Villavicencio (citado por Reátegui, 2014) menciona que no hay que 

sobrevalorar el papel de la causalidad, y sostiene que la relación de causalidad 

pertenece a la categoría del ser. En efecto ―…un primer momento consiste en una 

comprobación, donde se verificará, desde un punto de vista natural, la relación 

de causalidad‖. El desarrollo ulterior realizado a través de la denominada 

―imputación  objetiva‖  como criterio  normativo  para  afirmar  la  conducta  típica, 

será  considerado  como  categoría  distinta ubicada dentro de la tipicidad. Así, para el 

juicio de causación, se tendrá en cuenta la teoría de la equivalencia, en cambio para el 

juicio de la imputación se tendrán en cuenta un conjunto de criterios normativos en los 

que se encuentran la causalidad adecuada, incremento del riesgo permitido y el de la 

esfera de la protección de la norma.  Tipicidad subjetiva - aspectos subjetivos   El 

dolo 

El maestro Carrara (citado por Reátegui, 2014, p. 527) definía al dolo ―… como 

la intención más o menos perfecta de efectuar un acto que se sabe que es contrario a la 

ley. En tiempos más modernos Velásquez (citado por Reátegui, 2014) menciona que 

el dolo es definido comúnmente como el conocimiento y la voluntad de la realización 

de todos los elementos del tipo objetivo. Por tanto en el dolo están presentes dos 

elementos: el cognoscitivo (que se refiere al conocimiento que debe haber tenido el 

autor para obrar con  dolo)  y el  volitivo  (referido  a  la  voluntad  del  agente  para
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desarrollar la conducta). 
 

Elementos del dolo 
 

a)  el aspecto intelectual, el elemento cognoscitivo del dolo nos plantea que el 

agente debe haber tenido conocimiento de las circunstancias del tipo objetivo. 

Así, supone el conocimiento de los elementos descriptivos y normativos, los 

elementos de la autoría, la previsión del nexo causal y el resultado. (Reátegui, 

2014, p. 529). 
 

b) el aspecto volitivo, la parte intelectual comprende el conocimiento actual de todas 

las circunstancias objetivas del hecho del tipo penal. No es suficiente que el autor 

conociera   potencialmente  las  circunstancias  del  hecho,  es  decir,  que pudiera 

hacerlas   aflorar  en  su  conciencia. Mucho  más,  ha debido tener realmente la 

conciencia de ellas en el instante de su hecho, habérselas representado, habérselas 

percibido,  haber   pensado  en  ellas,  siendo  así,  diferente  la  intención  de  la 

conciencia,  según  si  se  trata   del  fin,  de  los  medios  o  de una circunstancia 

concomitante (Reátegui, 2014, pp. 532; 533). 

 
3. Clases de dolo 

 

La intensidad de la voluntad permite diferencias niveles en el dolo, conocidos como 

dolo directo de primer grado (se presenta cuando la realización del tipo es precisamente 

la que el autor persigue; ejemplo: el que fuerza con violencia a una mujer a realizar el 

acto sexual y lo logra); dolo indirecto de segundo grado o consecuencias necesarias 

(en realidad es una variante de la anterior y se presenta cuando el agente considera 

que   el  resultado  que  pretende  esta   acompaña  de   consecuencias  necesarias  e 

inevitables; es el caso de quienes colocan una bomba en el vehículo de un funcionario 

para matarlo, saben que al explotar el vehículo también morirá el chofer); y el dolo 

eventual (el cual se da cuando el agente se  representa la realización del tipo como 

posible;  es  el  caso  del  sujeto  que  va  a  alta velocidad en una zona escolar, prevé 

como posible que pueda atropellar a un estudiante) (Reátegui, 2014, p. 533). 

La culpa 
 

La culpa tiene   lugar en el insuficiente   conocimiento   imputado al   autor sobre   la 

lesividad de su hecho y el criterio de evitabilidad, de los que se deriva la posibilidad 

que tuvo el autor de evitar dicha lesividad. Por ejemplo, el conductor que va a 120 

km/h dentro de una zona urbana no tiene el conocimiento preciso de que en la curva
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va a cruzarse un transeúnte, pero esta posibilidad le es conocida, pues en las esquinas 

cruces peatonales por lo que generalmente cruzan los caminantes. Al autor se le imputa 

el conocimiento de que por las esquinas cruzan peatones y que con la velocidad a la 

que va es casi imposible realizar una maniobra evasiva con éxito en caso se  cruce 

un peatón. El conocimiento imputado al autor no genera un deber de dejar de realizar 

la conducta (detener el automóvil), sino de asumir ciertos deberes de cuidado en  el 

emprendimiento de la conducta (disminuir la velocidad al límite permitido) (García, 

2012, p. 534). 
 

Teoría de la antijuricidad. 
 

Para le la conducta típica sea imputable se requiere que sea antijurídica es decir no 

es justificada. La existencia de un causa de justificación impide comprobar que la 

conducta  típica sea antijurídica, las causas de justificación son disponibles permisivas 

especiales que operan sobre cualquier forma básica de hecho punible (delito doloso o 

imprudente de  comisión u omisión)Las más importantes justificaciones son la legitima 

defensa el estado  de necesidad y el ejercicio legítimo de un derecho , en la practica el 

juicio el juicio de la antijuricidad se limita a una constatación negativa de la misma, pero 

la antijuricidad posee características  especiales ,si  no  se  presenta  alguna  causa  de 

justificación la antijuricidad de la conducta estará comprobada (Villavicencio,2013). 

Por su parte para Muñoz (2007) el termino antijuricidad expresa la contradicción entre 

la acción realizada y las exigencias del ordenamiento jurídico. A diferencia de lo que 

sucede con otras categorías de la teoría del delito, la antijuricidad no es un concepto 

específico del derecho penal, sino un concepto unitario, valido para todo el 

ordenamiento jurídico, aunque tenga consecuencias distintas en cada rama del mismo. 

1. Antijuricidad formal y antijuricidad material 
 

Según Roxin (citado por Hurtado, 2005) señala que, se entiendo por antijuridicidad 

formal la oposición del acto con la norma prohibitiva, implica en toda disposición penal 

que prevé un tipo legal (por ejemplo, ―no matar‖ en relación con el art. 106.  Por 

antijuricidad material, se comprende, por el contrario, el carácter dañino del acto   con 

respecto al bien jurídico protegido por la norma legal. Este perjuicio al bien jurídico 

no   solo debe ser comprendido en sentido natural, como producción de un daño    a 

determinado   objeto de la acción (por ejemplo, muerte de una persona o daños a una 

cosa), sino también  como contradicción al valor ideal que protege la norma jurídica
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(ofensas del honor). 
 

Teoría de la culpabilidad. 
 

La teoría de la imputación personal se orienta por un lado desde la óptica del Estado 

en los fines preventivos de la pena (no se pretende un libre albedrio indemostrable 

empíricamente sino un   concepto de   libertad no en   un sentido sino una especial 

ubicación del sujeto frente al cumulo de condicionamientos) y por otro lado desde 

la óptica del individuo siendo necesario apreciar la situación de desventaja que este 

tiene al frente al Estado.  Para este fin imputación  personal  evalúa un conjunto  de 

aspectos relativos al agente: imputabilidad  (exclusiva  por  analogía  psíquica  grave 

alteración de la conciencia, alteración de la percepción), probabilidad de conciencia de 

la antijuricidad y exigibilidad de otra conducta (Villavicencio, 2013). 

Por su parte para Muñoz (2007) refiere que para la imposición de una pena, principal 

consecuencia jurídico-penal del delito, no es suficiente con la comisión de un hecho 

típico y antijurídico. Como se deduce de algunos preceptos del derecho penal  vigente 

en  cualquier país civilizado, la comisión de un hecho delictivo, en el sentido  de un 

hecho  típico y antijurídico, no acarrea automáticamente la imposición de una pena 

al autor de su hecho. Existen determinados casos en los que el autor de un hecho  típico 

y antijurídico queda exento de responsabilidad penal. Ello demuestra que, junto  a la 

tipicidad y a la antijuridicidad, debe darse una tercera categoría en la teoría general 

del delito, cuya presencia es necesaria para imponer una pena. Esta categoría es la 

culpabilidad,  una categoría cuya función consiste, precisamente, en  acoger aquellos 

elementos referidos al autor del delito que sin pertenecer al tipo ni a la   antijuricidad, 

son también necesarios para la imposición de una pena. 

1.          Determinación de la culpabilidad 
 

En términos de Muñoz (2007) para poder afirmar la culpabilidad de una persona que, 

en el caso concreto, ha cometido un hecho típico y antijurídico, es necesario, conforme 

al derecho penal actualmente vigente, que se den en esa persona una serie de requisitos 

sin los cuales no se puede hablar de culpabilidad. La comunicación entre  el individuo 

y los mandatos  de  la  norma  solo  puede  darse si  el  individuo  tiene  la capacidad 

para sentirse  motivado por la norma, conoce su contenido y se encuentra  en  una 

situación en la que puede regirse, sin grandes esfuerzos, por ella. Si por el  contrario 

el individuo, por falta de madurez, por defecto psíquico, por desconocer el contenido
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de la prohibición normativa  o por encontrarse en una situación en la que no  le era 

exigible un comportamiento distinto, no  puede  ser  motivado  por  la  norma  o  la 

motivación se altera gravemente faltara la  culpabilidad, es decir, el hecho típico  y 

antijurídico  no  podrá  atribuirse  a  su  autor  y,  por tanto,  ese  tampoco  podrá  ser 

sancionado con una pena. 

2.          La comprobación de la imputabilidad 
 

La culpabilidad se basa en que el autor de la infracción penal del hecho típico  y 

antijurídico, tenga las facultades psíquicas y físicas mínimas requeridas para poder 

ser motivado en sus actos por los mandatos normativos. Al conjunto de estas facultades 

mínimas requeridas para considerar a un sujeto culpable por haber hecho algo típico y 

antijurídico  se le  llama  imputabilidad, más  modernamente,  capacidad de 

culpabilidad.  Quien carece de   esta   capacidad, bien por   no tener   la   madurez 

suficiente, bien por sufrir de trastornos mentales, no puede ser declarado culpable y, 

por consiguiente, no puede ser responsable penalmente de sus  actos,  por más  que 

estos sean típicos y antijurídicos. El concepto de imputabilidad o de capacidad de 

culpabilidad es, pues un tamiz que sirve para filtrar aquellos hechos antijurídicos que 

pueden ser atribuidos a su autor y permite  que, en consecuencia, éste pueda responder 

de ellos (Muñoz, 2007). 

3.          La   comprobación   de   la   posibilidad   de   conocimiento   de   la 

antijuricidad 
 

Junto a la capacidad de culpabilidad o imputabilidad, constituye también un elemento 

de la culpabilidad el conocimiento de la antijuricidad. Quien realiza dolosamente un tipo 

penal actúa, por regla general, con conocimiento de la licitud de su hacer. Así como 

decimos antes que la tipicidad es un indicio de la antijuricidad, podemos decir ahora 

que la realización dolosa de un tipo penal casi siempre va acompañada de la 

conciencia de que se hace algo prohibido, tanto más cuando el bien jurídico protegido 

en el tipo  en cuestión sea uno de los fundamentales para la convivencia y  en cuya 

protección  tiene  su razón  de  ser  el  derecho  penal.  De  ahí,  en  la  práctica,  el 

conocimiento de la antijuricidad no plantee demasiados problemas y se parta de su 

existencia en el autor  de un hecho  típico,  no  justificado,  cuando  dicho  sujeto es 

imputable (Muñoz, 2007). 

La comprobación de la no exigibilidad de otra conducta 
 

El cumplimiento de los mandatos normativos es un deber para todos los ciudadanos.
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No obstante, los niveles de exigencia de este cumplimiento varean según el 

comportamiento exigido, las circunstancias en que se realice, los intereses en juego, etc. 

En  principio,  el  ordenamiento  jurídico  marca  unos  niveles  de  exigencia  que 

pueden ser cumplidos por cualquier persona. Se habla en estos casos de una 

exigibilidad normal, el ordenamiento jurídico  no  puede  imponer,  salvo  en  casis 

determinados, el cumplimiento de sus mandatos (Muñoz, 2007). 

 

Consecuencias jurídicas del delito 
 

Luego de que la teoría del delito establece qué comportamientos son considerados como  

tal  y merecen  una  represión  estatal  (habiendo  determinado  su  tipicidad, antijuricidad   

y   culpabilidad),  entran  en  juego  otras  teorías  que  se  encargan  de establecer las 

consecuencias jurídicas que le son imputables a cada conducta ilícita, lo que supone una 

respuesta  estatal  punitiva  (con el  establecimiento  de  una  pena  o alguna alternativa 

a la  misma que sirva para  cumplir los fines de  resocialización establecidos en la 

constitución),  así como la generación de una obligación de carácter civil, por las 

consecuencias de la  acción ilícita cometida para reparar el daño causado. Así, tenemos: 

La pena Concepto 
 

La pena es una consecuencia del delito tiene como presupuesto lógico la imputación 

penal de un hecho antijurídico a un sujeto culpable a lo que se sirve como ya se vio la 

teoría del delito, sin embargo resulta pertinente precisar que la imposición de la pena 

no vtiene lugar al estilo de las leyes causales mediante una aplicación automática 

desprovista de toda intervención humana sino que también  aquí entran en 

consideración cuestiones  de carácter valorativo para decidir la procedencia y  cuantía 

de la reacción (García, 2012). Finalmente para Hurtado (citado por Peña, 2011, p. 

385) no hay pena sin ley previa, significa que, de la misma manera 
 

como el comportamiento debe ser delimitado en la disposición penal, por un lado, 

también la sanción punitiva, antes que el delito sea cometido deber ser prevista 

de manera suficiente y, por otro, que el juez debe limitarse a imponer la sanción 

prescrita. 

Clases de las penas 
 

Peña (2011) las penas en nuestro corpus punitivo, pueden clasificarse de la siguiente 

forma:
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a)         Penas privativas de libertad 
 

Son aquellas sanciones punitivas, que suponen la privación SAN MARTÍN personal del 

afectado con la medida, consistentes en el internamiento efectivo del condenado en 

un  establecimiento penitenciario. Conforme lo establecido en el artículo 29° del CP, las 

pena privativa de libertad puede ser temporal o de cadena perpetua; en la primer caso 

tendrá una duración mínima de dos años y una máxima de treinta y cinco (Peña, 

 

2011, p. 200). 
 

b)         Restrictivas de libertad 
 

Son las que disminuyen apenas el ejercicio de un derecho personal, limitando cualquiera  

de sus manifestaciones; se sufre en libertad, residiendo el penado en un lugar determinado 

o fuera de un ámbito territorial determinado (Peña, 2011, p. 201). 

c)          Privación de derechos 
 

Algunas penas suponen la limitación o suspensión de determinada actividad 

funcionarial o de otra índole, que es objeto de prevale cimiento para la comisión del 

hecho punible,  aquella actividad que fue empleada por el autor para la interpretación 

del injusto penal; limitan al delincuente del goce de ciertos derechos civiles y políticos 

o del ejercicio de un arte  o  profesión,  por  ejemplo: la  ―inhabilitación‖  del  cargo 

público en el caso de los delitos  contra  la  administración  pública  (infracción  de 

deber), la suspensión del ejercicio de la patria potestad según el literal b) del artículo 

83° del Código de los Niños y adolescentes, la suspensión de la licencia de conducir 

(Código Nacional de Transito), así como otra clase de medidas que afectan  derechos 

y ejercicios reconocidos constitucionalmente (Peña, 2011, p. 201). 

d)         Penas pecuniarias 
 

Suponen  todas  aquellas  sanciones  de  contenido  dinerario,  que  significan  una 

afectación  al patrimonio del condenado y se hace efectiva a través del pago de una 

determinada suma dineraria que se le obliga a sufragar al penado (Peña, 2011, p.202). 

 
Criterios generales para determinar la pena 

 

En líneas generales el código penal sigue el criterio clásico de aplicar la pena 

básicamente  en función del hecho y de su gravedad imponiendo una medida que 

permite establecer variaciones  de  acuerdo  al  mayor  o  menor  daño  social  y a  la 

atenuación del hecho, de esta manera entonces nuestro sistema adopta as siguientes
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reglas en el Art. 37 del Código: 
 

1.- Cuando la ley castiga un delito o falta con pena comprendida entre dos limites 

se entiende que la normalmente aplicable es él término medio que se obtiene sumando 

los dos números y tomando la mitad. 

2.- El término medio se reducirá hasta el inferior o se aumentara hasta el superior, 

según  el mérito de las respectivas circunstancias atenuantes o agravantes que concurran 

en el caso concreto. 

 

3.- Si concurren agravantes y atenuantes el juez deberá compensarlas por su puesto no 

en forma  matemática  sino  según  su  prudente  árbitro.  Una  sola  agravante  puede 

inclinar la balanza hacia el extremo superior aunque se den dos atenuantes. 

4.- La pena se aplicara sin embargo en el límite superior o inferior, cuando así lo 

disponga expresamente la ley. Así mismo se traspasará uno a otro limite cuando así 

sea menester, en virtud de disposición legal que ordene aumentar o rebajar la pena 

correspondiente al  delito en una cuota, parte que entonces se calculará en proporción 

de la cantidad de la pena que el juez habría aplicado al reo si no concurriere el 

motivo de aumento o de a disminución (Juristas editores, 2015). 

 
La reparación civil 

 

 
 

Concepto 

 
García, (Citado por FLORES, 2016): 

 
 

La reparación civil puede presentarse en cualquier delito que haya generado 

daños    o   perjuicios, la reparación civil  no es una pena, cada una de las 

consecuencias jurídicas   del delito  valora  el  hecho  ilícito  desde  su  propia 

perspectiva  lo  que  se explica  en  el  hecho  de que parten de fundamentos 

distintos, la reparación civil se centra en reparar el daño provocado a la víctima 

por la acción electiva. (p. 157) 
 
 

Montero, (citado por FLORES, 2016): 
 

menciona que la ley acumula en el proceso penal un doble objeto, pues a la 

depuración   de   la   responsabilidad   penal   se   une   una     exigencia   de 

responsabilidad civil, salvo que la víctima, que es titular del bien   jurídico 

dañado, renuncie a exigir la reparación (porque no quiere reclamar o porque 

haya sido reparada extraprocesalmente) o la reserva para discutirla después de 

terminado el proceso penal. (p. 157)
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Peña, (citado por FLORES, 2016): 
 

 
 

Consecuentemente en el proceso penal se unifican ambas   acciones, que 

corresponden a  un naturaleza distinta: la acción penal se comprende en  una 

―Justicia  Distributiva‖   (de    impartir  el  castigo  punitivo  de  acuerdo  a la 

culpabilidad   del autor),  mientras  que  la acción  civil  se  comprende  en  la 

denominada ―Justicia   Compensatoria‖ (de disponer una compensación 

económica  proporcional   al  daño   materializado  en  el  bien  jurídico).  El 

proceso penal versa sobre un hecho delictuoso,  cuya persecución y sanción se 

justifica en  merito a un interés público, en cambio la  responsabilidad civil 

tiene que ver con una pretensión de privados, de un particular que busca ser 

resarcido   de  los   daños    causados por  el  delito  de  sus  bienes  jurídicos 

fundamentales (p. 157). 
 

Finalmente para Peña (citado por FLORES, 2016): 
 

 
 

indica que un aspecto es la naturaleza pública del Derecho penal y del Derecho 

procesal penal, en lo referente al Ius Puniendi estatal   y a la   promoción  y 

persecución penal del delito y otro lo que tiene que ver con las   legítimas 

expectativas  de  la  víctima,  de  poder  verse  resarcida  económicamente  de 

forma proporcional al daño causado por el hecho delictuoso. Mientras que la 

legitimidad activa  de  la  acción  penal  recae  sobre  el  representante  del 

Ministerio  Público,  la  legitimidad activa e la acción civil es potestad de la 

víctima, no obstante que la legislación procesal  le confiere ciertos derechos al 

persecutor público. (pp. 157-158) 
 

 
Criterios generales para determinar la reparación civil 

 

1. Extensión de la reparación civil 
 

El artículo 93° del CP, dispone a la letra que: la reparación comprende: 
 

 

_ La restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor, y, 

 
_ La indemnización de los daños y perjuicios. 

 

 
 

Peña,  (citado  por  FLORES,  2016):  “La   aplicación   de   una   u   otra   modalidad 

comprendida en el articulado, dependerá del caso concreto, puesto que no 

necesariamente  se aplican ambas;  la restitución  del  bien, solo resultara factible en 

delitos que atentan el patrimonio privado o del erario público” (p. 158). 

 
 

a)         La restitución del bien
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Peña, (citado por FLORES, 2016): 
 

 
 

El  cometido  esencial  es  de  reponer  la  situación  de  las  cosas,  al  estado 

anterior de  la comisión del hecho punible. Modalidad de reparación, que por 

su singular naturaleza, únicamente resultará aplicable en el caso de bienes 

patrimoniales,  no fungibles;  de los cuales,  el  uso y/o  empleo  que  se  hace 

de  ellos,  si  bien  puede depreciar su valor en el mercado, su funcionalidad 

operativa se mantiene, a menos  que se produzca una  destrucción parcial o 

total del bien (p. 158). 
 

 
 

Peña, (citado por FLORES, 2016): “En  muchas  ocasiones,  la  restitución  no  será 

suficiente para reparar el daño causado,  puesto que la sustracción que ha sido objeto 

su titular, puede haber generado  determinado daños y perjuicios, por lo que deberá 

aplicarse el concepto de―indemnización de daños y perjuicios” (p. 158). 
 

 
b) La indemnización por daños y perjuicios 

 

 
 

Peña, (citado por FLORES, 2016): 
 

 
 

La indemnización por daños y perjuicios viene a cubrir un amplio espectro de 

saber, de restituir, reparar y compensar a quien fue víctima de una agresión 

ilegítima.   Conforme   lo   anotado,   la   acción   indemnizatoria   viene   a 

comprender   una   serie   de   elementos, los cuales  deben   ser   plenamente 

identificados  y conceptualizados a fin  de  determinar su  exacta amplitud, a 

tal  efecto,  hemos  que  remitirnos  al artículo  1985°  del  Código  Civil,  que 

dispone   a   la  letra  lo   siguiente:  ―la  indemnización comprende las 

consecuencias que  deriven de la acción u omisión generadora del daño, 

incluyendo el lucro cesante, el daño a la persona y el daño moral…” (pp. 

158-159). 
 

 
 
 
 
 

c) El daño emergente y el lucro cesante 
 

 
 

Peña, (citado por FLORES, 2016): 
 

 
 

El  daño emergente, se  refiere  a  la  necesidad  de indemnizar a  la  víctima, 

conforme a una  valuación económica destinada a reparar estimativamente el 

grado de afectación ocasionado; es por ello, que convenimos que el ―daño 

emergente‖,  se  extiende  a    la    compensación por  los  daños o  perjuicios 

materiales,  cuantificables  en  dinero,  que   recaen sobre el patrimonio de la
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víctima o perjudicado (p. 159). 
 
 

Peña, (citado por FLORES, 2016): “menciona que el ―lucro cesante‖, se refiere, por 

su parte, a la utilidad, beneficio o ganancia que se deja de percibir por el uso o 

propiedades que emergen del bien, por el tiempo que permanecieron sustraídos o 

secuestrados” (p. 159). 

 

d) El daño moral 
 

Ghersi (citado FLORES, 2016): “establece que los ―daños morales‖ son  aquellos 

que afectan los bienes inmateriales del ofendido, se trata de una lesión a los 

sentimientos y que tiene eminentemente carácter reparatorio o de satisfacción” (p. 159). 

 
 

Peña, (citado por FLORES, 2016): En  la  esfera  del  ―daño  moral‖,  se  comprende 

una  distinción,  entre  aquellos  que  afectan directamente el patrimonio, susceptibles 

de valuación económica; y, aquellos   que  no  tienen  incidencia  alguna  sobre  el 

patrimonio, pues, tienen una incidencia espiritual (p. 159). 

 
 
 

A estos últimos los denomina Alastuey (citado por FLOR ES, 2016 ):” como  daños 

morales puros y abarcan, a modo de ejemplo, el dolor por la pérdida de un ser querido, 

el sufrimiento físico, la disminución de condiciones o aptitudes físicas como la salud, 

estética, sexualidad, aptitud para el deporte, etc” (p. 159). 

 
El delito de robo Concepto 

 
 

Peña, (citado por FLORES, 2016): 
 

 
 

(…) el Robo es un delito que atenta contra el patrimonio, concretamente los 

derechos   reales amparados en el ordenamiento jurídico, cuya sustantividad 

radica  en  la  forma   o,  mejor dicho los medios que emplea el agente para 

apoderarse del bien mueble, esto  es la   violencia  y/o  amenaza  de  peligro 

inminente para la vida e integridad física del  sujeto  pasivo  de  la  acción 

típica. Lo que  revela un  mayor contenido  del  injusto típico, dando  lugar a 

una reacción punitiva en puridad más severa. (p. 160) 
 
 
 
 

FLORES, (2016):
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El Código Penal del Perú tipifica el robo, que se caracteriza por el apoderamiento 

ilegítimo de un bien mueble total o parcialmente ajeno, para aprovecharse  de  

él,  mediante la sustracción del lugar donde se encuentra, "empleando  

violencia  contra   la  persona  o  amenazándola  con un  peligro inminente para 

su vida o integridad  física",  conducta sancionada con pena privativa de 

libertad desde tres a ocho años  (artículo 188). Y  que se agrava también cuando 

se comete en determinadas  circunstancias  de  lugar,  tiempo, medios, etc., 

fijándose entonces la pena desde veinte  a  veinticinco  años;  o pasando a ser  

la de cadena perpetua si se actúa "en calidad de integrante de una organización 

delictiva o  banda,  o  si como consecuencia del hecho   se produce la muerte 

de la víctima o se le causa lesiones graves a su integridad física o mental 

(artículo 189). (p. 160) 
 

 
Regulación 

 

 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

El delito de robo  se  encuentra previsto en el  art.  188 del Código Penal, en el 

cual textualmente  se   establece   lo   siguiente:  El   que   se   apodera 

ilegítimamente   de   un   bien  mueble   total   o   parcialmente   ajeno,   para 

aprovecharse de él, sustrayéndolo  del lugar en  que se encuentra, empleando 

violencia contra la persona o amenazándola con un peligro inminente para su 

vida  o  integridad  física,  será  reprimido  con  pena   privativa de libertad no 

menor de tres ni mayor de ocho años. (p. 160) 
 

 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

El delito de Robo Agravado según sus formas se contienen en el Art 189 del 

Código Penal, en el que se establece, la pena será no menor de doce ni mayor 

de veinte años, si el robo es cometido: 1.- En inmueble habitado, 2.- Durante 

la noche o en lugar desolado, 3.- A mano armada, 4.- Con el concurso de 

dos  o  más  personas,  5.- En cualquier medio  de  locomoción  de  transporte 

público o privado de pasajeros o de carga, terminales terrestres, ferroviarios, 

lacustres  y fluviales,  puertos,  aeropuertos,  restaurantes y afines, 

establecimientos   de hospedaje   y  lugares   de alojamiento,  áreas   naturales 

protegidas,  fuentes de agua minero-medicinales con fines turísticos, bienes 

inmuebles  integrantes  del  patrimonio  cultural  de  la  Nación  y museos,  6.- 

Fingiendo ser  autoridad o servidor público o trabajador del sector privado o 

mostrando  mandamiento  falso  de  autoridad,  7.-  En agravio de menores de 

edad, personas con  discapacidad,  mujeres  en  estado  de  gravidez  o adulto 

mayor,  8.-  Sobre  vehículo  automotor, sus autopartes y accesorios. (pp. 160- 

161)
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FLORES, (2016): 
 
 

La pena  será  no  menor  de veinte ni mayor  de  treinta años  si  el  robo es 

cometido: 1.- Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de la 

víctima, 2.- Con  abuso de la  incapacidad  física  o  mental  de  la  víctima  o 

mediante   el   empleo   de   drogas,  insumos  químicos o fármacos contra la 

víctima, 3.- Colocando a la víctima o a su familia en grave situación económica, 

4.- Sobre bienes de valor científico o que integren el patrimonio  cultural de 

la nación. (p. 161) 
 

 
 

FLORES, (2016): “La pena será de cadena perpetua cuando el agente actúe en calidad 

de integrante de  una  organización criminal, o si, como consecuencia del hecho, se 

produce la muerte  de la víctima o se le causa lesiones graves a su integridad física o 

mental” (p. 161). 

 

 

Tipicidad objetiva 
 

 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

Recurso de Nulidad Nro. 3932-2004, 2ª Sala Penal Transitoria de la Corte 

Suprema, Jurisprudencia vinculante 17Feb2015, ―El que se apodera de un bien 

mueble    total     o    parcialmente     ajeno,     para     aprovecharse     de     él, 

sustrayéndolo del lugar en que se encuentra, empleando violencia contra la 

persona o amenazándola con  un peligro  inminente para su  vida o integridad 

física, será reprimido con pena privativa de libertad  no menor de tres ni mayor 

de ocho años‖. (p. 161) 
 
 

Elementos de la tipicidad objetiva 
 

A.        Bien jurídico protegido. 
 

Salinas  Siccha,  (Citado por FLORES, 2016):  “ Dice,  que  en  doctrina  aparece  la 

discusión respecto del cuál  o cuáles son los bienes jurídicos fundamentales que se 

pretende proteger con la tipificación del delito de robo” (p.161). 

 

 
 

Rojas Vargas, (Citado por FLORES, 2016): 
 

 
 

Por  un  lado  se  afirma  Rojas  Vargas,  que  junto  al  patrimonio  se  protege 

la  vida,  la  integridad física y la libertad personal. Incluso nuestro más alto
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Tribunal de Justicia  ha cogido esta posición. Como muestra cabe citar tres 

Ejecutorias Supremas: En la Ejecutoria Suprema  del 19 de Mayo de  1998, 

expreso  claramente   que   ―el  bien  jurídico   en  el  delito  de  robo  es  de 

naturaleza pluriofensiva, toda vez que no solo se protege el patrimonio, sino 

además la integridad y libertad personal‖. (p. 162) 
 
 

 
Por ejecutoria suprema del 11 de noviembre de1999,extendiendo más su 

posición  expreso que ― el delito de robo, se atacan bienes de tan heterogénea 

naturaleza como la libertad, la integridad física, la vida y el patrimonio, lo 

que hace de él un delito complejo; ello no es más que, un conglomerado de 

elementos típicos, en el que sus componentes aparecen tan indisolublemente 

vinculados ente si, formando un todo homogéneo indestructible, cuya 

separación parcial daría lugar a la destrucción del  tipo‖. (Exp. Nro.821-99- 

La Libertad, Revista de Jurisprudencia Año II Nro.04 -2000, citado por 

FLORES, 2016, p. 162) 
 

 
 

Rojas Vargas (Citado por FLORES, 2016): 
 

 
 

Fidel Rojas Vargas, sostiene que la propiedad (la posesión, matizadamente), es 

el bien jurídico  especifico  predominante,  junto  a  ella, se  afectan  también 

directamente   a   la   libertad  de  la  víctima  o  a  sus  allegados  funcional- 

personales. A nivel del peligro   mediato  y/o  potencial,  sigue  afirmando  el 

citado autor- entra  en juego igualmente  la vida y la  integridad física, bien 

jurídico objeto de tutela de modo indirecto o débil. (p. 162) 
 

 

FLORES, (2016): “Nosotros decididamente sostenemos que el único bien jurídico que 

se pretende tutelar con la figura del delito de robo simple, es el patrimonio representado 

por los derechos  reales y posesión de propiedad” (p. 162) 

 

B.   Sujeto activo. - 
 

 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

De la redacción del tipo penal del artículo 188, se desprende que no  se 

exige  la  presencia de alguna calidad especial en el sujeto activo o agente 

del delito de robo  por lo que sin duda, autor puede ser cualquier persona 

natural. La única condición  que se establece en  le hermenéutica es que el 

agente, no sea el propietario exclusivo  del  bien,  pues  el  bien  objeto del 

delito debe ser ―total o parcialmente ajeno‖. Esta  última circunstancia también 

orienta que fácilmente un copropietario, o coheredero, puede constituirse en 

sujeto activo  del  delito  de  robo  y ello  solo  podrá  ocurrir
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siempre  y  cuando  aquel  copropietario  no ostente  la  posesión  del  bien 

mueble. Si por el contrario, tiene la posesión del bien no habrá robo pues 

se  habría  materializado  la  sustracción violenta o bajo amenaza. (pp. 162- 

163) 
 
 
 
 

C.        Sujeto pasivo.- 
 

 
 

FLORES, (2016): “También sujeto pasivo o víctima de robo, será el propietario del 

bien mueble y en su caso junto a él también será el poseedor legítimo del bien, cuando 

a este se le hayan  sustraído. Así mismo, muy bien la persona puede constituirse en 

sujeto pasivo del robo cuando se haya sustraído bienes muebles de su propiedad” (p. 

163). 
 

 
 
 
 

FLORES, (2016): “Así,  cuando  en  un  caso  concreto,  la  persona  que  resistió  la 

sustracción  violenta del  bien no  es  el  propietario,  habrá  dos  sujetos  pasivos  del 

hecho punible de robo.: el  titular del bien mueble y el poseedor legítimo” (p. 163). 

 
 

Elementos de la tipicidad subjetiva 
 

 
 

Fidel Rojas Vargas, (Citado por FLORES, 2016): 
 

 
 

La tipicidad subjetiva del supuesto del hecho del  robo comporta, igual que el 

hurto,  dolo  directo,  pero  posee  un  ingrediente  cognoscitivovolitivo mayor: 

el conocimiento por parte del sujeto activo que está haciendo uso de la violencia 

o  amenaza  grave  sobre  la  persona  y sobre  la  voluntad  de  actuar  bajo  tal 

apoderamiento del bien mueble. (p. 163) 
 

 
 

FLORES, (2016): 

 
-No obstante aparte del dolo directo, es necesario un elemento subjetivo 

adicional, particular o especifico como es el ánimo de lucro, esto es, el agente 

actúa  movido o guiado por la intención de sacar provecho del bien mueble 

sustraído. Si en determinado caso concreto, el animus lucrandi no aparece, no 

se configura el hecho punible de robo. (p. 163)
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Antijuricidad 
 

 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

La conducta típica de robo simple será antijurídica cuándo no concurra alguna 

circunstancia prevista en el Art. 20 del Código Penal, que le haga permisiva, 

denominadas  causas  de justificación,  como  puede  ser  la  legitima  defensa, 

estado de  necesidad justificante, consentimiento valido de la víctima para la 

sustracción, etc.  Si por el contrario, en un caso particular, el operador jurídico 

llega a la conclusión  que concurre, por ejemplo, consentimiento valido de la 

víctima, para que el agente  se apodere de su  bien mueble, así se verifique 

que este último actuó con violencia, la  conducta  será  típica de  robo  simple 

pero no antijurídico y por tanto irrelevante penalmente. 
 

 
 

En  un  caso  concreto  corresponde  al  operador jurídico,  determinar  cunado 

opera una causa de justificación. Así lo entiende la corte suprema de nuestra 

patria cuando por ejecutoria suprema del 12 MAR1998, dejo establecido que 

―  el  contenido  de una  causa de justificación debe extraerse del  contexto 

social en que  se desarrolla  la  situación  de conflicto,  correspondiendo  al 

juzgador  valorar  el  problema  concreto   para decidir la procedencia de la 

justificación en el caso particular. (Exp. Nro.4045-  97-Lima,  Rojas Vargas, 

Citado por FLORES, 2016, p.164.) 
 
 
 
 

Culpabilidad 
 

 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

La conducta típica y antijurídica del robo simple reunirá el tercer elemento del 

delito   denominado culpabilidad,  cuando  se  verifique  que  el agente no  es 

inimputable, esto  es, no sufre  de anomalía  psíquica  ni es menor  de  edad, 

después  se  verificara  si  el   agente  conocía   o   tenia   conciencia   de   la 

antijuricidad  de  su  conducta,  es  decir,  si  sabía que su actuar era ilícito o 

contra el derecho. Aquí perfectamente puede presentarse la figura del error de 

prohibición previsto en el Art. 14 del Código Penal. Ocurrirá cuando el agente 

sustrae violentamente un bien que posee la víctima en la  creencia errónea que 

aquel bien es de su propiedad o cuando el sujeto activo  se  apodera 

violentamente de un bien  mueble  creyendo erróneamente que cuenta con el 

consentimiento de la víctima.  Finalmente, el operador jurídico deberá verificar 

si el agente tuvo la posición de actuar   de modo distinto a la de realizar la 

conducta de robo. Si por el contrario, se determina que el sujeto activo no tuvo
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otra alternativa que cometer el robo como ocurriría por  ejemplo,  cuando el 

agente actúa compelido o inducido por un miedo insuperable de  un mal, no 

habrá culpabilidad y por tanto, la conducta concreta será típica,  antijurídica 

pero no culpable y por tanto no constituirá conducta punible. (p. 164) 
 
 
 
 

2.2.2.4.6. Tentativa 
 

 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

Es  común  afirmar  que  el  delito  de  robo  simple  al  ser  de  lesión  o  de 

resultados,   cabe perfectamente  que  la  conducta  dela  gente  se  quede  en 

tentativa. En efecto, estaremos ante una tentativa de robo cuando el agente ha 

dado inicio a la sustracción del bien haciendo uso de la violencia o amenaza y 

luego se desiste, o cuando el agente no logra sustraer el bien por oposición firme 

de la víctima o es sorprendido por terceros en los instantes que se encuentra en 

plena sustracción de los bienes y lo detienen, o cuando está en fuga con el bien 

sustraído y es detenido por un tercero que muy bien  puede ser un efectivo de 

la Policía Nacional. (p. 164) 
 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

La Jurisprudencia nacional, que denomina Fidel Rojas Vargas en la presentación 

de   su―Código  Penal,  diez  años  de  jurisprudencia sistematizada‖, como el 

derecho   vivo, actuante  y dinámico,  por ejecutoria suprema del 06Abr1998, 

indica ―que la acción del procesado de amenazar con un arma a la agraviada 

para despojarla de sus pertenencias, resulta un ilícito que no se llegó a concretar 

por la resistencia que opuso  la  víctima,  y la oportuna   aparición   de  su 

hermano,  configurándose  la tentativa  del   delito contra   el  patrimonio.  En 

el  mismo  sentido  por  ejecutoria  suprema  del 

18ENE2000,  sostiene  que―el  delito  de  robo  ha  quedado  en  grado  de 

tentativa, al no haberse materializado el apoderamiento del dinero o especie 

alguna   de   propiedad   del   agraviado,   ello   en    atención  a  la  oportuna 

intervención policial. No hay discusión en la doctrina que en  los  primeros 

supuestos constituyen tentativa de robo, la discusión se origina en el  último 

supuesto. El origen de la discusión depende del concepto que ensayemos sobre 

el apoderamiento del bien mueble. 
 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

Si sostenemos que el apoderamiento se constituye en el instante que el agente 

toma  en  su  poder el  bien  después  de haberlo  sustraído, llegaremos  a  la
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conclusión que teniendo  en su poder el bien ya habrá robo consumado así el 

agente haya sido detenido dándose a la fuga; en cambio, si sostenemos que hay 

apoderamiento desde el instante en que el  agente tiene la  disponibilidad  real 

o  potencial  del bien,  esto  es, puede  disponer libremente del bien sustraído, 

llegaremos a la conclusión que habrá tentativa cuando el agente es sorprendido 

y detenido en plena huida del lugar después de haber despojado  de la posesión 

de su bien mueble a la víctima. Aquí se trata de una tentativa acabada o lo que 

en forma inapropiada algunos denominan robo frustrado. (p. 165) 
 
 

Robo Agravado 
 

 
 

Salinas (Citado por FLORES, 2016) manifiesta: 
 

 
 

Se  define  al  robo  agravado  como  aquella conducta  por la  cual  el  agente 

haciendo uso de la violencia o amenaza sobre la víctima, sustrae un bien mueble 

total o parcialmente  ajeno  y se apodera ilegítimamente con la finalidad de 

obtener  provecho  patrimonial,   concurriendo en el accionar alguna o varias 

circunstancias agravantes previstas expresamente en nuestro Código Penal.(p. 

165) 
 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

Art.189.-La pena será no menor de doce ni mayor de veinte años si el robo es 

cometido: 

1. En inmueble habitado. 

2. Durante la noche o en lugar desolado. 

3. A mano armada. 

4. Con el concurso de dos o más personas. 

5. En  cualquier medio  de  locomoción  de  transporte  público  o  privado de 

pasajeros o  de carga, terminales terrestres, ferroviarios, lacustres y  fluviales, 

puertos, aeropuertos,  restaurantes y afines, establecimientos de hospedaje y 

lugares de alojamiento,  áreas  naturales protegidas, fuentes de agua minero- 

medicinales con fines turísticos,  bienes  inmuebles integrantes del patrimonio 

cultural de la Nación y museos. 
6. Fingiendo ser autoridad o servidor público o trabajador del sector privado o 
mostrando mandamiento falso de autoridad. 
7. En agravio de menores de edad, personas con discapacidad, mujeres en 
estado  de gravidez o adulto mayor. 
8. Sobre vehículo automotor, sus autopartes o accesorios. (p. 166) 

 

 
 

FLORES, (2016): 

 
La pena será no menor de veinte ni mayor de treinta años si el robo es cometido:
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1. Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de la víctima. 

2. Con abuso de la incapacidad física o mental de la víctima o mediante el 

empleo de drogas, insumas químicos o fármacos contra la víctima. 

3. Colocando a la víctima o a su familia en grave situación económica. 

4. Sobre bienes de valor científico o que integren el patrimonio cultural de la 

Nación. 
 

 

“La pena será de cadena perpetua cuando el agente actúe en calidad de integrante de 

una organización criminal, o si, como consecuencia del hecho, se produce la muerte 

de la víctima o se le causa lesiones graves a su integridad física o mental” (Artículo 1 

de la Ley N° 30076, publicada el 19 agosto 2013, Citado por FLORES, 2016, p. 166). 

 

Elementos constitutivos del delito de robo y del robo agravado 

a)  Apoderamiento ilegítimo 
 

 

El apoderamiento es la acción a través de la cual el agente logra obtener un 

poder  efectivo,  real  y fáctico sobre un bien total o parcialmente ajeno. El 

sujeto activo de  robo agravado  pone bajo su dominio y disposición inmediata 

un bien mueble que antes  se  encontraba  en  la  esfera  de  custodia  de  otra 

persona. Para ello utiliza violencia o  amenazas contra la vida  o la salud del 

sujeto pasivo o del directamente agraviado por el delito. En el robo agravado la 

acción  de  apoderamiento  requiere  el  desplazamiento  físico de la cosa del 

ámbito del poder patrimonial detenedor a la del sujeto activo.  Este 

desplazamiento debe lograrse a través de violencia física o amenazas contra 

la  vida  o  la  integridad  física  y,  además,   concurriendo cualquiera de las 

circunstancias  agravantes previstas en el artículo 189 del C.P.   (Rodríguez, 

Citado por FLORES, 2016, pp. 168-169) 

 
b)         El bien mueble total o parcialmente ajeno 

 

 

Objeto material del delito de robo agravado es el bien mueble total o 

parcialmente ajeno. El bien puede definirse como el objeto material o inmaterial 

susceptible de apropiación, aprovechable y con valor económico. La noción 

para  los  efectos  de  interpretar el delito de  robo  agravado  debe limitarse 

utilizando los conceptos del derecho privado, pero, necesariamente, 

adecuándolos a los límites, principios y  funciones  del Derecho  penal. Como 

advierte PEÑA CABRERA, para el ordenamiento jurídico penal el bien posee 

una  significación más amplia que la atribuida  por la norma civil. Los bienes 

transportables de  un lugar a otro, movidos por sí mismos,   o   por   fuerzas 

externas,   son   muebles   para  la  ley  penal,  de  suerte  que,  inclusive,  los 

inmuebles por accesión  y los de carácter representativo  están  involucrados 

dentro del  concepto penal del bien mueble. (Rodríguez, Citado por FLORES,
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2016, p. 169) 
 

 
 

c)         Sustracción del bien del lugar donde se encuentra 
 

 

FLORES, (2016): “El apoderamiento se logra mediante la sustracción del bien del 

lugar donde se  encuentra.  Por la sustracción violenta o con amenazas se consuma el 

robo” (p. 169). 

 
 

FLORES, (2016): “El robo agravado se perfecciona con la sustracción violenta, con 

amenazas y concurriendo, además, las circunstancias agravantes previstas en el art. 189 

del C.P.” (p. 169). 

 

FLORES, (2016): 
 

 
 

La sustracción implica el quebrantamiento en el ámbito espacial de custodia o 

protección del bien ajeno. Al quebrantar este ámbito, el sujeto activo imposibilita 

que el   sujeto pasivo  siga  tentado  la  posibilidad  de  ejercer  sobre  el  bien 

mueble  los  actos  propios del dominio. Sin embargo, no basta el 

quebrantamiento de la custodia anterior, sino que, además,  el sustrayente debe 

constituir una nueva custodia o ámbito de disposición y vigilancia. (p. 169) 
 
 

“En el robo agravado, la sustracción significa alejar violentamente el bien de la esfera 

de custodia de la víctima, del lugar donde se encuentra el objeto material del delito. El 

lugar  donde  se  encuentra  debe  interpretarse  como  ámbito  de  custodia  del  sujeto 

pasivo” (Rodríguez, Citado por FLORES, 2016, pp. 169-170). 

 
 

d)         Empleo  de  violencia  contra  la  persona  o  amenaza  con  un  peligro 

inminente para su vida o integridad física 

 
Rodríguez, (Citado por FLORES, 2016): 

 

 
 

Jurídicamente  se  entiende  por  violencia la fuerza  en  virtud  de  la  cual  se 

priva  a  otra persona  del  libre  ejercicio  de  su  voluntad,  compeliéndolo  u 

obligándolo  material  o  moralmente a hacer o dejar de hacer lo que según 

su posibilidad tiene derecho a realizar o dejar de realizar. 
Cuando el artículo 189 del C.P. se refiere a la violencia contra la persona, se 
trata de  la  violencia física  (vis  absoluta),  y en  la  amenaza  a  la  violencia 
psicológica (vis compulsiva). En la violencia física el agresor imposibilita a la
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víctima para oponerse o resistirse a su dominio físico. El agresor impide los 

movimientos de rechazo del  agredido, le impone su fuerza corporal. 

Se representará la violencia física, por ejemplo, cuando para perpetrar el robo el 

agente  golpea con un madero la cabeza del sujeto pasivo. 
La violencia física debe preceder o ser concomitante con el apoderamiento 
que el sujeto activo hace de los bienes ajenos. 
Es un medio para consumar el robo agravado. 
La amenaza con un peligro inminente para la vida o integridad física de la 
víctima de robo agravado viene a ser la violencia psicológica o vis compulsiva. 
Se trata de una  intimidación o violencia moral que avasalla la voluntad de otra 
persona. 

Mediante la amenaza el sujeto activo coacciona al sujeto pasivo para que 

acceda  al desapoderamiento de los bienes muebles. También puede esgrimirse 

la amenaza para que la víctima no ofrezca resistencia u oposición al sujeto 

activo. (p. 170) 
 
 

Formas Agravadas 
 

 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

El  que se apodera ilegítimamente de  un bien  mueble total  o parcialmente 

ajeno,  para aprovecharse de él, sustrayéndolo del lugar en que se encuentra, 

empleando violencia   contra la persona o amenazándola con un peligro 

inminente para su vida o integridad  física será reprimido con pena privativa 

de libertad no menor de tres ni mayor de ocho años (Artículo 189). (p. 170) 
 
 

La pena será no menor de diez ni mayor de veinte años, si el robo es cometido: 

1. En casa habitada. 

2. Durante la noche o en lugar desolado. 

3. A mano armada. 

4. Con el concurso de dos o más personas. 

5. En cualquier medio de locomoción de transporte público o privado de 

pasajeros  o de carga. 

6. Fingiendo ser autoridad o servidor público o trabajador del sector privado o 

mostrando mandamiento falso de autoridad. 

7. En agravio de menores de edad o ancianos. 

La pena será no menor de veinte ni mayor de veinticinco años, si el robo es 

cometido: 

1. Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de la víctima. 

2. Con abuso de la incapacidad física o mental de la víctima o mediante el 

empleo de drogas y/o insumos químicos o fármacos contra la víctima. 

3. Colocando a la víctima o a su familia en grave situación económica. 

4. Sobre bienes de valor científico o que integren el patrimonio cultural de la 

nación.  La pena será de cadena perpetua cuando el agente actúe en calidad 

de integrante de una organización delictiva o banda, o si como consecuencia
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del hecho se produce la muerte de la víctima o se le causa lesiones graves a su 

integridad física o mental. (pp. 170-171) 
 

 
 

MARCO CONCEPTUAL 
 

Abogado de oficio: Jurista asignado por el juez a una parte, ordinariamente por 

su falta de recursos económicos (Diccionario de la Real Academia Española, s.f.) 

Acción: En materia penal, es la “conducta humana por la que se exterioriza la voluntad 

del agente  en la ejecución  de un  delito;  puede darse por medio  de un  hacer, es 

decir, desarrollando una actividad, constituyéndose un delito comisivo (por ejemplo, 

robar), o por medio de una omisión”; en materia procesal, se conceptualiza como 

el “Derecho público subjetivo y autónomo por el cual la persona tiene la facultad 

de recurrir a la autoridad judicial para que se declare la existencia de un derecho y/o 

preste su auxilio  a su ejercicio coactivo” (Diccionario Jurídico del Poder Judicial de 

Perú, s.f.) 

Bien jurídico: concepto que presenta particular importancia en el ámbito del Derecho 

penal,  porque  cada  uno de  los  delitos  se  entiende  que  atenta  contra  el bien  que 

la legislación protege: vida, propiedad, familia, honestidad, honor, seguridad nacional, 

administración pública, etc.; pero, en la doctrina existen profundas diferencias acerca 

de cuál sea el bien jurídico protegido frente a la comisión de los delitos o de algunos 

de ellos (Cabanellas, 1998). 

Calidad: Propiedad o conjunto de propiedades inherentes a algo, que permiten juzgar 

su valor (Diccionario de la Real Academia Español, 2013) 

Derecho fundamental: Conjunto básico de facultades y libertades garantizadas 

judicialmente que la constitución reconoce a los ciudadanos de un país determinado 

(Diccionario Jurídico del Poder Judicial de Perú, s.f.). 

Dictamen pericial: “… es el acto procesal realizado por el perito por medio del 

cual,  previa  descripción  de  la  persona,  cosa  o  hechos  examinados,  relaciona 

detalladamente las  operaciones practicadas, sus resultados y conclusiones que de ellos 

deriven, conforme a los principios de su ciencia arte o técnica” (Godoy, 2006, p. 28). 

Distrito judicial: Parte de un territorio en donde un juez o tribunal ejerce jurisdicción 

(Diccionario Jurídico del Poder Judicial de Perú, s.f.). 

Expediente: (Derecho procesal) Es el conjunto de escritos, actas y resoluciones donde 

se encuentran consignados todos los actos procesales realizados en un proceso, los
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cuales son ordenados  según la secuencia de su realización en  folios  debidamente 

numerados correlativamente (Diccionario Jurídico del Poder Judicial de Perú, s.f.). 

Habitualidad: “En el Derecho penal se entiende la habitualidad como la comisión 

reiterada de delitos, usualmente los mismos. En su acepción legal, la habitualidad 

implica la reiteración de más de tres delitos, en tiempos diversos e independientes unos 

de otros” (Expediente N° 0014-2006-PI/TC, 2007, Fundamento 48). 

Juez Natural: Es la constitución del órgano judicial competente para conocer de un 

litio  con anterioridad a los hechos que se enjuician por medio de una ley y de forma 

invariable y plena (Diccionario Jurídico del Poder Judicial de Perú, s.f.). 

Parámetro: Dato o factor que se  toma como necesario para analizar o valorar  una 

situación (Diccionario de la Real Academia Española, 2013). 

Perito: Persona reconocida por su conocimiento  de un arte u  oficio, cuya opinión 

orienta al juez (Diccionario Jurídico del Poder Judicial de Perú, s.f.). 

Reincidencia:  “… la reincidencia  constituye una circunstancia  específica en que  se 

halla una persona a la que se le imputa la comisión de un delito y que abre espacio para 

la  valoración de sus conductas anteriores, con miras a determinar la graduación de  las 

penas. (…) Así, la reincidencia es una situación fáctica consistente en la comisión  de 

un  delito en un  momento  en  el cual el  actor  ha  experimentado,  previamente,  una 

sanción por  la  comisión de uno  anterior” (Expediente N° 0014-2006-PI/TC, 2007, 

Fundamento 17). 

Responsabilidad Penal: Capacidad de un ser humano de reconocer lo prohibido de 

su acción culpable, pudiendo a través de este entendimiento determinar los límites y 

efectos de esta voluntad (Diccionario Jurídico del Poder Judicial de Perú, s.f.). 

Seguridad jurídica:  (Teoría General  del Derecho)  Garantías de  estabilidad en el 

tráfico  jurídico,  permite  el  libre  desenvolvimiento de  los  particulares,  desterrando 

la inhibición por incertidumbre. / Respeto a las normas establecidas por parte de la 

autoridad, sujetándose a la normatividad. /  Imparcialidad, rectitud e independencia 

del poder judicial en el desempeño de sus funciones (Diccionario Jurídico del Poder 

Judicial 

Voluntad: Facultad de decidir y ordenar la propia conducta (Diccionario de la  Real 
 

Academia Española, 2013)
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HIPÓTESIS 
 

El proceso judicial sobre Robo Agravado N° 01066-2016-0-3101; Juzgado penal 

colegiado supra provincial de Piura, perteneciente al Distrito Judicial de Piura, 

2018. 2018, evidenciará las siguientes características: El cumplimiento de plazos en 

el proceso  judicial en estudio, la claridad de las resoluciones, la congruencia de los 

medios probatorios admitidos con las pretensiones   planteadas y los puntos 

controvertidos establecidos, en el proceso judicial en estudio, la congruencia de los 

medios probatorios  admitidos con la(s) pretensión(es) planteadas  y los  puntos 

controvertidos establecidos, en las sentencias de primera y segunda instancia en 

estudio



 

 
METODOLOGIA 

 

 

4.1       Tipo y nivel de la investigación 
 

 
4.1.1 Tipo de investigación. 

 

La investigación será de tipo cuantitativa – cualitativa (Mixta). 
 

 
4.1.1.1 Cuantitativa. Cuando la investigación se inicia con el planteamiento de un 

problema  de   investigación,   delimitado   y  concreto;   se   ocupa   de   aspectos 

específicos  externos  del objeto de estudio y el marco teórico que guía la 

investigación es elaborado sobre la base de la revisión de la literatura (Hernández, 

Fernández & Batista, 2010). 

 

En ésta propuesta de investigación se evidenciará el perfil cuantitativo; porque, se 

inicia con un problema de investigación especificado, habrá uso intenso de la revisión 

de la literatura; que facilitó la formulación del problema, los objetivos y la hipótesis 

de investigación; la operacionalización de la variable; el plan de recolección  de datos 

y análisis de los resultados. 

 

4.1.1.2 Cualitativa. Cuando la investigación se  fundamenta en  una perspectiva 

interpretativa centrada en el entendimiento del significado de las acciones, sobre 

todo de lo humano (Hernández, Fernández & Batista, 2010). 

El perfil cualitativo del proyecto, se evidenciará en la simultánea concurrencia del 

análisis  y la  recolección,  porque  son  actividades  necesarias  para  identificar  los 

indicadores  de  la  variable. Además;  el  proceso  judicial (objeto  de estudio) es  un 

producto del accionar humano, que están evidenciados en el desarrollo del proceso 

judicial, donde hay interacción  de los sujetos del proceso buscando la controversia 

planteada;  por  lo  tanto, para  analizar  los  resultados se aplicará la  hermenéutica 

(interpretación) basada en la literatura especializada desarrollada en las bases teóricas 

de la investigación, sus actividades centrales serán: a)  sumersión al contexto 

perteneciente al  proceso judicial  (para asegurar el acercamiento al  fenómeno y,  b) 

Ingresar  a  los  compartimentos que  componen al  proceso judicial, recorrerlos 

palmariamente  para  reconocer  en  su  contenido  los  datos  correspondientes  a los 

indicadores de la variable.



 

 

En síntesis, según Hernández, Fernández y Batista, (2010) la investigación cuantitativa 
 

–    cualitativa  (mixta)  “(…)  implica  un  proceso  de   recolección,  análisis   y 

vinculación  de datos cuantitativos y cualitativos en un mismo estudio o una serie 

de  investigaciones para  responder  a  un  planteamiento  del  problema”  (p.  544). 

En  el  presente trabajo, la  variable en  estudio  tiene  indicadores  cuantificables; 

porque son aspectos que deben manifestarse en distintas etapas del desarrollo del 

proceso  judicial (claridad,  cumplimiento  de plazos  y congruencia); por lo tanto 

pueden  cuantificarse y a su vez interpretarse de acuerdo a las bases teóricas para 

facilitar la  obtención de las características del fenómeno estudiado. 

 

4.2 Nivel de investigación. 
 

El nivel de la investigación será exploratoria y descriptiva. 
 

 

4.2.1 Exploratoria.  Cuando  la  investigación  se  aproxima y explora  contextos 

poco estudiados; además la revisión de la literatura revela pocos estudios respecto 

a las características del objeto de estudio (procesos judiciales) y la intención es 

indagar nuevas perspectivas. (Hernández, Fernández & Batista, 2010). 

 

Respecto al objeto de estudio, no es viable afirmar que se agotó el conocimiento respecto 

a la caracterización de procesos judiciales reales, y si bien, se insertaron antecedentes 

estos, son  próximos  a la variable que se propone estudiar en  el presente trabajo, 

además será de naturaleza hermenéutica. 

 

4.2.2  Descriptiva. Cuando la investigación describe propiedades o características 

del objeto  de  estudio;  en  otros  términos,  la  meta  del  investigador(a)  consiste 

en  describir  el fenómeno;  basada en la detección de características específicas. 

Además,  la recolección  de  la información sobre la variable y sus componentes, 

se manifiesta  de manera  independiente  y  conjunta, para luego ser sometido al 

análisis.  (Hernández, Fernández & Batista, 2010) 

 

En opinión de Mejía (2004) en las investigaciones descriptivas el fenómeno es sometido 

a un examen intenso, utilizando exhaustiva y permanentemente las bases teóricas para 

facilitar la identificación de las características existentes en él, para luego estar  en 

condiciones de definir su perfil y arribar a la determinación de la variable.



 

 

 
 

En la presente investigación, el nivel descriptivo, se evidenciará en diversas etapas: 1) 

en la  selección de la unidad de análisis (Expediente judicial, porque es elegido de 

acuerdo al perfil sugerido en la línea de investigación: proceso contencioso, concluido 

por  sentencia,   con interacción de ambas partes, con intervención mínima de dos 

órganos jurisdiccionales)  y 2) en la recolección y análisis  de los  datos, basada en 

la revisión de la literatura y orientados por los objetivos específicos. 

 
4.3        Diseño de la investigación 

 
4.3.1  No experimental. Cuando el fenómeno es estudiado conforme se manifestó 

en su contexto natural; en consecuencia los datos reflejarán la evolución natural de 

los eventos, ajeno a la voluntad de la investigador (Hernández, Fernández & Batista, 

2010). 
 

4.3.2 Retrospectiva. Cuando la planificación y recolección de datos comprende un 

fenómeno ocurrido en el pasado (Hernández, Fernández & Batista, 2010). 

4.3.3 Transversal.  Cuando la recolección de datos para determinar la variable, 

proviene de un fenómeno cuya versión pertenece a  un momento específico del 

desarrollo del tiempo (Supo, 2012; Hernández, Fernández & Batista, 2010). 

En el presente estudio, no habrá manipulación de la variable; por el contrario las técnicas 

de la observación y análisis de contenido se aplicará al fenómeno en su estado normal, 

conforme se manifestó por única vez en un tiempo pasado. Los datos serán recolectados 

de su contexto natural, que se encuentran registrados en la base documental  de la 

investigación (expediente judicial) que contiene al objeto de estudio (proceso judicial) 

que se trata de un fenómeno acontecido en un lugar y tiempo específico pasado. El 

proceso judicial, es un producto del accionar humano quien premunido de facultades 

otorgados  por  la  ley interactúa en un contexto específico de   tiempo  y  espacio, 

básicamente son  actividades que quedaron registrados en un documento (expediente 

judicial). 

 

Por lo expuesto, el estudio será no experimental, transversal y retrospectivo. 
 

4.4 Unidad de análisis 
 

En opinión de Centty, (20006): “Son los elementos en los que recae la obtención



 

 

de información y que deben de ser definidos con propiedad, es decir precisar, a quien 

o a quienes se va a aplicar la muestra para efectos de obtener la información” (p.69). 

 

Las unidades de análisis pueden escogerse aplicando los procedimientos probabilísticos 

y los no probabilísticos. En el presente estudio se utilizó el procedimiento no 

probabilístico; es decir, aquellas que “(…) no utilizan la ley del azar ni el cálculo de 

probabilidades (…). El muestreo no probabilístico asume varias formas: el muestreo 

por juicio o criterio del investigador, el  muestreo  por cuota  y muestreo  accidental 

(Arista, 1984; citado por Ñaupas, Mejía, Novoa, y Villagómez, 2013; p. 211). 

 

En el presente trabajo la selección de la unidad análisis se realiza mediante muestreo 

no  probabilístico (muestreo intencional) respecto al cual Arias (1999) precisa “es la 

selección de los elementos con base en criterios o juicios del investigador” (p.24). En 

aplicación de lo sugerido por la línea de investigación, la unidad de análisis es un 

expediente  judicial,  que registra un proceso contencioso, con interacción de ambas 

partes,  concluido  por  sentencia,   y   con participación mínima de    dos    órganos 

jurisdiccionales, su pre existencia se acredita con la inserción de datos preliminares 

de la sentencia sin especificar la identidad de los sujetos del proceso (se les asigna 

un código) para asegurar el anonimato, se inserta como anexo 1. 

 

Respecto a la variable, en opinión de Centty (2006, p. 64): 
 

“Las variables son características, atributos que permiten distinguir un hecho o 

fenómeno  de  otro  (Persona,  objeto,  población,  en   general  de  un   Objeto  de 

Investigación o análisis), con la finalidad de poder ser analizados  y cuantificados, 

las variables son un Recurso Metodológico, que el investigador utiliza para separar  o 

aislar   los   partes   del   todo   y  tener   la   comodidad   para   poder   manejarlas   e 

implementarlas de manera adecuada”. 

En el presente trabajo la variable será la caracterización del proceso judicial de Robo 
 

Agravado. 
 

Respecto a los indicadores de la variable, Centty (2006, p. 66) expone: 
 

Son unidades empíricas de análisis más elementales por cuanto se deducen de las 

variables y ayudan a que estas empiecen a ser demostradas primero empíricamente 

y después como reflexión teórica; los indicadores facilitan la recolección de 

información, pero también demuestran la objetividad y veracidad de la información



 

 

obtenida, de tal manera significan el eslabón principal entre las hipótesis, sus variables 

y su demostración. 

Por su parte, Ñaupas, Mejía, Novoa y Villagómez, (2013) refieren: “los indicadores 

son manifestaciones visibles u observables del fenómeno” (p. 162). 

En el presente trabajo, los indicadores son aspectos susceptibles de ser reconocidos 

en el interior del  proceso judicial, son  de naturaleza fundamental en  el  desarrollo 

procesal, prevista en el marco constitucional y legal. 

 

En el cuadro siguiente se observa: la definición y operacionalización de la variable 

del proyecto 

 
 

Cuadro 1. Definición y operacionalización de la variable en estudio 
 

Objeto de 
estudio 

Variable Indicadores Instrumento 

Proceso      judicial 
Recurso físico que 
registra                la 
interacción  de  los 
sujetos del proceso 
con el propósito de 
resolver            una 
controversia 

Caracterización del 
proceso 
Atributos 

peculiares del 

proceso judicial en 

estudio, que lo 

distingue claramente 

de los demás. 

1.- Cumplimiento de plazos, en el 
proceso judicial en estudio. 
2.- Claridad de las resoluciones, en el 
proceso judicial en estudio. 
3.- Congruencia de los puntos 
controvertidos con la posición de las 
partes, en el proceso judicial en estudio. 
4.- La congruencia de los medios 
probatorios admitidos con la(s) 

pretensión(es) planteadas y los puntos 

controvertidos establecidos, en el 

proceso judicial en estudio. 

Guía De Observación 

 

4.5. Técnicas e instrumento de recolección de datos 
 

Para el recojo de datos se aplicaran las técnicas de la observación: punto de 

partida  del  conocimiento, contemplación detenida y sistemática, y el análisis 

de contenido: punto de partida de la lectura, y para que ésta sea científica debe 

ser total y completa;  no basta  captar el sentido superficial o manifiesto de un 

texto sino llegar a su contenido   profundo y latente (Ñaupas, Mejía, Novoa y 

Villagómez, Citados por FLORES, 2016, p. 186). 
 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

Ambas  técnicas  se  aplicarán  en  diferentes  etapas  de  la  elaboración  del 

estudio:  en la  detección  y descripción  de  la  realidad  problemática;  en  la 

detección del problema  de investigación; en el reconocimiento del perfil del



 

 

proceso judicial; en la  interpretación del contenido del proceso judicial; en 

la recolección de datos, en el  análisis de los resultados, respectivamente. 

 
FLORES, (2016): 

 

 
 

Respecto al instrumento: es el medio a través del cual se obtendrá la información 

relevante sobre la variable en estudio. Uno de ellos es la lista de cotejo y se trata 

de un instrumento estructurado que registra la ausencia o presencia de un 

determinado rasgo, conducta o secuencia de acciones. La lista de cotejo se 

caracteriza por ser dicotómica, es decir, que acepta solo dos alternativas: si, no; 

lo logra, o no lo logra, presente o ausente; entre otros (SENCE – Ministerio del 

Trabajo y Previsión Social, 2do y 4to párrafo) 
 

 
 

FLORES, (2016): 
 
 
 

En la presente investigación se utilizó un instrumento denominado lista de cotejo 

(anexo 3), éste se elaboró en base a la revisión de la literatura; fue validado, 

mediante juicio de expertos (Valderrama, s.f) que consiste en la revisión de 

contenido y forma efectuada por profesionales expertos en un determinado 

tema. El instrumento presenta los indicadores de la variable; es decir, los 

criterios o ítems a recolectar en el texto de las sentencias; se trata de un conjunto 

de parámetros de calidad, preestablecidos en la línea de investigación, para ser 

aplicados a nivel pre grado. 

. 
 

4.6. Procedimiento de recolección y, plan de análisis de datos 
 
 

FLORES, (2016): 

 
Es un diseño establecido para la línea de investigación se inicia con la 

presentación de pautas para recoger los datos, se orienta por la estructura de la 

sentencia y los objetivos específicos trazados para la investigación; su aplicación 

implica utilizar las técnicas de la observación y el análisis de contenido y el 

instrumento llamado lista de cotejo, usando a su vez, las bases teóricas para 

asegurar la asertividad en la identificación de los datos buscados en el texto de 

las sentencias. (p. 187) 
 
 
 

 
4.6.1.   La primera etapa. 

 

 
 

FLORES,  (2016):  “Fue  una  actividad  abierta  y   exploratoria,  para  asegurar  la 

aproximación  gradual  y   reflexiva al fenómeno, orientada por los objetivos de la



 

 

investigación y cada momento  de revisión  y comprensión será conquista; un logro 

basado en la observación  y el  análisis.  En esta fase se concreta, el contacto inicial 

con la recolección de datos” (p. 187). 

 
 
 

 
4.6.2.   Segunda etapa. 

 

 

FLORES, (2016): “También fue una actividad, pero más sistémica que la anterior, 

técnicamente   en términos   de recolección de datos, igualmente, orientada por los 

objetivos y la revisión  permanente  de las bases teóricas para facilitar la identificación 

e interpretación de los  datos” (p. 187). 

 
 

4.6.3.   La tercera etapa. 
 
 
 
 

FLORES, (2016):  “Igual que las anteriores,  fue una actividad; de naturaleza más 

consistente, fue un análisis sistemático, de carácter observacional, analítica, de nivel 

profundo orientada por los objetivos, donde hubo articulación entre los datos y la 

revisión de la literatura” (p. 188). 

 
 

FLORES, (2016): 
 

 
 

Estas actividades se evidenciaron desde el instante en que el investigador(a) 

aplicó la observación y el análisis en el objeto de estudio; es decir las sentencias, 

que resulta ser un fenómeno acontecido en un momento exacto del decurso del 

tiempo, lo cual quedó documentado en el expediente judicial; es decir, en la 

unidad de análisis, como es natural a la primera revisión la intención no es 

precisamente recoger datos; sino, reconocer, explorar su contenido, apoyado en 

las bases teóricas que conforman la revisión de la literatura. (p. 188) 
 
 
 

 

4.5      Matriz de consistencia lógica 
 

En  opinión  de  Ñaupas,  Mejía,  Novoa,  y  Villagómez,  (2013):  “La  matriz  de 

consistencia es  un  cuadro  de  resumen  presentado  en  forma  horizontal  con  cinco 

columnas  en la que  figura de manera panorámica los cinco elementos básicos del 

proyecto de investigación: problemas, objetivos, hipótesis, variables e indicadores, y



 

G/E PROBLEMA OBJETIVO HIPÓTESIS 

G
E

N
E

R
A

L
 

¿Cuál           es           la 

caracterización de 

proceso sobre rob 

agravado    N°    06303- 

2016-1-2001-JR-PE-0; 

Juzgado penal colegiado 

supra    provincial     de 

Piura,  perteneciente  al 

Distrito     Judicial     de 

Piura, 2018? 

Determinar caracterización 
del   proceso  sobre   robo 

o agravado N° 06303-2016- 
1-2001-JR-PE-0;  Juzgado 
penal     colegiado     supra 
provincial      de      Piura, 
perteneciente   al   Distrito 

Judicial de Piura, 2018 

El proceso judicial sobre Robo Agravad 

en   el  expediente  N°   06303-2016-1- 
2001-JR-PE-0;         Juzgado         pena 
colegiado   supra  provincial  de   Piura 
perteneciente  al   Distrito  Judicial  de 
Piura,  2018  Evidencia  las  siguientes 

características:  la  correlación  entre  l 

acusación fiscal  y  la  decisión  judicial 

las    condiciones   que   garantizan   e 

debido proceso, el cumplimiento  de lo 

plazos, la claridad de las resoluciones, l 

congruencia de los puntos controvertido 

con  la  posición    de     las  partes, 

congruencia de los medios  probatorio 

admitidos     con     la(s)  pretensión(es 

planteada y los puntos controvertidos. 

E
S

P
E

C
 

¿Se evidencia 
cumplimiento de plazos, 
en   las   sentencias   en 
estudio? 

¿Se evidencia cumplimiento 

de plazos, en las sentencia 

en estudio? 

¿Se evidencia cumplimiento de plazos, 
en las sentencias en estudio? 

¿Se  evidencia  claridad 

de  las  resoluciones,  en 

las  sentencias  en 

estudio? 

¿Se  evidencia  claridad  de 
las resoluciones, en la 
sentencias en estudio? 

¿Se     evidencia     claridad     de     la 
resoluciones,   en    las    sentencias   en 
estudio? 

 

 

la metodología” (p. 402). 
 

Por su parte, Campos (2010) expone: “Se presenta la matriz de consistencia lógica, 

en  una  forma  sintética,  con  sus  elementos  básicos,  de  modo  que  facilite  la 

comprensión de la coherencia interna que debe existir entre preguntas, objetivos e 

hipótesis de investigación” (p. 3). 

En el proyecto se utiliza el modelo básico suscrito por Campos (2010) al que se 

agregará el contenido de la hipótesis para asegurar la coherencia de sus respectivos 

contenidos. A continuación la matriz de consistencia de la presente investigación en 

su modelo básico. 

 
 
 
 

Cuadro2. Matriz de consistencia 

 
Título: Caracterización del proceso sobre Robo Agravado en el expediente N° 06303- 

2016-1-2001-JR-PE-0; Juzgado penal colegiado supra provincial de Piura, 

perteneciente al Distrito Judicial de Piura, 2018. 
 
 
 
 
 
 

o 
 
 
 
 

 
a 

 
 

 
a 

 

y



 

 ¿Se                  evidencia 

congruencia de  los 

puntos  controvertidos 

con la posición de las 

partes, en las sentencias 

en estudio? 

¿Se  evidencia  congruencia 
de los puntos controvertidos 
con la posición de las partes, 
en las sentencias en estudio? 

¿Se evidencia congruencia de los punto 
controvertidos con la posición de la 
partes, en las sentencias en estudio? 

¿Se                  evidencia 

congruencia de los 

medios probatorios 

admitidos con la(s) 

pretensión(es) 

planteadas y los puntos 

controvertidos 

establecidos,     en     las 

sentencias en estudio? 

¿Se  evidencia  congruencia 
de los medios probatorio 
admitidos con la(s) 
pretensión(es) planteadas y 
los puntos controvertidos 
establecidos,  en  la 
sentencias en estudio? 

¿Se evidencia congruencia de los medios 
probatorios      admitidos      con      la(s 
pretensión(es) planteadas y los  puntos 
controvertidos    establecidos,    en    las 
sentencias en estudio? 

 

 

s 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

4.6 Principios éticos 
 

Como quiera que los datos requirieron ser esclarecidos, el crítico análisis del objeto 

de estudio  (proceso  judicial)  se  realizó  conforme a los principios  éticos  básicos: 

objetividad, honestidad, respeto de los derechos de terceros, y relaciones de igualdad 

(Universidad de Celaya,  2011)  asumiendo  compromisos  éticos  antes,  durante  y 

después del proceso de investigación; para cumplir el principio de reserva, el respeto 

a la dignidad humana y el derecho a la intimidad (Abad y Morales, 2005). 

 
 
 

 
Con este fin, el suscrito suscribió una declaración de compromiso ético  para evitar 

t é r m i n o s agraviantes, difusión de los hechos judicializados y datos de la identidad 

de  los  sujetos  del  proceso,  habidos   en  la  unidad  de  análisis;  sin enervar   la 

originalidad   y veracidad del contenido de la investigación de conformidad al 

Reglamento  de  Registro  de  Grados  y Títulos  publicado  por  la  Superintendencia 

Nacional  de  Educación  Superior  Universitaria  (SUNEDU)  (El  Peruano,  8  de 

setiembre del 2016) Anexo 3



 

 

V. RESULTADOS 

4.1. Estos se encuentran estrictamente relacionado con los objetivos trazados 

a nivel de proyecto 
Cuadro 1. Respecto del cumplimiento de plazos 

 
Los plazos existentes en el proceso sobre Robo Agravado   N° 06303-2016-1-2001-JR-PE-0 ; 

Juzgado penal colegiado supra provincial de Piura, perteneciente al Distrito Judicial de Piura, 

fueron los siguientes: 

1.- Plazo de investigación preparatoria.- Desde los hechos materia del delito ocurridos el 23 

de   Abril del 2016;  acta de intervención ocurrida el 23 de Abril  del 2016; y requerimiento de 

acusación del 167/06/2016. 

2.- Fase intermedia.- Desde el control de acusación 24/04/2016 al 

12/08/2016/ 
 

3.- Juicio Oral del 02/04/2016 al 23/06/2016 

4. Sentencia: 14/02/17 
 
 

Cuadro 2. Respecto de la claridad de las resoluciones 
 

Las resoluciones del proceso y sobre todo las sentencias.- su contenido del lenguaje no excede 

ni  abusa  del  uso  de  tecnicismos,  tampoco  de  lenguas  extranjeras,  ni  viejos  tópicos, 

argumentos   retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique  las expresiones ofrecidas 

 
ENUNCIACION DE LOS HECHOS Y CIRCUNSTANCIAS OBJETO DE LA 

ACUSACION DEL MINISTERIO PÚBLICO. – 

 

 
 Lo hechos objeto de acusación se remonta al día 23 de abril de 2016, 

aproximadamente  a las horas 15:00 horas en circunstancias que el agraviado B 

llego a la localidad  de  Tambogrande, procedente de la ciudad de Cieneguillo - 

Sullana, habiéndose bajado a   la altura del mercado de Tambogrande se dirigió 

hacia un Kiosko de venta de CDS a fin de encargar su mochila, para proceder a 

dirigirse a la parte posterior del mercado  lugar al que se le conoce como la feria 

del mango con intención de comprarle ropa a su   sobrino para lo cual encontró 

dicho lugar cerrado, por lo procedió a retirarse saliendo  por la ferretería “ENA 

CRISTINA). En dicho lugar fue interceptado por dos sujetos,  uno que vestía 

bividi color plomo y el otro polo color blanco, siendo así que le sujeto que vestía 

bividi color plomo se dirigió hacia el agraviado increpándole con groserías   él 

porque había hablado mal de él, para luego proceder a arrogarle piedras, al ver esta 

situación el agraviado opto por correrse, siendo que en esa circunstancia, le cae una 

piedra en la espalda  y B se agacho siendo que en dicho momento tropezó y 

cayó, circunstancia que fue aprovechada por los imputados quienes procedieron a 

golpearlo  con patadas y puñetes en el rostro. En ese momento el sujeto que 

vestía bividi color  plomo, extrae del bolsillo derecho del pantalón del agraviado 

su teléfono celular color  blanco, marca LG, además de su billetera la cual contenía 

la suma de S/ 185.00 (ciento ochenta y cinco soles), así como diversos documentos 

personales entre ellos su DNI, para luego de cometidos los hechos proceder dichos 

sujetos a darse a la fuga. Agrega la tesis fiscal, que el agraviado al ver que estos 

sujetos huían procedió a lanzarles piedras sin embargo no les cayo, no obstante 

 



 

 

en ese momento el sujeto que vestía  polo color  blanco  se volteó y lo amenazo 

que no continúe lanzándole piedras, luego de  esto ambos sujetos subieron a una 

mototaxi en la que procedieron a darse a la fuga,  posteriormente  el  agraviado 

acudió en busca de ayuda, para lo cual con el apoyo  de una mototaxi recorrió 

las calles de Tambogrande logrando encontrar a los   imputados a la altura de 

ENOSA,  acudiendo  en  busca  de  personal  policial  ,  logrando   hallar  a   dos 

efectivos policiales, los cuales emprendieron la persecución de dichos sujetos, es 

en dicha circunstancia que del vehículo en que transportaban a los imputados 

se lanzó  al  pavimento  un  celular  blanco,  el  mismo  que  el  agraviado  ha 

reconocido como de su propiedad, siendo así intervenidos por los dos efectivos 

y conducidos a la dependencia policial para la realización de las diligencias de 

ley.  Una  vez  en  dicha  dependencia policial  se  identificó  a  los  investigados 

como  A1,  sujeto que  vestía polo  color  blanco  (que  portaba  la  cantidad  de 

S/90.00 noventa soles) y A2, quien vestía bividi color plomo (el que portaba la 

cantidad de S/8.50, ocho soles con cincuenta céntimos) refiriendo que no contaba 

con la billetera, sin embargo al realizarse el registro vehicular a la mototaxi se halló 

en el asiento posterior  la suma de S/80.00 soles. 
 
 

Cuadro 3 Respecto a la congruencia de los medios probatorios admitidos con las 

pretensiones   planteadas y los puntos controvertidos establecidos, en el proceso 

judicial en estudio 
 

El Ministerio Publico subsume la conducta materia de imputación en el tipo 

base  (robo),  previsto  en  el  Artículo  188º  del  código  Penal,  y la  agravante 

establecida  en  el  primer párrafo , inciso 4) del Artículo 189º del citado cuerpo 

normativo (con el  concurso por dos o más personas), cuya pena será no menor 

de 12 ni mayor de 20 años. Establece que los acusados A1 y A2 son coautores 

de Robo  Agravado, por lo que solicita se le imponga DOCE AÑOS DE PENA 

PRIVATIVA DE LIBERTAD EFECTIVA. Solicita como reparación civil, el 

monto de S/ 1,000.000 a favor de B, que deberá ser cancelada por los acusados. 
 
 

Pretensión  de  la  Defensa  de  A2.- Indica  que  su  patrocinado  no  perpetro 

ningún delito de robo agravado y lo que en realidad ocurrió el día 23 de abril de 

2016, fue una discusión entre el imputado A1 y el agraviado B, por la relación 

sentimental  que este último tendría con la prima del acusado C.C, de nombre 

A.N.C, siendo así que  el  propio  agraviado  durante  la  etapa  de  investigación 

preparatoria  refirió y descarto que se haya cometido delito de robo agravado, 

y que si en un inicio el ciudadano B había señalado el delito de imputación 

contra  los  acusados  fue  por  motivo de venganza y de cólera por las agresiones 

físicas que sufrió el día de los hechos. 

Pretensión de la Defensa de A1.- Señala que demostrara que su patrocinado no es 

el autor ni responsable de los hechos ocurridos el día 23 de abril de 2016, ya que 

ese día las 15:00 horas aproximadamente su patrocinado se encontró casualmente 

con el presunto agraviado originándose una discusión entre ellos la cual termino 

en una  pelea callejera, resultando herido el agraviado, solicitando la absolución 

de su  patrocinado. 
 

.



 

 

Cuadro 4. Respecto de la congruencia de los medios probatorios admitidos con 

la(s)  pretensión(es) planteadas y los puntos controvertidos establecidos 

 
DEBATE  PROBATORIO:  En  el  debate  probatorio  se  han  actuado  medios 

de   prueba, donde   las partes procesales   han    participado   activamente, 

respetándose  las  garantías procesales, correspondiendo a la juzgadora, consignar 

la parte relevante o   más  importante  para  resolver  este  caso,  de  la  forma  tal 

que la convicción de la suscrita se concretizara tras la actuación probatoria, al 

haber tomado contacto directo con los mismos.



 

 

4.2.     Análisis de resultados 
 

 

Cuadro 1. Respecto del cumplimiento de plazos 
 
 

Bandrés, J. (1992) comenta que: 

El derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable se encuentra 

reconocido por el artículo 8.1º de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos (en adelante CADH), el cual señala que “toda persona tiene 

derecho a ser oída con las debidas garantías dentro de un plazo razonable”. 

A su turno, el Nuevo Código Procesal Penal – Decreto Legislativo Nº 957- 

establece en el artículo 1º de su Título Preliminar que “la justicia penal  

(…)  se imparte (…)  en un  plazo razonable”.  Estos dispositivos reflejan 

la indiscutible importancia del respeto y protección de este derecho como 

garantía del debido proceso. 

En tal sentido, resulta imperioso tener en claro lo que debe entenderse por 

plazo razonable, los elementos para su análisis, así como la interpretación 

y relevancia jurídica de este derecho en las diferentes etapas del proceso 

penal. La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

(en adelante Corte IDH), del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en 

adelante TEDH), así como del Tribunal Constitucional peruano (TC) 

brindan importantes consideraciones al respecto, cuyo estudio y análisis es 

indispensable para el mejor desempeño de la función fiscal. 
 

 

Cuadro 2. Respecto de la claridad de las resoluciones 

 
León, R. (2008) manifiesta que: 

Una resolución jurídica, sea administrativa o judicial, pone fin a un 

conflicto mediante una decisión fundamentada en el orden legal vigente. 

Para que la decisión sea racional  y razonable requiere desarrollar los 

argumentos que sirven de base para justificar la decisión tomada. Ello 

implica, primero, establecer los hechos materia de controversia para 

desarrollar luego la base normativa del raciocinio que permita calificar tales 

hechos de acuerdo a las normas pertinentes. En materia de control 

disciplinario, si los hechos califican en dichas normas, la decisión será por 

encontrar responsabilidad disciplinaria. Si los hechos no califican en las 

normas convocadas, la decisión desestimará la atribución de una falta de 

disciplina profesional. 

De  igual  forma,  en  materia  de decisiones  legales,  se  cuenta  con  una 

estructura tripartita para la redacción de decisiones: la parte expositiva, la 

parte considerativa y la parte resolutiva. Tradicionalmente, se ha 

identificado con una palabra inicial a cada parte: VISTOS (parte expositiva 

en la que se plantea el estado del proceso y cuál es el problema a dilucidar),



 

 

CONSIDERANDO (parte considerativa, en la que se analiza el problema) 

y SE RESUELVE (parte resolutiva en la que se adopta una decisión). Como 

se ve, esta estructura tradicional corresponde a un método racional de toma 

de decisiones y puede seguir siendo de utilidad, actualizando el lenguaje a 

los usos que hoy se le dan a las palabras. 
 
 

 

Cuadro 3. Respecto de la congruencia de los puntos controvertidos con la posición de 

las partes 

Rioja, A (2013) sostiene que: 

Los puntos controvertidos representan o grafican el encuentro frontal de la 

posición de las partes en un proceso, permiten al juzgador establecer cuáles 

serán los medios probatorios necesarios para resolver el conflicto de 

intereses rechazando aquellos que no cumplen los requisitos; lo que además 

permite determinar que exista congruencia entre lo controvertido en el 

proceso que es materia de conflicto y lo resuelto en la sentencia por el Juez, 

de tal suerte que fijar los puntos controvertidos debe considerarse como un 

aspecto de trascendental importancia en el desarrollo de un proceso, al ser 

el puente entre la pretensión de las partes y la decisión judicial (sentencia). 

 
Cuadro 4. Respecto de la congruencia de los medios probatorios admitidos con la(s) 

pretensión(es) planteadas y los puntos controvertidos establecidos: 
 

 

Bramont-Arias (1995) refiere que: en general, para la posición clásica el principio 

acusatorio estaba condensado en el aforismo nemo iudex sine actore, lo cual se 

traducía puramente en la necesidad de que el proceso penal o juicio oral se iniciara 

a instancia de parte o por órgano público acusador, y éste era el principio que 

proyectado a la relación acusación-sentencia servía de base para justificar el deber 

de correlación, entendido como el deber del juez de mantenerse en su sentencia 

dentro del objeto del proceso introducido por el acusador. Sin embargo, no se 

consideraba especialmente y en toda su dimensión la función que podía cumplir el 

derecho de defensa y principio de contradicción en el condicionamiento de los 

poderes de aplicación del Derecho y del ius puniendi. Por ello el juez quedaba 

habilitado para calificar jurídicamente los hechos con entera libertad. (p. 296). 

Descripción legal.- Este principio tiene su sustento normativo en el inciso 1 del 

artículo 285-A del Código de Procedimientos Penales, el que prescribe: "La 

sentencia condenatoria no podrá sobrepasar el hecho y las circunstancias fijadas en 

la acusación y materia del auto de enjuiciamiento o, en su caso, en la acusación 

complementaria a que hace referencia el artículo 283". 
 

Por otra parte San Martín Castro (2011), considera que este principio surge de los 

mandatos constitucionales establecidos en: a) el derecho fundamental de defensa 

en juicio (art. 139, inc. 14 de la Constitución Política del Perú), que impide 

válidamente que el juez resuelva sobre algo que no ha sido objeto de contradicción; 

b) el derecho a ser informado de la acusación (art. 139 inc. 15 de la Constitución),



 

 

que es previo al anterior pues la contradicción efectiva requiere el previo 

conocimiento de los cargos, sobre los cuales se ha de estructurar la defensa; y, c) el 

derecho a un debido proceso (art. 139, inc. 3 de la Constitución Política). 
 
 
 

 
VI. CONCLUSIONES 
Se concluyó que la caracterización del proceso sobre robo agravado N° 06303-2016- 

 

1-2001-JR-PE-0; Juzgado penal colegiado supra provincial de Piura, perteneciente al 
 

Distrito Judicial de Piura, 2018. 
 

1. Se evidenció el cumplimiento de plazos, en el proceso judicial en estudio, si cumple 
 

(cuadro 1). 
 

2. Se evidenció la claridad de las resoluciones, en el proceso judicial en estudio, si 

cumple (cuadro 2). 

3. Se evidenció la congruencia de los puntos controvertidos con la posición de las 

partes 

4- Se evidenció la congruencia de los medios probatorios actuados con la(s) 

pretensión(es) planteada (s) por las partes, en el proceso judicial en estudio, si 

cumple (cuadro 4). 

1. Las  características  identificadas  son  de  suma  importancia  para  el  desarrollo, 

motivación, y dirección del proceso 

2.   En consecuencia la hipótesis general de la presente investigación fue corroborada 

al evidenciarse el cumplimiento de la variable de investigación denominada 

caracterización del proceso.



102
102
102 

 

 

 

REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS 
 

 

Abad, S. y Morales, J. (2005). El derecho de acceso a la información pública Privacidad 

de la    intimidad    personal    y    familiar.    En:    Gaceta    Jurídica.    LA 

CONSTITUCIÓN   COMENTADA.  Análisis   artículo   por   artículo.   Obra 

colectiva   escrita por 117 autores destacados del País. (pp.81-116). T-I. (1ra. 

Ed.). Lima. 

Arenas,  L. & Ramírez, B. (2009).  “La argumentación  jurídica en la  sentencia”. 
 

Recuperado de: www.eumed.net/rev/cccss/06/alrb.htm. 
 

Asencio, J. (2008) Prueba prohibida y prueba pre constituida en el proceso  penal. 
 

Inpeccp Fondo Editorial. Lima, pág. 8. 
 

Bacigalupo,   E.   (1999).   Derecho   Penal:  Parte  General.   (2da.   Ed.).  Madrid: 

Hamurabi. 

Bacigalupo,  E.  (2002).  Justicia  Pena  y derechos  fundamentales.  Marcial  Pons. 
 

Madrid. 
 

Balbuena, P., Díaz, L., Tena, F. (2008).  Los Principios fundamentales del Proceso 
 

Penal. Santo Domingo: Finjus. 
 

Barreto, J. (2006). La Responsabilidad Solidaria. Documento recuperado  de: 

http://lawiuris.com/2009/01/09/responsabilidad-solidaria/ Barton, B. 2002. 

Judicial Reform in Latin America. En http://www.ruf.rice.edu/~poli/ Newsand 

Events/UGRC2002/barton.pdf 

Bertot Yero, María Caridad. (2009) Curso de Profesores Vascos. La sentencia Penal en 
 

Cuba .p.2 
 

Binder, Alberto. Introducción al Derecho procesal penal.  Ad Hoc SRL.2da edición. 
 

Primera reimpresión. Argentina 2000. Pág. 245. 
 

Bonilla Sánchez Juan José (2010), Revista utopía. La Justicia Española 
 

Bramont, T. (1998). Manual de Derecho Penal – Parte Especial. Lima, Perú:  San 
 

Marcos. 
 

Burgos  V. (2002).  Tesis: El  proceso  penal  peruano:  una  investigación  sobre  su 

constitucionalidad. Lima-Perú. Recuperado de http://sisbib.unmsm. 

edu.pe/bibvirtualdata/tesis/human/burgos_m_v/cap3.pd   f 

Burgos, J.  (2010). La Administración  de  Justicia en  la España  del  XXI  (Ultimas

http://www.eumed.net/rev/cccss/06/alrb.htm
http://lawiuris.com/2009/01/09/responsabilidad-solidaria/
http://lawiuris.com/2009/01/09/responsabilidad-solidaria/
http://www.ruf.rice.edu/~poli/%20Newsand%20Events/UGRC2002/barton.pdf
http://www.ruf.rice.edu/~poli/%20Newsand%20Events/UGRC2002/barton.pdf
http://www.ruf.rice.edu/~poli/%20Newsand%20Events/UGRC2002/barton.pdf
http://sisbib.unmsm/
http://sisbib.unmsm.edu.pe/bibvirtualdata/tesis/human/burgos_m_v/cap3.pdf


103
103
103 

 

 

Reformas).       Recuperado       de       http://www.civilprocedurereview.com/ 
 

busca/baixa_arquivo.php?id=16&emb  edd ed=true (23.11.2013). 
 

Burgos J. (2010).La Administración de Justicia en la España del XXI (Ultimas 

Reformas). Recuperado                             de 

http://www.civilprocedurereview.com/busca/baixa_arquivo. php?id=16&emb 

edd ed=true (23.11.2013) 

Burgos, J. (2010).La Administración de Justicia en la España del XXI (Ultimas 

Reformas).Recuperado   de 

http://www.civilprocedurereview.com/busca/baixa_ arquivo.php?id=16&em 

bedd ed=true (23.11.2013) 

Bustamante, R. (2001). El derecho a probar como elemento de un proceso  justo. 
 

Lima: Ara. 
 

Cabrillo, F. (2009, 12 de enero). La reforma de la Administración de Justicia en Francia. 
 

Expansión. Recuperado de:  http://www.expansion.com/2009/01/12/funcion- 

publica/1231758907.html  (19-07-2015) 

Cafferata, J. (1998).  La Prueba en el Proceso Penal  (3ra Edición).Buenos Aires: 

DEPALMA 

Calderón,  A.   (2013).   Derecho   procesal   penal.   Desarrollo   con   precedentes 

judiciales  vinculantes, acuerdos plenarios de la  corte  suprema  y  últimas 

modificaciones. Lima, Perú: San Marcos. 

Calderón, A.  y Águila,  G.  (2011).  El AEIOU  del  derecho.  Modulo  penal. Lima- 

Perú. Editorial San Marcos E.I.R.L. Camerino: Trotta. 

Carrasco Espinach  Lourdes María. (2008) Casación, motivación  de   sentencia  y 

racionalidad. Revista Justicia y Derecho número 10, año 6, junio  2008. Pág. 

39. 
 

Casal,  J.  y Mateu,  E.  (2003).  En  Rev.  Epidem.  Med.  Prev.  1:  3-7.  Tipos  de 

Muestreo. CReSA. Centre de  Recerca en Sanitat Animal / Dep. Sanitat i 

Anatomia Animals,  Universitat Autónoma  de  Barcelona,  08193-Bellaterra, 

Barcelona. Recuperado en: 

http://minnie.uab.es/~veteri/21216/TiposMuestreo1.pdf . (23.11.2013) 

Chanamé,  R.  (2009).  Comentarios  a  la  Constitución.  (4ta.  Ed.).  Lima:  Jurista 
 

Editores.

http://www.civilprocedurereview.com/%20busca/baixa_arquivo.php?id=16&emb
http://www.civilprocedurereview.com/%20busca/baixa_arquivo.php?id=16&emb
http://www.civilprocedurereview.com/busca/baixa_arquivo.php?id=16&amp;amp%3Bembedd
http://www.civilprocedurereview.com/busca/baixa_arquivo.%20php?id=16&emb
http://www.civilprocedurereview.com/busca/baixa_arquivo.%20php?id=16&emb
http://www.civilprocedurereview.com/busca/baixa_arquivo.php?id=16&amp;amp%3Bembedd
http://www.civilprocedurereview.com/busca/baixa_%20arquivo.php?id=16&em
http://www.civilprocedurereview.com/busca/baixa_%20arquivo.php?id=16&em
http://www.civilprocedurereview.com/busca/baixa_arquivo.php?id=16&amp;amp%3Bembedd
http://www.civilprocedurereview.com/busca/baixa_arquivo.php?id=16&amp;amp%3Bembedd
http://www.expansion.com/2009/01/12/funcion-publica/1231758907.html
http://www.expansion.com/2009/01/12/funcion-publica/1231758907.html
http://www.expansion.com/2009/01/12/funcion-publica/1231758907.html
http://minnie.uab.es/~veteri/21216/TiposMuestreo1.pdf
http://minnie.uab.es/~veteri/21216/TiposMuestreo1.pdf


104
104
104 

 

 

Climent,   C.   (2005).   Tomo   I.   Segunda   Edición.   Editorial   Tirant   lo 
 

Blanch.Valencia. 
 

Cobo,  M.  (1999).  Derecho  penal.  Parte  general.  (5ta.  Ed.).  Valencia: Tirant  lo 
 

Blanch. 
 

Coloma,  R.,  Pino,  M.  &  Montesinos,  C.  (2009).  Fundamentación  de 

sentencias 

Colomer, I. (2003). La motivación de las sentencias: sus exigencias constitucionales y 

legales. Valencia: Tirant to Blanch. 

Córdoba, J. (1997). Culpabilidad y Pena. Barcelona: Bosch. 
 

Couture, E. (1958). Fundamentos del Derecho Procesal Civil. (3ra. Ed.). Buenos Aire: 

Depalma. 

Cubas,  V.  (2003).  El  Proceso  Penal.  Teoría  y  Práctica. Lima:  Perú:  Palestra 
 

Editores. 
 

Cubas, V. (2015). El nuevo Proceso Penal peruano. Teoría y   práctica su 

implementación. (2da. Ed.).Lima: Perú: Palestra Editores. 

Cubas,  V.  (2015).  El  nuevo  Proceso  Penal  peruano.   Teoría  y    práctica  su 

implementación. (2da. Ed.).Lima: Perú: Palestra Editores. 

Cubas, V. (2006). El proceso penal: Teoría y Jurisprudencia Constitucional. Perú: 

Palestra. 

Expediente N.° 4080-2004-AC/TC.  ICA.  De fecha,  28  de enero del  2005. Caso: 

MARIO FERNANDO RAMOS HOSTIA 

Fairen,  L.  (1992).  Teoría  General  del  Proceso.  México:  Universidad   Nacional 
 

Autónoma de México. 
 

Falcón, E. (1990). Tratado de la prueba. (Tom. II). Madrid: Astrea. 
 

Ferrajoli, L. (1995). Derecho y razón. Teoría del Garantismo Penal,   traducción de 
 

PerfectoAndrés Ibáñez y otros. Trotta, Madrid. 

Ferrer, B. (2007) Editorial Marcial Pons, Madrid, pág. 91 

Fix Zamudio, H. (1991). Derecho Procesal. México: Instituto de  Investigaciones 
 

Jurídicas. 
 

Fix,  H.  (1991).  Derecho  Procesal.  México:  Instituto  de  Investigaciones 
 

Jurídicas. 
 

Fontan  (1998).  Derecho  Penal:  Introducción  y  Parte  General.  Buenos  Aires:



105
105
105 

 

 

Formal  Como  Procedencia  Del  Recurso  de  Apelación  Especial  en el 

Proceso Penal   Guatemalteco.  (Tesis  para  titulación).   Guatemala: 

Universidad de San Carlos de Guatemala. 

Franciskovic I. (2002). Derecho Penal: Parte General, (3a ed.). Italia: Lamia. 

Frisancho, M. (2013). Manual para la Aplicación del Nuevo Código Procesal Penal. 

Lima: Rodhas 
 

Gaceta Jurídica. (2011). Vocabulario de uso judicial. Lima, Perú: El Búho. 

García,  P.  (2012).  Derecho  Penal: Parte  General.  (2da.  Ed.).  Lima: Jurista 

Editores 
 

García,  M.  (2003).  La reforma  de  la  administración  de justicia.  Lima:  Instituto 
 

Peruano de Economía. 
 

García, P. (2005). Naturaleza y Alcance de la Reparación Civil. 
 

Recuperado de: http://www.itaiusesto.com/revista/5_0506%20- %20Garcia%20Cavero 
 

.pdf 
 

García, P. (2012). La naturaleza y alcance de la reparación civil: A propósito  del 
 

Precedente vinculante establecido en la Ejecutoria Suprema R.N. 948.2005 
 

Junín. Eta Iuto Esto, 1-13. Recuperado de: http://www.itaiusesto.com/wp- 

content/uploads/2012/12/5_1-Garcia-Cavero.pdf (12.01.14). 

Garot, M. (2009). El Poder Judicial en China: ¿independiente y eficaz? Barcelona. IE 

Law School. Recuperado por: http://www.indret.com/pdf/629_es.pdf 

Gascón, M. (2004) Los hechos en el derecho. Bases argumentales de la  prueba. 
 

Segunda Edición. Editorial Marcial Pons. Madrid, pág. 157. 
 

Gimeno Sendra, Vicente (2004).Derecho Procesal Penal, Ed. Colex, Madrid, 

Gómez, A. (1994). La sentencia civil. (3ra. Edición). Barcelona: Bosch. 

Gómez, G. (2010). Código Penal – Código Procesal Penal y normas afines.  (17ª. 
 

Ed.)Lima: Rodhas. 
 

Gómez,  R  (2008).  Juez,  sentencia,  confección  y  motivación.  Recuperado   de: 

http://works.bepress.com/cgi/viewcontent.cgi?article=1007&context=derecho_ 

canonico 

Gonzáles, A.  (2006).  El  Principio  de  Correlación  entre Acusación  y   Sentencia, 

Departamento de Derecho Internacional y procesal: Laguna 

Gonzales, C. (2006). La Fundamentación de las sentencias y la sana critica.

http://www.itaiusesto.com/revista/5_0506%20-%20Garcia%20Cavero.pdf
http://www.itaiusesto.com/revista/5_0506%20-%20Garcia%20Cavero.pdf
http://www.itaiusesto.com/revista/5_0506%20-%20Garcia%20Cavero.pdf
http://www.itaiusesto.com/wp-
http://www.indret.com/pdf/629_es.pdf
http://works.bepress.com/cgi/viewcontent.cgi?article=1007&amp;amp%3Bcontext=dere
http://works.bepress.com/cgi/viewcontent.cgi?article=1007&amp;amp%3Bcontext=dere
http://works.bepress.com/cgi/viewcontent.cgi?article=1007&amp;amp%3Bcontext=dere


106
106
106 

 

 

Revista Chilena de Derecho. vol 33(01). p. 105. 
 

Hernández, R., Fernández, C. y Batista, P. (2010). Metodología de la Investigación. 

(5ta. Edición). México: Editorial Mc Graw Hill. 

Hinostroza,  A. (2004). Sujetos del Proceso Civil. (1ra. Edición).  Lima:   Gaceta 
 

Jurídica. 
 

Hurtado, J. (2005) Manual de Derecho penal. Parte general I. Idemsa. Lima. 
 

Jaén  Vallejo, Manuel. (1987).  La Presunción  de  inocencia  en la  jurisprudencia 

constitucional. Akal. Madrid. P 19. 

Jescheck, Hans-Heinrich (1981); Tratado de Derecho Penal. Parte General,  Vol I, 

traducción y adiciones de Derecho Español por S. Mir Puig y F. Muñoz Conde, 

Bosch, Barcelona. 

Jescheck, Hans-Heinrich (1981); Tratado de Derecho Penal. Parte General,  Vol I, 

traducción y adiciones de Derecho Español por S. Mir Puig y F. Muñoz Conde, 

Bosch,  Barcelona. Judiciales   y  atribución  de  calidad  epistémica  a  las 

declaraciones de testigos  en materia  procesal  penal.  Revista  de  derecho. 

Recuperado de: http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=173613294008I 

SSN0716-1883. Jurista Editores. (2015). Código Penal (Normas afines).Lima. 

Landa, C. (2012). El derecho al debido proceso en la jurisprudencia. Corte suprema 
 

Lenise, M., Quelopana, A., Compean, L. y Reséndiz, E. (2008). El diseño  en la 

investigación cualitativa. En: Lenise Do Prado, M., De Souza, M. y Carraro, 

T. Investigación cualitativa en enfermería: contexto  y bases  conceptuales. 

Serie PALTEX  Salud  y  Sociedad  2000  N°  9.  (pp.87-100). Washington: 

Organización Panamericana de la Salud 

León, R. (2008). Manual de Redacción de Resoluciones Judiciales. Lima. Acad 
 

Lex Jurídica (2012). Diccionario Jurídico On Line. Recuperado de: http 
 

Linares (2001). Enfoque Epistemológico de la Teoría Estándar de la Argumentación 
 

Jurídica. Recuperado de http://www.justicia   yderecho.org/revista2/artículos 
 

/ENFOQUE%20EPISTEM  OLOGICO%20Juan%20Linares.pdf 
 

López, E. (2011). Análisis jurídico-doctrinario para determinar la existencia de   un 

vacío legal entre los artículos 123 y 132 relativos a la portación ilegal de 

armas de fuego. Recuperado de: 

http://biblioteca.usac.edu.gt/tesis/04/04_8865.pdf

http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=173613294008I%20SSN0716-1883.
http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=173613294008I%20SSN0716-1883.
http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=173613294008I%20SSN0716-1883.
http://www.justicia/
http://biblioteca.usac.edu.gt/tesis/04/04_8865.pdf
http://biblioteca.usac.edu.gt/tesis/04/04_8865.pdf


107
107
107 

 

 

Machicado, J. (2009). Clasificación del Delito. Apuntes Jurídicos.  Recuperado de 

http://jorgemachicado.blogspot.com/2009/03/clasificacion-      del   delito.html 

#_Toc272917583  Maestría).   Recuperado   de:  http://biblioteca2.ucab.edu.ve 
 

/anexos/biblioteca/  marc/texto/AAQ1794.pdf 
 

Mejía J. (2004). Sobre la Investigación Cualitativa. Nuevos Conceptos y campos 

de desarrollo.                          Recuperado                          de: 

http://www.sisbib.unmsm.edu.pe/BibVirtualData/ 

publicaciones/inv_sociales/ N13_2004/a15.pdf. (23.11.2013) 
 

Mir Puig, Santiago. (2008). Derecho penal. Parte general. Barcelona. Reppertor. 

Mixán, F. (2005) Cuestiones epistemológicas y teoría de la investigación  de la 

prueba. Ediciones BLG, Trujillo. 
 

Monroy, J. (1996). Introducción al Proceso Civil. (Tom I). Colombia: Temis 
 

Montero Aroca, J. (2002). Derecho Jurisdiccional (10a ed.). Valencia: Tirant 

to Blanch. 

Montero, J. (2001). Derecho Jurisdiccional (10ma Edición). Valencia: Tirant 

to Blanch. 

Muñoz,   D.   (2014).   Constructos   propuestos   por   la   asesora   del   trabajo   de 

investigación en el IV    Taller de Investigación-Grupo-B-Sede-Central 

Chimbote – ULADECH Católica. 

Muñoz, F. (2003). Introducción al Derecho Penal. (2da Edición). Buenos  Aires 
 

Muñoz, F. (2007). Derecho Penal Parte General, Valencia. 
 

Neyra, J. (2010). Manual del Nuevo Derecho Procesal Penal, Teoría de la prueba. 

Novak, F. Las Garantías del Debido Proceso. Materiales de Enseñanza PUCP. 

1º ed. Octubre 1996. Pág. 71 
 

Núñez, C. (1981). La Acción Civil en el Proceso Penal. (2da. Ed.). Córdoba. 
 

Ñaupas,  H.;  Mejía, E.;  Novoa,  E.  y Villagómez, A.  (2013).  Metodología  de  la 

Investigación Científica y Elaboración de Tesis. (3ra. Edic.). Lima – Perú: 

Centro  de  Producción  Editorial  e  Imprenta  de  la   Universidad  Nacional 

Mayor de San Marcos. 

Omeba (2000), (Tomo III). Barcelona: Nava. 
 

Ossorio, M. (1996), Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales, Editorial 
 

Heliasta,

http://jorgemachicado.blogspot.com/2009/03/clasificacion-del
http://jorgemachicado.blogspot.com/2009/03/clasificacion-del
http://jorgemachicado.blogspot.com/2009/03/clasificacion-del
http://biblioteca2.ucab.edu.ve/
http://biblioteca2.ucab.edu.ve/anexos/biblioteca/%20marc/texto/AAQ1794.pdf
http://www.sisbib.unmsm.edu.pe/BibVirtualData/%20publicaciones/inv_sociales/
http://www.sisbib.unmsm.edu.pe/BibVirtualData/%20publicaciones/inv_sociales/
http://www.sisbib.unmsm.edu.pe/BibVirtualData/%20publicaciones/inv_sociales/


108
108
108 

 

 

Pasará, L. (2003). Como sentencian los jueces del D. F. en materia penal. México D. F.: 

CIDE. 

Pásara, L.  (s.f.)   (2010).  Tres   Claves de   Justicia   en   el   Perú. Recuperado   de 

http://www.justiciaviva.org.pe/blog/?p=1945. 

Peña, R. (1983). Tratado de Derecho Penal: Parte General (Vol. I) (3ra. Ed.). Lima: 

Grijley. 

Peña, R. (2002). Derecho Penal Parte Especial. Lima: Legales. 
 

Peña, R. (2011), Derecho Penal Parte General, Tomo II. Lima: editorial Moreno S.A. 

Peña, R. (2013). Manual de Derecho Procesal Penal Tratado de Derecho  (3ra. 

Ed.).Lima: Legales. 
 

Perú, Corte Suprema. Sentencia recaída en el R. N. N° 007 – 2004 – Cono Norte 
 

Perú.  Corte  Superior.  Sentencia  recaída  en  el  exp.  2008  –  1252-15- 
 

1601- La Libertad 
 

Perú. Corte Suprema, Acuerdo Plenario número 1-2008/CJ-116. Perú. Corte Suprema, 

CAS. 912-199 - Ucayali, Cas. 990-2000 -Lima. 

Perú. Tribunal Constitucional. Sentencia recaída en el exp.04228-2005- HC/TC 

Perú. Tribunal Constitucional. Sentencia recaída en el exp.0791-2002-HC/TC 

Perú.  Tribunal  Constitucional.  Sentencia  recaída  en  el  exp.1014-2007- 

PHC/TC 
 

Perú.  Tribunal  Constitucional.  Sentencia  recaída  en  el  exp.8125-2005- 

PHC/TC 

Plascencia, R. (2004). Teoría  del Delito. México: Universidad  Nacional Autónoma 

de México. 

Polaino Navarrete, M. (2004). Derecho Penal: Modernas Bases Dogmáticas. Lima: 

Grijley. 

Polaino, M. (2004). Derecho Penal: Modernas Bases Dogmáticas. Lima:  Grijley. 

Quiroga León, Aníbal, el sistema interamericano de justicia, Lima. 

Revista de Derecho, num. 40, PUC, DICIEMBRE. 1996. 
 

Ramos, M. (2014). Nuevo Código Procesal Civil, Lima: Editorial Berrio 
 

Real   Academia de la Lengua Española. (2001); Diccionario de la  Lengua 

Española. (Vigésima segunda Edición). Recuperado de: 

http://lema.rae.es/drae/

http://www.justiciaviva.org.pe/blog/?p=1945
http://www.justiciaviva.org.pe/blog/?p=1945
http://lema.rae.es/drae/
http://lema.rae.es/drae/


109
109
109 

 

 

Reátegui, J. (2014). Manual De Derecho Penal Parte General, volumen I, Instituto 
 

Pacifico, S.A.C., Lima 
 

Reyna L. (2015) Manual de derecho procesal penal, Instituto Pacifico S.A.C, 

Lima. 

Rico José Ma., (1985).Crimen y justicia en América Latina, 3a ed., México,  Siglo 
 

XXI, 
 

Rico José Ma., (1985).Crimen y justicia en América Latina, 3a ed., México,  Siglo 
 

XXI, 
 

Rojina,  R.  (1993).  Derecho  Procesal  General.  Buenos  Aires:  Rubinzal 
 

Culzoni. 
 

Rosas, J. (2005). Derecho Procesal Penal. Perú. Editorial Jurista Editores. 

Rosas, J. (2015). Tratado de Derecho Procesal Penal .Lima: Juristas Editores. 

Salas, C. (2011). El Proceso Penal Común. Lima, Perú: Gaceta Jurídica. 

Salazar, B. (2002). Las sentencias insuficientes: sus consecuencias (tesis 

Salinas, R. (2013). Derecho Penal: Parte Especial. . (5ta Ed.). Lima: Grijley. 

San Martin, C. (2006). Derecho Procesal Penal. (3ra Edición). Lima: Grijley. 

San Martin, C. (2015) Derecho Procesal Penal Lecciones. (1ra  Ed.).Lima: 

INPECCP y Cenales. 
 

Sánchez Velarde, P. (2004). Manual de Derecho Procesal Penal. Lima: Idemsa. 

Sánchez, P. (2009). El nuevo proceso penal, Lima: IDEMSA 

Sánchez, P. (2013), Código Procesal Penal Comentado. Lima. 
 

Segura, H. (2007). El control judicial de la motivación de la sentencia penal (Tesis 

de Título   Profesional).    Universidad  de   San    Carlos  de    Guatemala. 

Guatemala. Recuperado de http://biblioteca.usac.edu.gt/tesis/04/04_7126.pdf 

Segura, P. H. (2007). El control judicial de la motivación de la sentencia  penal 

(Tesis de   Título Profesional).  Universidad de  San Carlos de  Guatemala. 

Guatemala. 

Talavera, P. (2009). La Prueba En el Nuevo Proceso Penal: Manual del Derecho 

Probatorio y de la valorización de las pruebas en el Proceso Penal  Común. 

Lima: Academia de la Magistratura. 

Talavera, P. (2011),  La Sentencia Penal en el Nuevo Código Procesal  Penal: Su 
 

Estructura y Motivación. Lima: Cooperación Alemana al  Desarrollo.

http://biblioteca.usac.edu.gt/tesis/04/04_7126.pdf


110
110
110 

 

 

Universidad  de   Celaya.  (2011).   Manual  para  la  publicación  de  tesis   de  la 

Universidad de Celaya.  Centro de  Investigación. México. Recuperado de: 

http://www.udec.edu.mx/i2012/investigacion/manual_Publicacion_Tesis_Ago 

sto _2011.pdf. (23.11.2013) 

Universidad Nacional Abierta y a Distancia (s.f). 301404 - Ingeniería de   Software. 
 

Material Didáctico. Por la Calidad Educativa y la Equidad Social. Lección 
 

31. Conceptos de calidad. Recuperado de: 

http://datateca.unad.edu.co/contenidos/3014     04/301404_ContenidoEnLinea/l 

e ccin_31 conceptos_de_calidad.html (20/07/2016). 

Valderrama,  S.  (s.f.).  Pasos  para  elaborar  proyectos   y  tesis  de investigación 

científica. (1ra Ed.). Lima: Editorial San Marcos 

Vargas  Viancos,  J.  E    2003.Eficiencia     en     la     Justicia.     En  http://www. 

cejamericas.org/documentos/jev-eficiencia.pdf 

Vargas  Viancos,  Juan  Enrique  2003  ―Independencia  versus  control  del Poder 
 

Judicial‖, en Sistemas Judiciales, año 2, N.° 4, CEJA-INECIP, pp. 34- 38. 

Vásquez, J. (2000). Derecho Procesal Penal. (Tomo I.). Buenos Aires:   Robinzal 

Culzoni. 
 

Véscovi,  E.  (1988).  Los  Recursos  Judiciales  y demás  Medios Impugnativos  en 
 

Iberoamérica. Buenos Aires: Depalma. 
 

Villa, J. (2014).Derecho Penal: Parte General .Lima: ARA Editores. 
 

Villavicencio,  F. (2013).  Derecho  penal:  Parte  general  (4ta.  Ed.).  Lima,   Perú: 

Grijley. 

Villavicencio, F. (2010). Derecho Penal: Parte General. (4ta. Ed.). Lima: Grijley. 

Zaffaroni, E. (2002). Derecho Penal: Parte General. Buenos Aires: Depalma. 

Zúñiga, Y. I. (2004). Ética y corrupción en la administración de justicia [en línea]. Tesis 

de titulación.    Recuperado   de:     http://cybertesis.unmsm.edu.pe/bitstream/ 

cybertesis/1592/1/Zu%C3%B1iga_cy. Pdf (12-08-2015)

http://www.udec.edu.mx/i2012/investigacion/manual_Publicacion_Tesis_Agosto
http://www.udec.edu.mx/i2012/investigacion/manual_Publicacion_Tesis_Agosto
http://www.udec.edu.mx/i2012/investigacion/manual_Publicacion_Tesis_Agosto
http://www.udec.edu.mx/i2012/investigacion/manual_Publicacion_Tesis_Agosto
http://www.udec.edu.mx/i2012/investigacion/manual_Publicacion_Tesis_Agosto
http://datateca.unad.edu.co/contenidos/3014%2004/301404_ContenidoEnLinea/l
http://datateca.unad.edu.co/contenidos/3014%2004/301404_ContenidoEnLinea/l
http://www/
http://cybertesis.unmsm.edu.pe/bitstream/%20cybertesis/1592/1/Zu%C3%B1iga_cy
http://cybertesis.unmsm.edu.pe/bitstream/%20cybertesis/1592/1/Zu%C3%B1iga_cy
http://cybertesis.unmsm.edu.pe/bitstream/%20cybertesis/1592/1/Zu%C3%B1iga_cy


 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

ANEXOS 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

111



112
112
112 

 

 

 

Anexo 1. Evidencia para acreditar la pre – existencia del objeto de estudio: 
 

proceso judicial 
 
 

 

 
 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE PIURA JUZGADO PENAL COLEGIADO 
 

SUPRAPROVINCIAL SENTENCIA POR DELITO DE ROBO AGRAVADO 
 

EXPEDIENTE            : 06303-2016-1-2001-JR-PE-01 

JUECES                       : S.N.R, M.C.A, T.A.M 

ESPECIALISTA         : A.M.O.G 
 

MINISTERIO PÚBLICO: SEGUNDA FISCALIA PROVINCIAL PENAL 

CORPORATIVA DE TAMBOGRANDE 

IMPUTADO            A1 y A2 
 
 

DELITO                 : ROBO AGRAVADO 

AGRAVIADO            : B 

Resolución Nº Trece (13) 
 

Piura, Catorce de Febrero de Año 2017.- 
 

I.- VISTO Y OIDO, en audiencia Pública, el Juzgado Penal Colegiado Permanente 

Supra provincial de la Corte Superior de Justicia de Piura conformado por los jueces 

A.M.C, R.S.N y M.T.A en calidad de Directora de Debates, ante la acusación final 

contra los acusados A1 y A2, por la presunta comisión del delito contra el Patrimonio 

en la modalidad de Robo Agravado, previsto y sancionado en el Art. 188º  del Código 

Penal concordado con el primer párrafo inciso cuarto del Art. 189º del citado  cuerpo 

normativo, en agravio de B. 
 

-DRA. O.C.C, Fiscal Adjunta Provincial de la Segunda fiscalía penal Corporativa de 

Tambogrande, con domicilio en Calle 02 – MZ. B Lote 06 AA-HH Andrés Rázuri – 

Tambogrande, correo electrónico oticsg@gmail.com 
 

-ABOGADO DEFENSOR DEL IMPUTADO S.M.V: A.R.I.C, con registro Nº 335 

Del colegio de abogados de Piura con casilla electrónica Nº 1091 con domicilio procesal en Jr. 
Cusco Nº 1174- Piura. 

 

-ACUSADO: S.M.V, con DNI ---------, con 23 años de edad, nació en Tambogrande el 

día 13/07/1993, hijo de M y M.D, estado civil soltero. Trabajador eventual en el mango

mailto:oticsg@gmail.com


113
113
113 

 

 

y ganaba 30 soles diarios. No tiene antecedentes penales. 

 
-ABOGADO DEFENSOR DEL IMPUTADO A1: DR. C, con registro del colegiado 
Nº 024, con domicilio procesal en la casilla electrónica Nº 2115 y con  teléfono de contacto. 

 

.ACUSADO:   A1,   con   DNI   ----------,   natural   de   Tambogrande   nació el día 

17/02/1994, hijo  de  F  y  V,  estado civil  soltero, con  22 años  de  edad, vivía  en 

prolongación AA.HH cerro santa. -Tambogrande, era ayudante de construcción civil 

y ganaba 40 soles diarios. No tiene antecedentes penales. 
 

II. - PARTE EXPOSITIVA: 
 

2.1        ENUNCIACION DE LOS HECHOS Y CIRCUNSTANCIAS OBJETO 

DE LA ACUSACION DEL MINISTERIO PÚBLICO. – 
 

Lo hechos objeto de acusación se remonta al día 23 de abril de 2016, aproximadamente 

a las horas 15:00 horas en circunstancias que el agraviado B llego a la localidad de 

Tambogrande, procedente de la ciudad de Cieneguillo -Sullana, habiéndose bajado a 

la altura del mercado de Tambogrande se dirigió hacia un Kiosko de venta de CDS a 

fin de encargar su mochila, para proceder a dirigirse a la parte posterior del mercado 

lugar al que se le conoce como la feria del mango con intención de comprarle ropa a su 

sobrino para lo cual encontró dicho lugar cerrado, por lo procedió a retirarse saliendo 

por la ferretería “ENA CRISTINA). En dicho lugar fue interceptado por dos sujetos, 

uno que vestía bividi color plomo y el otro polo color blanco, siendo así que le sujeto 

que vestía bividi color plomo se dirigió hacia el agraviado increpándole con groserías 

él porque había hablado mal de él, para luego proceder a arrogarle piedras, al ver esta 

situación el agraviado opto por correrse, siendo que en esa circunstancia, le cae una 

piedra en la espalda y B se agacho siendo que en dicho momento tropezó y cayó, 

circunstancia que fue aprovechada por los imputados quienes procedieron a golpearlo 

con patadas y puñetes en el rostro. En ese momento el sujeto que vestía bividi color 

plomo, extrae del bolsillo derecho del pantalón del agraviado su teléfono celular color 

blanco, marca LG, además de su billetera la cual contenía la suma de S/ 185.00 (ciento 

ochenta y cinco soles), así como diversos documentos personales entre ellos su DNI, 

para luego de cometidos los hechos proceder dichos sujetos a darse a la fuga. Agrega 

la  tesis fiscal, que el agraviado al ver que estos sujetos huían procedió a lanzarles 

piedras sin embargo no les cayo, no obstante en ese momento el sujeto que vestía 

polo color blanco se volteó y lo amenazo que no continúe lanzándole piedras, luego de 

esto ambos sujetos subieron a una mototaxi en la que procedieron a darse a la fuga, 

posteriormente el agraviado acudió en busca de ayuda, para lo cual con el apoyo 

de una mototaxi recorrió las calles de Tambogrande logrando encontrar a los imputados 

a la altura de  ENOSA, acudiendo en busca de personal policial , logrando hallar  a 

dos  efectivos  policiales, los cuales emprendieron la persecución de dichos sujetos, 

es  en dicha circunstancia  que  del  vehículo  en  que  transportaban  a  los imputados 

se lanzó al pavimento un celular blanco, el mismo que el agraviado ha reconocido 

como de su propiedad, siendo así intervenidos por los dos efectivos y conducidos a 

la dependencia policial  para la  realización  de  las  diligencias  de  ley. Una  vez  en 

dicha  dependencia policial  se  identificó  a  los  investigados  como  A1, sujeto que 

vestía polo  color blanco (que portaba la cantidad de S/90.00 noventa soles) y A2, 

quien vestía bividi color plomo (el que portaba la cantidad de S/8.50, ocho soles 

con cincuenta céntimos) refiriendo que no contaba con la billetera, sin
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embargo, al realizarse el registro vehicular a la mototaxi se halló en el asiento posterior 

la suma de S/80.00 soles. 
 

2.2       Tipo penal, pretensión penal y civil. – 
 

2.2.1        El Ministerio Publico subsume la conducta materia de imputación en el 

tipo  base  (robo),  previsto  en  el  Artículo  188º  del  código  Penal,  y la  agravante 

establecida   en  el  primer párrafo,  inciso  4)  del  Artículo  189º  del  citado  cuerpo 

normativo (con el  concurso  por dos o más personas), cuya pena será no menor de 

12 ni mayor de 20 años. 

2.2.2         Establece que los acusados A1 y A2 son coautores de Robo  Agravado, 

por   lo que solicita se le imponga DOCE AÑOS DE  PENA PRIVATIVA  DE 

LIBERTAD EFECTIVA. 
 

2.2.3        Solicita como reparación civil, el monto de S/ 1,000.000 a favor de B, 

que deberá ser cancelada por los acusados. 
 

2.3     PRETENSION DE LA DEFENSA. - 
 

2.3.1        Pretensión de la Defensa de A2.- Indica que su patrocinado no perpetro 

ningún delito de robo agravado y lo que en realidad ocurrió el día 23 de abril de 2016, 

fue una discusión entre el imputado A1 y el agraviado B, por la relación sentimental 

que este último tendría con la prima del acusado C.C, de nombre A.N.C, siendo así 

que  el  propio  agraviado  durante  la  etapa  de  investigación  preparatoria  refirió y 

descarto que se haya cometido delito de robo agravado,  y que  si en un inicio el 

ciudadano B había señalado el  delito  de  imputación  contra los  acusados  fue por 

motivo de venganza y de cólera por las agresiones físicas que sufrió el día de los hechos. 
 

2.3.2        Pretensión de la Defensa de A1.- Señala que demostrara que su patrocinado 

no es el autor ni responsable de los hechos ocurridos el día 23 de abril de 2016, ya 

que ese día las 15:00 horas aproximadamente su patrocinado se encontró casualmente 

con  el presunto agraviado originándose una discusión entre ellos la cual termino en 

una  pelea callejera, resultando herido el agraviado, solicitando la absolución de su 

patrocinado. 
 

III.- DESARROLLO DEL JUZGAMIENTO 
 

De conformidad con el artículo 360º del Código Procesal Penal, el Juicio es la etapa 

principal del proceso.se realiza la base de la acusación. Sin perjuicio de las garantías 

procesales  reconocidas por  la constitución  y los  tratados  internacionales, rigiendo 

especialmente la oralidad, la publicidad, la inmediación y la contradicción 
 

3.1        DERECHOS  Y  ADMISION  DE  CARGOS.-  En  aplicación  de  lo  que 

dispone  el  artículo 372º del Código Procesal Penal salvaguardando el derecho de 

defensa de  los acusados, haciéndole conocer de los derechos fundamentales que le 

asisten, entre estos se le presume inocencia desde el inicio de las investigaciones hasta 

que exista una resolución que determine lo contrario . 
 

3.2        NUEVAS PRUEBAS O RE EXAMEN: 
 

3.2.1       Por parte del Ministerio público: No. 
 

3.2.2           Por parte de la Defensa de acusado A1: No
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3.3        DEBATE   PROBATORIO:   En  el  debate   probatorio  se   han   actuado 

medios  de  prueba, donde  las partes procesales  han  participado  activamente, 

respetándose   las   garantías procesales, correspondiendo a la juzgadora, consignar la 

parte relevante o  más importante  para resolver  este  caso,  de  la  forma  tal  que  la 

convicción  de  la  suscrita  se  concretizara tras  la  actuación  probatoria,  al  haber 

tomado contacto directo con los mismos. 
 

DETERMINACION DE LA PENA. - 
 

20 De conformidad con el artículo 45º, 45-A, 46º y siguientes del código penal. Para 

determinar la pena dentro de los límites fijados por la Ley, respetando los principios de 

proporcionalidad y legalidad, el Juzgador al momento de fundamentar y determinar la 

pena, tiene en cuenta los siguientes criterios: Las carencias sociales que hubiere sufrido 

el agente, su cultura y sus costumbres, los intereses de la víctima, de su familia o de las 

personas que de ella dependen, la naturaleza de la acción ,los medios empleados, 

importancia de los deberes infringidos, extensión del daño o peligro causado, 

circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión, móviles y fines, la unidad o pluralidad 

de los agentes. 
 

La determinación de la pena en un fallo judicial constituye un deber constitucional de 

todo juez, quien está obligado a justificar, motivadamente, con absoluta claridad y rigor 

jurídico, la pena o sanción impuesta, con observancia de los principios rectores previstos 

en el CP, como son la legalidad, proporcionalidad, lesividad y culpabilidad. 
 

21. A través de la sentencia se procede a evaluar y decidir sobre el tipo, la extensión 

y el modo de ejecución de la pena o consecuencia accesoria que resulten aplicables 

al  caso, al respecto, el séptimo fundamento jurídico de   Acuerdo   Plenario Nº1- 

2008/CJ- 116 de las Salas Penales de la Corte Suprema de Justicia de la Republica, del 

dieciocho de julio de 2008, ha precisado que: “Con ello se deja al Juez arbitrio relativo 

que debe incidir en la tarea funcional de individualizar , en este caso concreto, la pena 

aplicable al condenado. 
 

DECISION 
 

Por estas consideraciones el Juzgado Penal Colegiado Supra Provincial de la Corte 

Superior de Justicia de Piura con la potestad que le confiere la Constitución Política del 

Perú, después de haber deliberado en el presente proceso, las cuestiones relativas a la 

existencia de hecho y circunstancia, calificación legal de los supuestos facticos con la 

premisa normativa, así como respecto de la responsabilidad penal de los acusados, la 

individualización de la pena y la reparación civil, este colegiado al amparo de los 

artículos II,IV,VII,VIII,IX, 11º, 12º, 23º, 28º, 29º, 45º, 45-A, 46º, 50º, 92º, 93º, 188º, 

Primer párrafo del artículo 189 inciso 4) del código Penal concordado con lo artículos 

IV y VII del Título preliminar 1, 11, 155, 356, 392, 393, 394, 397, 399 y 497 del Código 

Procesal Penal, administrando  Justicia  a  nombre  del pueblo, por  unanimidad,  SE 

RESUELVE: 
 

1.- CONDENAR a los acusados A1 identificado con DNI--------- y A2  identificado 

con DNI--------------, por la presunta comisión del delito contra el Patrimonio en la 

modalidad de Robo Agravado, previsto y sancionado en el Art. 188º de Código Penal
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Concordando con el primer párrafo inciso cuarto del Art. 189º  del citado cuerpo 

normativo, en agravio de B, IMPONIENDOLE la sanción penal de  DOCE AÑOS 

DE PENA PRIVATIVA DE  LIBERTAD EFECTIVA, iniciando su computo desde 

la fecha de su detención, esto es, el 23 de abril de 2016 venciendo el 22 de Abril 

de 2028, fecha que será puesto inmediata libertad salvo que tenga o se haya dictado en 

su contra medida similar emanada por autoridad competente. 
 

2.- ESTABLECER por concepto de reparación civil el monto solidario de S/ 1,000.00 

(mil y 00/100 soles) a favor del agraviado B,  cantidad que será cancelada  por los 

sentenciados en ejecución de sentencia. 
 

3.- ORDENAR la ejecución anticipada de la presente sentencia, aunque se interponga 

recurso de apelación para lo cual se deberá cursar los oficios correspondientes al 

director del establecimiento penitenciario de varones de Piura “Rio Seco” para que 

de ingreso en calidad de sentenciados a las personas de A1 y A2, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 402º del Código Procesal Penal. 

4.- IMPONER el pago de las COSTAS al sentenciado, la misma que se liquidara por 

parte del especialista de causa de origen vía de ejecución conforme a la tabla prorrogada 

por el órgano del gobierno del poder judicial. 
 

5.- Firme y consentida que sea la sentencia MANDAR se inscriba en el registro de 

condenas y boletines de testimonios correspondientes y se remitan los actuados al 

juzgado de investigación preparatoria para su ejecución respectiva. 
 

6.- DSPONER la notificación a todas las partes con el integro de la resolución fecha 

desde la cual comenzaran a correr los plazos para la interposición de los recursos 

impugnatorios correspondientes. Notifíquese. -
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Anexo 3. 

 
 

Declaración De Compromiso Ético 
 

Para realizar el proyecto de investigación titulado Caracterización del proceso 

Sobre    Robo   Agravado   N°   06303-2016-1-2001-JR-PE-0 ;   Juzgado penal 

colegiado  supra provincial de Piura, perteneciente al Distrito Judicial de Piura, 

2018, se accedió a información personalizada que comprende el proceso judicial 

en estudio,  por lo  tanto  se  conoció  los  hechos  e  identidad  de  los  sujetos 

partícipes,   por   lo   tanto   de   acuerdo  al  presente  documento  denominado: 

Declaración de compromiso ético, la  autora declara que no difundirá ni hechos 

ni identidades en ningún medio, por ello  se sustituirá los datos de las personas 

con códigos tales como A, B, C, D, etc., para  referirse en  abstracto,  en señal 

de respeto de la dignidad de las personas y el principio de reserva. 

Asimismo,  declara  conocer el  contenido  de  las  normas  del  Reglamento  de 

Investigación  de  la   Universidad  Católica  los  Ángeles  de  Chimbote  y   el 

Reglamento  del  Registro Nacional  de Trabajos  de  Investigación  para  optar 

grados académicos y títulos profesionales – RENATI; que exigen veracidad y 

originalidad de todo trabajo de investigación, respeto a los derechos de autor y 

la propiedad intelectual. Finalmente, el trabajo se elabora bajo los principios 

de la buena fe, y veracidad. 

 
 

Sullana, Diciembre del 2018 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Jhordan Humberto Viera 

Gouro 
 

DNI N° 


